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Se abre la sesión a las diez y cinco minutos de la ma- 
ñana. 

CONTESTACION A LAS SIGUIENTES PREGUN- 
TAS: 

- SOBRE SITUACION DEL SERVICIO DE AM- 
BULANCIAS EN LA REGION ASTURIANA. 
FORMULADA POR EL SEÑOR GARCIA FON- 
SECA, GRUPO PARLAMENTARIO IZ- 
QUIERDA UNIDA-INICIATIVA PER CATA- 
LUNYA. (Número de expediente 181/000449.) 

La señora PRESIDENTA: Señorías, vamos a dar co- 
mienzo a la sesión de la Comisión de Sanidad y Consumo 
con el orden del día que obra en nuestro poder. En primer 
lugar, respuesta oral a preguntas formuladas por señores 
Diputados y, a partir de las 11, debate y votación de propo- 
siciones no de ley. 

Para la contestación a las preguntas formuladas por se- 
ñoras y señores diputados se encuentra entre nosotros don 
José Conde Olasagasti, Subsecretario del Ministerio de Sa- 
nidad y Consumo, a quien damos la bienvenida a esta Co- 
misión. 

Vamos a iniciar el turno de preguntas alterando un po- 
quito el orden de las mismas. Será formulada primero la 
que consta en segundo lugar sobre situación del servicio de 
ambulancias en la región asturiana, presentada por el señor 
García Fonseca, del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa 
per Catalunya. 

Tiene la palabra el señor García Fonseca. 

El señor GARCIA FONSECA: Este es un tema en el 
que mi grupo, y en este caso quien les habla como portavoz 
del mismo, viene insistiendo a través de varias iniciativas, 

algunas de ellas formuladas inicialmente por escrito y cuya 
respuesta del Gobierno, también por escrito, obra en mi 
poder. Sin embargo, dada la no adecuación o, al menos, la 
no pertinencia o no validez de las respuestas que nos han 
sido suministradas, mi grupo se ve en la obligación de in- 
sistir en ello, provocando este debate oral sobre el tema del 
servicio de ambulancias en Asturias. Hay una serie de as- 
pectos que sería muy largo sustanciar en una simple pre- 
gunta oral; por tanto, voy a enumerar algunos para luego 
ceñirme a los que quería referirme en esta pregunta especí- 
fica. 

En este tema se plantean muchas cuestiones, tanto por 
parte del personal médico, e incluso de los servicios de 
inspección, como por parte de los usuarios, en relación con 
el funcionamiento del servicio de ambulancias en Astu- 
rias; cuestiones que tienen que ser con el tema de cómo se 
producen las concesiones a las actuales empresas que pres- 
tan este servicio. Hay bastantes quejas, que incluso apare- 
cen públicamente en la prensa, sobre los procedimientos 
utilizados y sobre quienes ostentan actualmente estas con- 
cesiones; se plantean también muchas cuestiones sobre por 
qué, de hecho, el servicio de ambulancias en Asturias, en 
su práctica totalidad, lo realizan empresas privadas, 
cuando existen servicios de ambulancias de Cruz Roja o de 
ayuntamientos que están prácticamente inutilizados. Es fá- 
cilmente constatable que el parque de ambulancias de Cruz 
Roja ha experimentado una gran modernización, siendo 
ambulancias que están equipadas con todos los instrumen- 
tos y requisitos que por supuesto la ley exige, e incluso que 
van más allá en lo que a utensilios o material se refiere, 
constituyéndose en auténticas UVI móviles; lo mismo se 
podría decir de las ambulancias de algunos ayuntamientos 
de diversos municipios. Sin embargo, mientras estas am- 
bulancias, bien de instituciones públicas o bien de institu- 
ciones privadas sin ánimo de lucro, están prácticamente 
inutilizadas, la práctica totalidad del servicio de ambulan- 
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cias lo prestan compañías privadas que, desde hace bastan- 
tes años, están dando lugar a una serie de quejas ininte- 
rrumpidas por parte de los usuarios, de los ayuntamientos, 
e incluso de los propios servicios de inspección médica del 
Insalud. No son afirmaciones en el aire que hace este Di- 
putado; por eso las voy a intentar documentar brevísima- 
mente en el tiempo de que dispongo. Simplemente quiero 
decirle que, a partir de esta documentación, a mi grupo le 
resultan realmente sorprendentes las respuestas -porque 
han sido varias- que se nos han dado por parte del Minis- 
terio, por parte del Insalud, en relación a este tipo de cues- 
tiones. Por ejemplo, al preguntar sobre la forma en que se 
realizan las concesiones, se nos dice que en la asignación 
del servicio a nuevas empresas se valoran circunstancias 
como el conocimiento y la experiencia en el servicio y se 
nos dice también que el cambio de titularidad en las em- 
presas que ha habido en algún caso, pero que no ha salido 
de la misma familia física o biológica, no se ha producido, 
como yo indicaba en la pregunta escrita, por las denuncias 
de los usuarios, sino simplemente en atención a esos crite- 
rios, porque se afirma que no ha habido prácticamente de- 
nuncia o queja en relación a estos servicios. Esto se me 
dice así, literalmente, en la primera respuesta. 

En la segunda, que es una respuesta por vía doble, por 
el Gobierno y luego por carta del Director del Insalud de 
Asturias, pero que dicen prácticamente lo mismo, se nos 
dice que esta Dirección Territorial sólo tuvo conocimiento 
esporádico de algunas quejas, como sucede con el resto de 
las empresas, etcétera, no imputables a la calidad del ser- 
vicio prestado. Es realmente sorprendente que el Insalud 
diga que s610 ha tenido alguna queja esporádica y, además, 
que no sea imputable a la calidad del servicio. Podría traer- 
les kilos de recortes de prensa donde públicamente se está 
denunciando por parte de alcaldes, de usuarios, etcétera; y 
no es que podría traerles, sino que les traigo una parte de 
documentación que, si le digo la verdad, no la he traído 
completa simplemente a efectos de peso. Padezco un poco 
de la columna y no es conveniente para mí llevar dema- 
siado peso a la espalda. Le voy a leer algunas cosas que se 
dicen. En los informes del servicio médico se dice que se 
envían a la subdirectora provincial una serie de quejas, 
como que, tras revisión de las horas de llamada de ambu- 
lancia al 006, se ha constatado que el problema, por moti- 
vos ajenos a la asistencia médica, se produce con la com- 
pañía de ambulancias de esta área. Me llama la atención 
-no sé si es la respuesta real o un simple trámite adminis- 
trativo- que se ponga «a archivar». 

Sigo con denuncias de las que se hace eco el servicio de 
inspección. Se dice que teniendo el paciente oxígeno per- 
manente, subió el señor de la ambulancia a ayudarle a do- 
micilio y le quitó el oxígeno para bajarlo a la ambulancia y 
cuando llegó a la misma, la botella de oxígeno estaba va- 
cía, por lo cual el paciente lo acusó y falleció después. 

Sigo con casos concretos recogidos por el propio servi- 
cio de inspección. La ambulancia enviada, perteneciente a 
equis, llega al domicilio a las 11,15 horas, suponiendo un 
considerable retraso de más de dos horas. (Rumores.) Ma- 
nuel Espina Santos falleció en el traslado a la altura de Se- 
bades, camino del Policlínico ... 

La señora PRESIDENTA: Un momento, señor García 
Fonseca. 

Señorías, por favor, permitan que el señor García Fon- 
seca se siga expresando sin dificultades. Al señor García 
Fonseca le ruego, si puede, abreviar, porque su tiempo se 
agota. 

El señor GARCIA FONSECA: Un minuto porque, 
como no voy a poder, ni mucho menos, dar cuenta de todo, 
me comprometo a hacer llegar el dossier al propio Minis- 
terio para que puedan examinarlo y le den una salida mu- 
cho más seria y rigurosa que la que han dado hasta el pre- 
sente. Hay casos en los que por servicios absolutamente 
deficientes se producen situaciones gravísimas incluso 
muertes, en la atención a los enfermos. 

Hay otro sinfín de denuncias que tienen que ver con 
todo tipo de déficit en el servicio, no sólo llegar tarde, sino 
no aparecer; casos difíciles porque se encuentran en luga- 
res mal comunicados y que se los pasan entonces a las am- 
bulancias municipales o a las de Cruz Roja y el servicio 
privado no acude. Hay casos tan peregrinos, de los que 
tengo documentación -y estoy utilizando un calificativo 
enormemente suave-, en los que se comprueba que se co- 
braron viajes de ambulancias que no se realizaron. Estos 
servicios de ambulancias si fueron seleccionados por su 
experiencia y por su conocimiento, hay que echarle valor 
para que suceda este tipo de cosas. Se dice de una de estas 
empresas que el empresario contrató como chófer de am- 
bulancias a su esposa que, además, trabaja como limpia- 
dora en el Ambulatorio de Nava y Mieres, desplazándose 
de uno a otro centro para realizar dicho trabajo en una am- 
bulancia, con lo que priva de vehículo y conductor al ser- 
vicio, etcétera. La verdad es que hay cantidad de datos, 
cantidad de denuncias sobre temas tan variopintos, algu- 
nos de ellos enormemente graves y desde luego muchos de 
ellos vulneran enormemente la legalidad. Señor Subsecre- 
tario, no tengo ningún ánimo, ningún interés de levantar 
ningún tipo de polvareda ni de remover ningún trapo su- 
cio; en lo que sí tengo un gran interés es en que aborden 
con seriedad, con rigurosidad, que investiguen a fondo este 
tema y que le den una solución. Se lo agradecerán muchí- 
simo los usuarios de las ambulancias en Asturias. 

La señora PRESIDENTA: Señor Subsecretario. 

El señor SUBSECRETARIO DEL MINISTERIO 
DE SANIDAD Y CONSUMO (Conde Olasagasti): Señor 
García Fonseca, en primer lugar, agradezco su presencia y 
que me haya podido formular todas estas cuestiones direc- 
tamente, porque cuando he tenido que acudir a responder 
preguntas de esta naturaleza, no he tenido ocasión de coin- 
cidir con usted y, por tanto, de matizar sus preguntas con- 
cretas. Digo esto porque el tenor literal de la pregunta que 
he recibido en el ministerio no guarda relación exacta con 
lo que S .  S. ha venido a plantear en su intervención oral. 
Por consiguiente, empezm’a por lo que usted ha venido a 
plantear y después respondería a lo que he recibido como 
pregunta por escrito. 
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Ha planteado dos tipos de cuestiones relacionadas con 
la calidad del servicio. Una, aparentes deficiencias en la 
calidad del servicio en cuanto a demoras, en cuanto a even- 
tuales consecuencias no deseadas de un transporte inade- 
cuado. Naturalmente todo cuanto se refiera a la calidad del 
servicio estaremos en condiciones de responderle en cada 
uno de los casos en qué punto está ese tipo de queja, puesto 
que cabe una gradación amplia, desde una contestación y 
resolución de la queja de oficio hasta la apertura de infor- 
mación previa y eventualmente un expediente disciplina- 
rio si presentara características que lo justificaran. En todo 
caso, al no haber dispuesto de esa información hasta ahora 
mismo, no le puedo responder sobre las cuestiones a que se 
refiere que son, en primer lugar, de deficiencias del servi- 
cio, y un segundo tipo de cuestiones de aparentes prácticas 
fraudulentas en el uso de la ambulancia. Estaré encantado 
de recibir esa documentación para poderle contestar, caso 
por caso, cómo se han abordado y en qué fase de resolu- 
ción se encuentran. 

Las preguntas que se formularon por escrito son las si- 
guientes: ¿qué procedimientos se han seguido para la adju- 
dicación del servicio de ambulancias a las empresas del 
ramo en la región? ¿Qué grado de adecuación con la nor- 
mativa vigente tienen las ambulancias que trabajan en As- 
turias? y, por Último, ¿cuál es y sobre qué criterios está es- 
tablecido el funcionamiento y coordinación de ambulan- 
cias entre los distintos titulares de estos servicios? 

Por lo que se refiere a la primera, el procedimiento se- 
guido para adjudicación a las diferentes empresas de trans- 
porte sanitario, fue el concurso público, convocado me- 
diante resolución de la Dirección Provincial del Instituto 
Nacional de la Salud de Asturias, publicado en el «Boletín 
Oficial del Estadon el 28 de abril de 1993 y publicado, a su 
vez, en la prensa local y nacional el 3 de mayo de 1993. El 
concurso fue resuelto y adjudicado definitivamente me- 
diante resolución publicada en el BOE del 12 de noviem- 
bre de 1993. 

Por lo que se refiere a la segunda pregunta, en cuanto al 
grado de adecuación, debe señalarse que todas y cada una 
de las ambulancias presentadas al concurso cumplen las 
prescripciones técnicas establecidas por el Insalud para 
este concurso público para la contratación del transporte 
sanitario terrestre en Asturias. Además, estas ambulancias 
han pasado y superado la revisión correspondiente, efec- 
tuada por la Consejería de Sanidad y Servicios Sociales del 
Principado, adecuándose, por tanto, a lo dispuesto en el 
Decreto del Principado de Asturias 574988,  de 22 de 
abril, por el que se regulan las condiciones técnico-sanita- 
rias que deben cumplir las ambulancias colectivas que rea- 
lizan transporte sanitario en el ámbito territorial del Princi- 
pado de Asturias. Igualmente, cumplen lo dispuesto en la 
circular del Gobierno civil de la provincia de Oviedo por la 
que se establecen las normas y procedimientos para la ins- 
pección técnico-sanitaria en ambulancias privadas. 

En tercer lugar y por último, debe indicarse que la co- 
ordinación entre las diferentes empresas de ambulancias y 
los centros sanitarios se realiza a través del centro coordi- 
nador 006, ubicado en las dependencias de Protección Ci- 
vil, y comunicado con los diferentes agentes intervinientes 

en las urgencias y emergencias sanitarias mediante radio 
y/o busca personas. El centro dispone, además, durante las 
24 horas del día, de un médico de guardia, máximo res- 
ponsable con capacidad para resolver cualquier eventuali- 
dad y tomar decisiones para movilizar los vehículos. 

Para mayor información puede indicarse que el sistema 
de transporte sanitario de Asturias, denominado transporte 
integral, dispone, entre otros recursos, de 51 ambulancias 
para transporte primario, distribuidas por áreas sanitarias y 
zonas básicas de salud, en función de criterios poblaciona- 
les, de demanda, de comunicaciones, etcétera, garanti- 
zando la presencia permanente de ambulancias en los prin- 
cipales municipios del Principado. Por tanto, es un sistema 
que, a nuestro modo de ver y en relación con el anterior- 
mente existente supone una mejora en el traslado urgente 
de los enfermos al posibilitar una respuesta más rápida 
dada la distribución y ubicación de las ambulancias. 

Quiero decir que, a nuestro juicio (y es una apreciación 
distinta de la globalidad del propio territorio) la organiza- 
ción del transporte sanitario en Asturias con esta modali- 
dad de transporte integrado nos parece más que adecuada 
-yo diría que modélica-, con independencia de situacio- 
nes concretas que cuando se dan hay que denunciar y co- 
nocer en detalle. 

Usted ha mencionado, por decirlo de alguna manera, la 
red pública y fundamentalmente la red de ambulancias de 
Cruz Roja que también estamos utilizando. Existe un con- 
venio de carácter general entre Cruz Roja y el Ministerio 
de Sanidad para la utilización de la red disponible por parte 
de Cruz Roja, en aquellos lugares distantes, separados, 
donde sea difícil acceder, donde no exista, como parte de 
este transporte integral, empresa concesionaria capaz de 
hacerse cargo de esa situación. No hay que olvidar que es- 
tas redes públicas tales como la de Cruz Roja no están pen- 
sadas ni previstas para hacer transporte sanitario de los pa- 
cientes del Insalud; están más bien pensadas para cubrir 
todo tipo de emergencias, lo cual no quiere decir que no 
puedan ser utilizadas, y así lo hacemos mediante un con- 
venio marco de carácter no nacional, pero sí del ámbito de 
Insalud gestión directa, no sólo para aquellas situaciones 
de emergencia, que evidentemente se utilizan, sino para 
aquellos lugares remotos, municipios alejados donde sea 
difícil el acceso de empresas concesionarias. En todo caso, 
esa red tanto el transporte integral adjudicado mediante 
concurso público como la red de recursos públicos exis- 
tente en Asturias, están adecuadamente coordinadas a tra- 
vés de ese 006, por lo cual insisto en afirmar aquí que el 
transporte sanitario en Asturias, a nuestro modo de ver, es 
uno de los mejor organizados del territorio que es respon- 
sabilidad de este Ministerio. 

La señora PRESIDENTA: Señor García Fonseca, tiene 
la palabra. 

El señor GARCIA FONSECA: Brevísimamente ya. 
Ratifica usted uno de los puntos que he criticado porque 

me parece sorprendente, sorprendente depende desde qué 
lógica, obviamente. Usted ya me había respondido por es- 
crito, en todo caso el Gobierno, que las ambulancias pro- 
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piedad municipal -se hace extensivo también a Cruz 
Roja- funcionan como sustitutorias de la cobertura de las 
ambulancias concertadas y usted añade, además, que se les 
reservan los lugares difíciles donde no quieren ir las priva- 
das. Sin embargo -repito- y hable usted con la Presi- 
denta de la Cruz Roja de Asturias, esa organización tiene 
un parque de ambulancias mucho mejor dotado que las pri- 
vadas, puede atender perfectamente incluso las zonas de 
mayor afluencia de usuarios hacia los hospitales de mayo- 
res índices de accidentalidad, etcétera y no se entiende 
desde la lógica de mi grupo y yo entiendo que desde la 1ó- 
gica de un buen servicio público, que sean postergadas o 
preteridas en relación a las ambulancias privadas. Insisto, 
le voy a pasar la documentación simplemente para que us- 
tedes la estudien y puedan obrar en consecuencia. Con esta 
documentación se hace muy difícil sostener que ustedes si- 
gan afirmando que el servicio de ambulancias de Asturias 
es un servicio integrado y, además, modélico. 

No es sólo mi grupo; en temas como éste la Junta del 
Principado, el Parlamento Asturiano, y creo que por unani- 
midad si no recuerdo mal, ha hecho serias críticas y obser- 
vaciones al respecto. En todo caso, le pasaré la documen- 
tación y quizá después podamos continuar dialogando a ni- 
vel parlamentario o incluso a nivel personal. 

La señora PRESIDENTA: Señor Conde, tiene la 
palabra. 

El señor SUBSECRETARIO DEL MINISTERIO 
DE SANIDAD Y CONSUMO (Conde Olasagasti): Re- 
pito que estoy muy interesado en conocer los detalles de 
funcionamiento del servicio que damos y, allí donde no 
esté funcionando bien, tratar de corregirlo. He de insistir 
en que el Insalud, en tanto que organización prestadora de 
servicios sanitarios a los asegurados públicos, tiene que 
garantizar permanentemente un tipo de transporte ordina- 
rio normal muy relacionado con la circulación habitual 
entre centros de salud y hospitales, por ejemplo, que esté 
permanentemente garantizado a través de un dispositivo 
integral que habitualmente se concierta a través de con- 
curso público. Esa es una cuestión y otra cuestión es un 
dispositivo que en todo caso tiene que existir porque el 
dispositivo de Cruz Roja en todo caso tiene que existir, 
aunque no existiera el Insalud, para poder atender cual- 
quier tipo de emergencia de toda naturaleza y que utiliza- 
mos sincronizada o coordinadamente con el dispositivo 
que tenemos. 

- SOBRE MEDIDAS A ADOPTAR POR EL INSTI- 
TUTO NACIONAL DE LA SALUD (INSALUD) 

PERA PARA CONSULTAS EN EL HOSPITAL 
«12 DE OCTUBRE», DE MADRID, NO SUPERE 

PARA CONSEGUIR QUE EL TIEMPO DE ES- 

LOS SEIS MESES. FORMULADA POR LA SE- 
ÑORA MAESTRO MARTIN, GRUPO PARLA- 
MENTARIO IZQUIERDA UNIDA-INICIATIVA 
PER CATALUNYA. (Número de expediente 
181/000301.) 

La señora PRESIDENTA: Pregunta sobre medidas a 
adoptar por el Instituto Nacional de la Salud (Insalud) para 
conseguir que el tiempo de espera para consultas en el 
Hospital «12 de Octubre», de Madrid, no supere los seis 
meses. Esta pregunta la formula la señora Maestro Martín, 
del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya. 

Cuando quiera, señora Maestro, tiene la palabra. 

La señora MAESTRO MARTIN: Gracias, señor Sub- 
secretario por su presencia en la comisión. 

El objetivo de la pregunta que realizó en relación con el 
Hospital «12 de Octubre», quiero dejar constancia, en pri- 
mer lugar, de que se refiere a un hecho que ha sido objeto 
de tratamiento en los medios de comunicación que, sin 
duda, señala o enciende la luz roja de alarma sobre la si- 
tuación en uno de los grandes hospitales del Estado espa- 
ñol y que más allá de utilizaciones demagógicas, que me 
consta se han hecho en relación con las listas de espera, 
pretende reflejar la preocupación de mi grupo sobre algo 
-las listas de espera- que, sin duda es un indicador de 
resultados del sistema sanitario público que refleja el final 
de una cadena de insuficiencias en relación con los servi- 
cios sanitarios públicos. 

La preocupación de mi grupo por la situación de las lis- 
tas de espera en consulta tiene dos vertientes: una de ellas, 
la primera, la calidad de la atención sanitaria; es decir, la 
existencia de listas de espera para consultas de dos y tres 
años que suponen, en sí mismas, listas de espera para diag- 
nóstico está conculcando en la práctica el derecho a la 
atención sanitaria a una atención sanitaria integral y de ca- 
lidad. 

El segundo aspecto es el que sin duda se deriva de esta 
situación, la existencia de listas de espera de esta cuantía 
de tiempo, es una medida poderosísima indirecta de fo- 
mento del incremento de la participación .relativa de la 
atención privada en la atención sanitaria en nuestro país. 
Es evidente que una persona que recibe una citación para 
dentro de tres años para acceder a una consulta especiali- 
zada y, por tanto, para iniciar el proceso de diagnóstico, si 
tiene posibilidades económicas va a dirigir su demanda ha- 
cia el sector privado, con lo que ello supone, indirecta- 
mente también pero de una manera muy clara, una falta de 
equidad en la atención sanitaria, por cuanto la calidad y la 
posibilidad misma de la asistencia sanitaria está detenni- 
nada por los recursos económicos de la persona para acce- 
der a otro sistema diferente del sanitario público. Yo creo 
que esto exige medidas de todo tipo. No solamente exige 
que el Ministerio de Sanidad se plantee la insuficiencia de 
los recursos sanitarios en atención especializada, sino que 
me consta es subsidiaria de otras medidas a tomar en rela- 
ción con la coordinación entre la atención primaria y espe- 
cializada, y con un adecuado servicio extrahospitalario de 
urgencias que resuelva los problemas al nivel de compleji- 
dad en el que se pueden resolver. 

Quiero añadir que esta situación en las consultas, que 
era el objetivo primario de mi pregunta, no se resume ex- 
clusivamente en las consultas, sino que indirectamente 
está relacionada con las enormes listas de espera quirúrgi- 
cas en el propio hospital. Según m i s  datos y quiero decir 



- 5204 - 
COMISIONES 13 DE ABRIL DE 1994.-NÚM. 164 - 
que me parece que los datos que poseo son recientes, son 
del primer trimestre de 1994, y no sé si han sido objeto 
-perdone usted, señor Subsecretario- del maquillaje 
propuesto por el Director General del Insalud de la situa- 
ción de las listas de espera en nuestro país las cifras son re- 
levantes, porque no revelan solamente el colapso de las 
consultas del 4 2  de Octubre», sino de la atención sanita- 
ria quirúrgica derivada de esas mismas consultas. El nú- 
mero de personas en listas de espera de más de seis meses 
en cirugía general, en enero de 1994, es de 1.123; en uro- 
logía, 432; en traumatología, 1.715; no voy a nombrar 
aquellas que son más numerosas; en oftalmología, 1 . O s ;  
en cirugía vascular, 449. Estas cantidades se mantienen 
prácticamente estables a lo largo de los meses, por cuanto 
mensualmente las salidas de intervenciones quirúrgicas en 
listas de espera de más de seis meses son para cirugía ge- 
neral, l l ; para urología, nueve; para traumatología, 40; 
para oftalmología, 31; para cirugía infantil, 37; es decir, la 
sctividad quirúrgica derivada de las listas de espera de más 
de seis meses, de mantenerse al ritmo que se mantiene mes 
tras mes, no va a alterar en absoluto el volumen de lista de 
espera quirúrgica de más de seis meses. 

Por todo ello, y siendo consciente de que el Hospital 
e12 de Octubre» probablemente, casi podría decir con toda 
seguridad, no es el Único afectado de esta situación, es por 
lo que yo pregunto al señor Subsecretario, aparte de tomar 
medidas administrativas que puedan alterar el volumen de 
las cifras pero no la realidad, qué medidas piensa tomar el 
Insalud para que la atención sanitaria se provea por parte 
de la sanidad pública en las condiciones m’nimas de cali- 
dad exigibles. 

La señora PRESIDENTA: El señor Subsecretario tiene 
la palabra. 

El señor SUBSECRETARIO DEL MINISTERIO 
DE SANIDAD Y CONSUMO (Conde Olasagasti): De 
nuevo me encuentro con una pregunta formulada para una 
cuestión concreta, que eran las consultas externas, referida 
a un tema mucho más general, como son las listas de es- 
pera en general en el «12 de Octubre». Con carácter gene- 
ral el tipo de medidas que se están tomando son de tres ór- 
denes: en primer lugar, y es lo que usted ha llamado ma- 
quillaje, que yo no puedo aceptar con esa denominación, 
tanto en la lista de espera de pendientes de ingreso para in- 
tervención quirúrgica, como para realización de consultas 
externas, deben estar los que realmente están esperando; 
por consiguiente, no es razonable que esté incluido en lista 
de espera, por ejemplo para una consulta externa, una per- 
sona a la que se la ha citado para una revisión programada 
dentro de un año o dentro de dos años, y no es lógico que 
esté en una lista de espera para hacerse una intervención 
quirúrgica una persona que, en todo caso, no va a ser ope- 
rada antes de una determinada fecha por patologías concu- 
rrentes o por el propio desarrollo de la enfermedad o del 
padecimiento que está ocasionando la necesidad de la in- 
tervención. Este tipo de trabajo es prolijo y minucioso y 
nos parece muy relevante, no sólo por un efecto de presen- 
tación pública de que haya más o menos número sino por- 

que nos parece que se genera una angustia innecesaria a 
una persona a la que se le dice que está incluida en una lista 
de espera para hacerse algo que, en todo caso, no está pre- 
visto que se haga hasta un determinado tiempo. 

Aclarado esto, depuradas ese tipo de listas de espera, 
creemos que hay que reducir los tiempos de espera a lími- 
tes más razonables, y ello sobre todo en función de la gra- 
vedad e importancia de las patologías; para lo cual se pre- 
tende, como ya se ha dicho en otras ocasiones, incrementar 
la actividad quirúrgica de los propios centros y, cómo no, 
simultáneamente concertar, como ya se produjo el año pa- 
sado, a través de procedimientos públicos y transparentes, 
la realización de procedimientos quirúrgicos más preva- 
lentes por el sector concertado, sea éste público o privado. 

En tercer lugar, S .  S. ha señalado algo que a mí me pa- 
rece extraordinariamente importante y que guarda mucha 
relación con lo primero, y es conseguir una adecuada coor- 
dinación entre los niveles de atención primaria y atención 
especializada, de tal manera que queden situadas y resuel- 
tas en la atención primaria multitud de cuestiones que es- 
tán sobrecargando innecesariamente el nivel de la atención 
especializada. En el Hospital «12 de Octubre», de Madrid, 
durante el año 1993, se atendieron 943.000 consultas, de 
las cuales eran primeras, 349.000, y 594.000 sucesivas. 
Estas consultas se realizaron tanto en el propio hospital 
como en los centros de especialidades de su área. Los 
tiempos de espera para las diferentes consultas externas de 
adultos (para situamos un poco y ver el tamaño del pro- 
blema en consultas externas) es inferior a una semana en 
las especialidades de cirugía cardiaca, cirugía general, ci- 
rugía plástica, cirugía torácica, neumología, endocrinolo- 
gía y radioterapia oncológica. Entre una y dos semanas, en 
las especialidades de otorrinolaringología, siquiatría, reha- 
bilitación, cardiología y traumatología. Entre dos y tres se- 
manas, en las especialidades de aparato digestivo, nefrolo- 
gía, medicina interna, neurología, hematología y cirugía 
vascular. Entre tres y cuatro semanas, en oftalmología y 
urología; y más de cuatro semanas, en alergia, reumatolo- 
gía y cirugía maxilofacial. En cirugía maxilofacial se trata 
de casos referidos de otros centros con un tiempo de de- 
mora que oscila entre cuatro y seis meses. En alergia de 
adultos -seguimos hablando de adultos-, efectivamente 
la demora en diciembre de 1993 era de 15 meses. En este 
sentido, conviene aclarar que el Hospital «12 de Octubre» 
actúa para esta especialidad como centro de referencia de 
su área y, además, para las de Móstoles y Leganés, así 
como para determinados hospitales de Castilla-La Man- 
cha. Para corregir la situación de alergia de adultos se ha 
incrementado el número de consultas destinadas a esta es- 
pecialidad, lo que ha permitido aumentar un 35 por ciento 
el número de pacientes atendidos diariamente. Esta me- 
dida ha permitido una rápida reducción del tiempo de de- 
mora, que en este momento se encuentra en un promedio 
de ocho meses, estimándose que al finalizar el primer se- 
mestre se encontrará en tomo a los seis, y que al terminar 
el año nos encontraremos con tiempo de demora por de- 
bajo de esta cifra. Reumatología es otra especialidad en la 
cual la lista de espera - q u e  incluye como números gme- 
sos el diagnóstico de la artrosis- tiene una demora de 
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hasta doce meses. Para el resto de los procesos reumatoló- 
gicos no existe demora en consultas externas. Aquí, y sería 
un ejemplo de lo que hablábamos antes, la propuesta ha 
sido la elaboración de un protocolo conjunto de atención 
primaria y atención especializada, así como la potencia- 
ción de las consultas de traumatología para la resolución 
de procesos artrósicos. O sea, si todo aquello que lleva la 
etiqueta de diagnóstico de artrosis, que es, como S. S. sabe, 
numerosísimo, tiene que pasar por la consulta de reumato- 
logía del «12 de Octubre», evidentemente la lista de espera 
sería inacabable y yo creo que sin demasiadas ventajas 
para los pacientes. Creo más bien que una actuación coor- 
dinada con el nivel de atención primaria puede resolver 
muchos problemas sin generar esta aparente o real angus- 
tia de la lista de espera. 

En pediatría la demora en todas ellas es inferior a un 
mes, salvo el caso de neumología, alergia y cardiología pe- 
diátrica, encontrándose en el resto de las especialidades 
entre dos y cuatro semanas. En el caso de la cardiología pe- 
diátrica, que fue una de las que dieron lugar a esta cuestión 
que apareció en la prensa, se han habilitado desde hace va- 
rios meses una serie de medidas para agilizar la situación 
que incluyen la derivación a consultas de acuerdo con un 
protocolo previo de exploración y el incremento de cita- 
ción de pacientes, habiéndose destinado un cardiólogo más 
a las consultas externas, de manera que en el momento ac- 
tual en cardiología pediátrica hemos conseguido reducir la 
demora alrededor de un mes. 

En neumología y alergia infantil la demora se centra 
únicamente en pacientes mayores de tres años, no ha- 
biendo excesiva demora para los menores de tres años. En 
tal sentido, de nuevo, también en neumología y alergia pe- 
diátrica se ha establecido un protocolo de actuación con 
atención primaria, estando previsto que a medio plazo se 
establezca en tomo a los seis meses. 

Uno de los elementos que yo creo más distorsiona, in- 
sisto, las listas de espera es la tendencia a situar en el nivel 
especializado y en una aparente espera cuestiones que he- 
mos de ser capaces de resolver en otro nivel con un ade- 
cuado procedimiento de coordinación, cuestión que com- 
parto absolutamente con S. S. 

La señora PRESIDENTA: Señora Maestro. 

La señora MAESTRO MARTIN: Señor Subsecreta- 
rio, coincidimos en el tratamiento a dar al problema. Es 
evidente que el nuevo modelo de atención primaria, entre 
otras ventajas, mediante la adecuada dotación de recursos 
humanos y técnicos, permite resolver un mayor volumen 
de patología en el nivel más cercano al ciudadano, y segu- 
ramente con condiciones de calidad superiores, no sola- 
mente en cuanto al tiempo de asistencia, sino en cuanto a 
la posibilidad de contemplar la globalidad de las situacio- 
nes que afectan a un paciente que demanda una atención 
concreta. Mi preocupación viene por la adecuación de la 
realidad a sus palabras, es decir, no solamente el insufi- 
ciente desarrollo de la atención primaria, sino las medidas 
de tipo económico y gerencia1 en vías de implementación 
por parte del Insalud en atención primaria y en atención es- 

pecializada, es decir, la autonomía presupuestaria, el con- 
trato-programa tanto en centros hospitalarios como en 
atención primaria, tiene como objetivo prioritario, al que 
se subordina todo lo demás, la disminución del gasto, plan- 
teando el incremento del número de pacientes por médico 
y la posibilidad de gestionar las ILT y las vacaciones, re- 
partiendo el trabajo entre los propios profesionales del 
equipo de atención primaria. Teniendo en cuenta que el 
Ministerio de Sanidad viene destinando una cantidad anec- 
dótica a los programas de formación profesional, que se ha 
visto traducida en cero pesetas para el año 1994, las buenas 
intenciones del señor Subsecretario a la hora de dotar a la 
atención primaria de recursos y de condiciones para aten- 
der todo aquello que debe y puede atenderse al nivel de 
atención primaria no creo que se sitúen en otro orden de lo 
que viene siendo la actuación del Ministerio de Sanidad en 
muchas ocasiones: declaraciones de buenas intenciones, 
en mi opinión, de defensa de la calidad de la atención sani- 
taria pública que no se ven correspondidas con medidas 
presupuestarias y de política sanitaria. Me refiero a la for- 
mación de recursos humanos que puedan realmente plan- 
tear una adecuación entre los deseos y las realidades. 

Pienso que, si no hay modificaciones al respecto, es 
muy fácil decir que la atención primaria va a resolver más 
cosas, pero lo que está claro es que eso exigirá mayor do- 
tación de recursos humanos y cualificación adecuada del 
personal para poder realizarlo, así como la dotación de me- 
dios de diagnóstico de baja complejidad que pueden ayu- 
dar a resolver esos problemas en el marco de la atención 
primaria. Una vez más estamos de acuerdo en lo que hay 
que hacer; el problema es la adecuación entre los deseos y 
la práctica. 

La señora PRESIDENTA: Señor Subsecretario. 

El señor SUBSECRETARIO DEL MINISTERIO 
DE SANIDAD Y CONSUMO (Conde Olasagasti): Sólo 
dos comentarios. Por lo que se refiere al contrato-pro- 
grama, yo creo que una de las virtualidades que tiene es 
justamente vincular la asignación de recursos y el gasto al 
nivel de actividad y la calidad, y lejos de entorpecer el ob- 
jetivo que pretendemos, yo estoy convencido de que va a 
ayudar y de hecho ya ha ayudado en el año 1993. Por ejem- 
plo, uno de los objetivos que incluye el contrato-programa 
en atención especializada y que se contrata con el hospital 
cuando se firma el contrato-programa es justamente la re- 
ducción de los tiempos de espera, de manera que el gerente 
que no cumpla con ese objetivo no está cumpliendo con el 
contrato-programa y, de hecho, hemos mejorado conside- 
rablemente desde el punto y hora en que se ha puesto en 
marcha este procedimiento, que, repito, no es otra cosa que 
adecuar actividad a los recursos o viceversa. 

Por lo que se refiere a la cuestión de la atención prima- 
ria y su capacidad de resolver cuestiones, no me parece 
que sea tanto un problema de los recursos disponibles 
como de profundo cambio conceptual y cultural de lo que 
un médico de atención primaria tiene que hacer. Yo creo 
que, aunque el nuevo modelo se ha desarrollado bastante 
en extensión, todavía no hemos llegado a donde debiéra- 
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mos, y es a considerar al médico de atención primaria 
como el auténtico director de la biografía sanitaria del ciu- 
dadano que tiene asignado, y en la medida que eso es así 
que utilice los recursos especializados con el juicio que 
debe tener quien tiene esa condición. Repito, es mucho 
más actuaciones que produzcan ese cambio cultural y or- 
ganizativo que en el ámbito de lo que son dotaciones de re- 
cursos propiamente dichas. Aun contando con esas defi- 
ciencias o limitaciones presupuestarias en materia de for- 
mación profesional, no necesariamente tiene que haber 
una partida presupuestaria para formación profesional para 
poder hacer un protocolo de actuación conjunta en cuestio- 
nes como las que hemos hablado anteriormente en el área 
pediátrica o en el área de adultos, y de hecho así se está 
produciendo. Por consiguiente, yo soy algo más optimista 
que S .  S .  y creo que la profundización en el desarrollo del 
nuevo modelo de atención primaria ha de permitir aumen- 
tar la capacidad de resolución de problemas y, por tanto, 
atenuar el de las listas de espera. 

- SOBRE APLICACION DE TARIFAS INFERIO- 
RES DE PAGO POR PROCESO EN LOS HOSPI- 
TALES DEL INSTITUTO NACIONAL DE LA 
SALUD (INSALUD) A LAS ESTABLECIDAS 
PARA EL MISMO TIPO DE INTERVENCIONES 

LADA POR LA SEÑORA MAESTRO MARTIN, 
GRUPO PARLAMENTARIO IZQUIERDA 

mero de expediente lSV000549.) 

EN LOS HOSPITALES PRIVADOS. FORMU- 

UNIDA-INICIATIVA PER CATALUNYA. (NÚ- 

La señora PRESIDENTA: Pregunta sobre aplicación 
de tarifas inferiores de pago por proceso en los hospitales 
del Instituto Nacional de la Salud a las establecidas para el 
mismo tipo de intervenciones en los hospitales privados. 

Para formular su pregunta, la señora Maestro Martín 
tiene la palabra. 

La señora MAESTRO MARTIN: Señor Subsecretario, 
en función de la aplicación en nuestro país de una serie de 
criterios de gerencia y de administración sanitaria 
- q u e ,  como usted sabe bien, yo no comparto-, todos los 
grupos de diagnóstico, los GDR, el pago por proceso, supo- 
nen la aplicación al sistema público de criterios administra- 
tivos y de financiación que corresponden a un sistema pri- 
vado como el de Estados Unidos y que, en mi opinión, se 
han trasladado mecánica y acríticamente a nuestro país en 
unas condiciones absolutamente diferentes. Me parece que 
en la vida es muy difícil pensar -y perdone la palabra- 
que simplemente se trata de una especie de papanatismo 
tecnocrático, sino que yo creo que las medidas correspon- 
den a intereses, y evidentemente evaluar el coste de un pro- 
ceso determinado económicamente en una cantidad fija y 
cerrada supone el mejor instrumento para, en un momento 
determinado, plantear lo que el grupo situado a la derecha 
de la Cámara -no en esta Comisión- tiene planteado 
como objetivo de política sanitaria. Es decir, la libre elec- 
ción entre sistema sanitario público y sistema sanitario pri- 

vado, por cuanto la identificación de procesos concretos, 
bien determinados desde el punto de vista nosológico y 
Wbién muy determinados en cuanto a la metodología de 
intervención en el tratamiento, como pueden ser las catara- 
tas, es decir, los procesos tradicionales a los que se ha apli- 
cado el coste por proceso, en general pueden plantearse 
como competitivos y, por tanto, precios más bajos en el sis- 
tema sanitario privado que en el sistema sanitario público. 

A mí me parece que esta medida es esencialmente per- 
versa, por cuanto en la sanidad pública jamás pueden esta- 
blecerse los objetivos de su atención sanitaria en un catá- 
logo cerrado de prestaciones, tal y como se va a llevar a 
cabo en próximas fechas, creo, por parte del Ministerio, 
sino que es la integralidad de la vida social, biológica y si- 
cológica del individuo lo que tiene que ser atendido por 
parte de la sanidad pública. Por tanto, hay una enorme can- 
tidad de situaciones que van a quedar fuera o por encima 
del coste por proceso señalado por parte del Ministerio que 
obligatoriamente van a tener que ser atendidos por la sani- 
dad pública en condiciones desde luego menos competiti- 
vas que en la sanidad privada. Eso, evidentemente, plantea 
a la sanidad pública a medio plazo -ojalá sea a medio 
plazo y no a corto- situaciones de dificultad respecto a la 
sanidad privada, medidas desde el punto de vista estricta- 
mente económico. 

Sin embargo, este preámbulo que pretende situar la pre- 
gunta queda absolutamente desbordado cuando se lee que 
precisamente en esos costes por proceso, identificados en 
patologías bien concretas, en las que sin duda el sistema sa- 
nitario privado está en condiciones de ser más competitivo, 
es decir, de ofrecer precios más bajos, a una cirugía en se- 
rie, a una cirugía en muchos casos ambulatoria o con muy 
bajas estancias, los costes pagados por la sanidad pública 
para el mismo tipo de patología son superiores a los hospi- 
tales privados que a la sanidad pública, por cuanto se está 
sobrefinanciando la sanidad privada y se está descapitali- 
zando la sanidad pública que, insisto, no solamente va a te- 
ner que hacer frente a las cataratas, a las varices, o a pato- 
logías bien concretas, sino que va a tener que hacer frente, 
en función de lo que la Ley le obliga, a todo el cúmulo de 
factores no exclusivamente sanitarios en un sentido estricto 
que afectan a la persona y que tienen que ser resueltos por 
el sistema sanitario público. Por ejemplo, los medios de co- 
municación han recogido que las cantidades son sensible- 
mente superiores; por una operación de cataratas la Admi- 
nistración pagará a los hospitales propios una cantidad de 
112.000 pesetas, y las clínicas privadas concertadas recibi- 
rán para este mismo tipo de patología 140.000 pesetas. El 
coste de la cirugía hemorroidal es de 63.000 pesetas para el 
Insalud y 107.000 pesetas para los centros privados. 

Pregunto las razones porque, evidentemente, se me es- 
capan cuáles son las razones no solamente económicas 
sino de política sanitaria que pueden estar sustentando este 
tipo de actuaciones. (Rumores.) 

La señora PRESIDENTA: Señorías, les ruego, por fa- 
vor, que guarden silencio o bajen sensiblemente el tono de 
su voz para que podamos continuar el debate. 

Cuando quiera, señor Subsecretario. 
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El señor SUBSECRETARIO DEL MINISTERIO 
DE SANIDAD Y CONSUMO (Conde Olasagasti): Su se- 
ñoría ha formulado la pregunta y yo creo que lo ha hecho 
de manera interesante e inteligente al plantear dos tipos de 
cuestiones: una de carácter muy general, muy de fondo, 
sobre si es o no bueno que cuantifiquemos muy detallada- 
mente lo que valen las cosas; y una segunda ya referida a 
un caso concreto de cómo estamos pagando determinado 
tipo de cirugía en el sector privado concertado o cómo lo 
estamos pagando en el sector propio. 

Por lo que se refiere a su planteamiento inicial, tengo 
que decir que estoy en radical desacuerdo. A mi me parece 
que contar bien las pesetas que nos gastamos en sanidad no 
tiene nada que ver con que se esté apostando por un mo- 
delo de corte más liberal. 

Su señoría estará de acuerdo conmigo en que la primera 
obligación, si no la primera desde luego una de las más im- 
portantes, que tenemos los administradores públicos de lo 
sanitario es obtener el mejor retorno en salud de cada pe- 
seta que nos gastamos en servicios sanitarios; pero para 
obtener ese mejor retorno en salud de cada peseta que gas- 
tamos en servicios, hemos de saber lo que valen todos y 
cada uno de los servicios, porque si no sabemos bien lo 
que valen difícilmente lograremos el objetivo de obtener 
ese retorno, difícilmente podremos distinguir dónde esta- 
mos haciendo un gasto innecesario y, por consiguiente, 
desviándolo de allí donde debiéramos hacer un gasto abso- 
lutamente ineludible y necesario. 

En mi opinión no hay nada más reaccionario que el des- 
pilfarro, y el despilfarro en sanidad pública me parece tre- 
mendo. Por consiguiente, la incorporación de todo tipo de 
tecnología capaz de permitirnos conocer mejor cómo nos 
estamos gastando los recursos sanitarios, me parece es 
algo obviamente positivo. Ello no quiere decir que haga- 
mos una traslación mecánica de modelos vigentes en paí- 
ses con sistemas sanitarios absolutamente distintos que los 
nuestros, porque además esos modelos tienen efectos inde- 
seables dependiendo del lugar donde se apliquen, pero in- 
dudablemente aportan algún elemento de información y 
conocimiento útil. En todo caso, no hemos hecho esa tras- 
lación mecánica al Insalud y lo que hemos hecho ha sido 
aprovechar la información disponible para, repito, admi- 
nistrar mejor los recursos. 

Como S .  S. sabrá, dentro del dispositivo Insaludges- 
tión directa cuantificamos la actividad sanitaria especiali- 
zada y le damos un valor económico utilizando dos tipos 
de método o asignándola para dos tipos de cuestiones: por 
una parte, el grueso de la actividad del hospital se traduce 
en una unidad de actividad que hemos denominado UPA 
(unidad ponderada de actividad), que tiene un valor eco- 
nómico distinto, dependiendo de los diferentes hospitales, 
y eso viene a constituir el grueso, el 80, el 90 por ciento de 
la actividad del hospital, puesto que casi todas las activi- 
dades se pueden traducir a UPAS. Pero, en un intento de 
avanzar en la pormenorización y el detalle del gasto y, so- 
bre todo, de potenciar el desarrollo de cirugías sin ingreso, 
se han extraído una serie de procedimientos para los cua- 
les se han realizado cálculos ya mucho más precisos, en- 
tre otros los que usted ha mencionado, la hernia, la cata- 

rata, una serie de cirugías en las que hemos calculado re- 
almente cuáles son los costos y, en función de las que cada 
hospital haga, se le asigne en su presupuesto una cantidad. 

Pero aquí -y ésta es la explicación de la diferencia- 
cuando hablamos de lo que hemos concertado, o lo que he- 
mos puesto como precio para concertación pública y lo 
que tenemos en el sector privado, que le aclararé, la meto- 
dología utilizada para el cálculo del coste es exactamente 
la misma, es decir, analizando cuál es para cada uno de los 
procedimientos el uso habitual de recursos, de quirófanos, 
de medicación, de tiempo de médico, de tiempo de enfer- 
mería. Tengo aquí un ejemplo concreto que es la hernia in- 
guinal, el coste del preoperatorio, del uso de quirófano, del 
postoperatorio, de gastos generales de amortización, de 
consumos, para la hernia es de 77.000 pesetas en ambos 
casos, pero observen que en este cálculo de 77.000 pesetas 
en la hernia -y podíamos hacer lo mismo para cada uno 
de los procedimientos- no contamos el ingreso, porque 
ése es el precio que damos a una actuación quirúrgica sin 
ingreso, que es el que figura en los datos del contrato-pro- 
grama del Insalud. Ese valor es el que se paga al hospital 
cuando lo hace sin ingreso. La explicación de por qué ese 
valor es distinto cuando lo hemos hecho aparecer en una 
orden ministerial o lo hemos convocado a concurso para 
realización en el medio concertado, es que en el medio 
concertado se supone que tiene que haber ingresos, puesto 
que no se pueden discriminar grandes paquetes que se 
mandan, y en concepto de ingreso, efectivamente, hay una 
diferencia del orden de las 25.000 pesetas, además del ob- 
vio y necesario beneficio industrial que la Ley de Contra- 
tos del Estado reconoce. 

En consecuencia, la diferencia de precio que usted ha 
detectado entre cómo se le paga al Insalud y cómo se paga 
en el sector concertado se debe a que cuando hablamos del 
Insalud estamos hablando de un procedimiento sin in- 
greso, y cuando hablamos del sector concertado el proce- 
dimiento es distinto. Y algo más. Cuando el procedimiento 
se realizara en el ámbito del Insalud con ingreso, el sistema 
de cálculo por el que se le paga al hospital no es igual, es 
decir, se sale del medio de cuantificación por procedi- 
miento y pasa al de cuantificación por UPA, por unidad 
ponderada de actividad. En el caso concreto que nos 
ocupa, para una hernia inguinal se estima una estancia me- 
dia, cuando es con ingreso -y es una media baja-, de 
treskuatro días, y las estancias quirúrgicas en la UPA bá- 
sica son del orden de 1.5, o sea, 45.000 pesetas por día, 
que, elevado a los tres días como mínimo, supone 
130.000/140.OO0 pesetas. 

Por consiguiente, no hemos dado un trato distinto, de 
favor en ningún caso, al sector privado sobre el sector pú- 
blico, puesto que había este elemento que posiblemente 
S. S. no conocía y que explica esa diferencia. Cuando ha- 
blamos de hacerlo en el mismo régimen, es decir, cuando 
hablamos de hacerlo en régimen de ingreso, el coste del 
procedimiento en nuestro ámbito es de ese orden, como 
m’nimo. 

La señora PRESIDENTA: Señora Maestro, tiene la pa- 
labra. 
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La señora MAESTRO MARTIN: Señor Subsecreta- 
rio, evidentemente, en el tema general seguimos sin estar 
de acuerdo, y desde luego no me arrogo yo el privilegio de 
haber analizado de esta manera el sistema gerencial, 
puesto que hay prestigiosos especialistas en salud pública 
que están denunciando lo mismo, es decir, la traslación 
acrítica a sistemas sanitarios públicos de criterios de orga- 
nización sanitaria, de financiación, que son propios de sis- 
temas privados y que, a la larga, tienen tres consecuencias 
indeseables. La primera, un aumento enorme del porcen- 
taje destinado a gastos administrativos del total del presu- 
puesto sanitario. Un segundo aspecto es el incremento del 
gasto. A mí esto me parece muy importante; porque el in- 
cremento del gasto hay que mirarlo en términos globales. 
Lógicamente, si el sistema sanitario público tiene un pre- 
supuesto cerrado, no va a derivarse del mismo un incre- 
mento del gasto no presupuestado - d e s d e  luego, el tema 
de las desviaciones presupuestarias no es objeto de mi pre- 
gunta-, pero sí un incremento del gasto sanitario global y 
un efecto perverso, que es el incremento de la indicación 
de aquellas intervenciones sanitarias más rentables desde 
el punto de vista económico. 

Y en tercer lugar, que a mí me parece el más grave, una 
disminución de la calidad asistencial, no en cuanto a la ca- 
lidad asistencial del proceso específico, sino de todo el 
proceso sanitario, por lo que todo este tipo de actividad se 
traduce en un privilegio de los aspectos asistenciales y cu- 
rativos mucho menos eficaces, en detrimento de otros as- 
pectos como los de promoción de la salud y prevención de 
la enfermedad. 

En cualquier caso, yo le agradezco su contestación a la 
pregunta concreta que justificaba mi preocupación. Evi- 
dentemente, yo no conocía en detalle ese tipo de aspectos. 
De todas maneras, quiero insistir en que, si eso es así, el 
beneficio industrial que se aplica a lo previsto por la Ley 
de Contratos del Estado va a suponer un encarecimiento de 
la atención sanitaria en centros privados respecto a la aten- 
ción sanitaria pública, y creo que sería necesario reflexio- 
nar, una vez más, sobre si con medidas presupuestarias res- 
trictivas, como son las que se están aplicando, que además, 
en detrimento de los recursos propios, supone un incre- 
mento de la concertación con clínicas privadas, no se está, 
en la práctica, aunque no en teoría, dando un giro impor- 
tante al modelo sanitario en nuestro país. 

La señora PRESIDENTA: Señor Subsecretario, tiene 
la palabra. 

El señor SUBSECRETARIO DEL MINISTERIO 
DE SANIDAD Y CONSUMO (Conde Olasagasti): Sólo 
dos palabras, aunque es un tema sobre el que a mí perso- 
nalmente me gustaría estar hablando con la Diputada mu- 
chísimo más tiempo. En cualquier caso, yo creo que ni ésta 
ni ninguna administración sanitaria responsable puede re- 
nunciar, bajo ningún concepto, a contar bien en qué está 
gastando los recursos que se le asignan para dar asistencia 
sanitaria, y eso pasa necesariamente por procedimientos 
que permitan conocer lo que vale cada servicio que damos. 

Con relación a los riesgos de la traslación mecánica, 
debo señalar que los mismos existirían si trasladáramos 
el modelo completo, es decir, no sólo el procedimiento de 
contar las pesetas sino el modelo de asistencia sanitaria 
completo, porque los aumentos de gasto de burocracia 
que ha supuesto en los Estados Unidos el desarrollo de 
estos sistemas vienen mucho más de la mano de la exis- 
tencia de multitud de agencias aseguradoras, que multi- 
plican por <a» el volumen de burocracia simplemente 
para facturar, que no es nuestro caso, y el vincular exclu- 
sivamente la asignación económica a la realización de 
procedimientos dispara el gasto. En consecuencia, yo 
creo que la aplicación de ciertos instrumentos, sin cam- 
biar el modelo, no tiene por qué producir los efectos in- 
deseados que sí produce la traslación del modelo com- 
pleto. (Rumores.) 

La señora PRESIDENTA: Señorías, por favor, ruego 
guarden silencio o trasladen sus discusiones o sus debates, 
que no dudo que tengan necesidad de hacerlos, a un lugar 
diferente a esta sala. Conocen las abundantes dificultades 
de sonido, de trasiegos y de ruidos de puertas que tiene esta 
sala, y les ruego, una vez más, que guarden silencio. 

- SOBRE INFORMACION ACERCA DE LA EXIS- 

QUE PUDIERAN SER ILEGALMENTE UTILI- 
TENCIA DE SUPUESTOS ENSAYOS CLINICOS 

ZADOS COMO VIA PARA INCREMENTAR LAS 
VENTAS DE PRODUCTOS FARMACEUTICOS. 
FORMULADA POR LA SRA. MAESTRO MAR- 
TIN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO IZ- 
QUIERDA UNIDA-INICIATIVA PER CATA- 
LUNYA. (Número de expediente lSlí000551.) 

La señora PRESIDENTA: Pregunta sobre información 
acerca de la existencia de supuestos ensayos clínicos que 
pudieran ser ilegalmente utilizados como vía para incre- 
mentar las ventas de productos farmacéuticos, formulada 
por la señora Maestro Martín, del Grupo Parlamentario Iz- 
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya. 

Cuando quiera, señora Maestro. 

La señora MAESTRO MARTIN: La verdad es que 
respecto al tema que traigo hoy aquí, aunque evidente- 
mente está relacionado con uno de los puntos centrales de 
interés de mi Grupo, y creo que del Ministerio de Sanidad, 
como es el del gasto farmacéutico, quiero señalar que yo 
esperaba, probablemente con ingenuidad, que la aproba- 
ción de la Ley del Medicamento (aunque saben ustedes 
que debatimos y tenemos criterios contrapuestos en mu- 
chos de los aspectos que dicha Ley contempla) fuera ins- 
trumento legal suficiente en manos de la Administración 
para detener una práctica histórica y extendidísima en 
nuestro país, como es la utilización de falsos ensayos clíni- 
cos, por los que los médicos perciben una remuneración 
por parte de los laboratorios como manera de garantizar la 
penetración en el mercado de un determinado producto. 
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La Ley del Medicamento es del año 1990, es decir, 
tiene ya una vigencia de cuatro años, y la realidad es que la 
práctica, en hospitales y en atención primaria, de falsos en- 
sayos clínicos como manera de garantizar el incremento de 
las ventas o la penetración en el mercado de determinados 
productos, se ha multiplicado en nuestro país en relación 
directa, entiendo yo, con los intentos, por parte del Minis- 
terio de Sanidad, de frenar el gasto farmacéutico por otros 
medios. 

Como ustedes saben -y la propia industria farmacéu- 
tica reconoce-, el incremento de beneficios económicos 
para los laboratorios no viene tanto del aumento del con- 
sumo farmacéutico, del número de envases de determina- 
dos productos consumidos o del número de recetas en el 
sistema sanitario público, sino por la sustitución de pro- 
ductos más baratos por otros más caros vía registro, que 
me parece que puede calificarse de perverso, por cuanto 
que la sustitución de un producto por otro tiene como ob- 
jetivo primordial el incremento fraudulento del precio, 
obviando el control administrativo del mismo y sustitu- 
yendo el nombre de un producto por otro previamente 
existente en el mercado. Dicho sea de paso, fue objeto de 
una de las enmiendas centrales de nuestro Grupo, que pe- 
día a la introducción de una norma vigente en otros países 
europeos -es decir, no estamos hablando de sistemas le- 
janos a nuestro sistema económico-, que es la cláusula 
de necesidad que hubiera permitido, sin más, rechazar el 
registro de un medicamento que ya existiera con anterio- 
ridad y con características terapéuticas y de dosificación 
similares. 

En cualquier caso, lo que yo afirmo -y estoy en condi- 
ciones de aportar documentación al Ministerio de Sanidad, 
aunque me parece un poco superfluo por cuanto es algo co- 
nocido por todo el que se acerca a un hospital- es que los 
laboratorios favorecen, de manera continuada, la existen- 
cia de llamados ensayos clínicos multicéntricos, que no 
son ensayos clínicos por cuanto afectan a productos ya re- 
gistrados y se realizan sobre indicaciones ya admitidas y 
reconocidas en el propio hecho administrativo del registro 
del medicamento, no pasan por la Comisión de Ensayos 
Clínicos de los hospitales, no gozan de la autorización del 
Ministerio de Sanidad y suponen que profesionales de la 
sanidad pública se vinculan a estos protocolos o ensayos 
clínicos multicéntricos de manera individual, sin el con- 
sentimiento de los pacientes y percibiendo cantidades por 
cada uno de ellos que, en ningún caso, son inferiores a las 
25.000 pesetas aunque en los datos que obran en mi poder 
alcanzan las 80.000 pesetas. Además, es difícil de identifi- 
car, por lo menos en una primera investigación acerca de 
los recursos destinados por los laboratorios a este objetivo, 
por cuanto la sofisticación llega a que los laboratorios con- 
tratan terceras empresas para esconder los presupuestos 
destinados a «actividades especiales» - en t r e  comillas-, 
como son las que le indico. 

Por otra parte, quiero decir que curiosamente este tipo 
de ensayos solamente se realiza en la sanidad pública, por- 
que el medicamento objeto de este supuesto ensayo clínico 
es comprado por la propia farmacia del hospital. Es decir, 
es la sanidad pública indirectamente la que, al menos en 

una buena parte, está financiando este instrumento fraudu- 
lento, en mi opinión, ilegal con respecto a la propia Ley del 
Medicamento, y utilizado para la penetración en el mer- 
cado de nuevos productos. 

Quiero decir que esto se traslada a la atención primaria 
con remuneración por paciente inferior y que el propio 
prestigio de determinados profesionales hospitalarios es 
utilizado como anzuelo para extender este tipo de ensayos 
clínicos a protocolos, en este caso de tratamientos en aten- 
ción primaria. 

Soy consciente de que no estoy descubriendo nada 
nuevo. Lo que pregunto es: ¿qué información consta en el 
Ministerio de Sanidad acerca de lo que -insisto-, por 
desgracia no es una excepción, sino una generalidad den- 
tro de la propia sanidad pública? Y lo que es más impor- 
tante, ¿qué medidas piensa adoptar la administración sani- 
taria para garantizar el cumplimiento de la Ley en este 
caso? 

La señora PRESIDENTA: El señor Subsecretario tiene 
la palabra. 

El señor SUBSECRETARIO DEL MINISTERIO 
DE SANIDAD Y CONSUMO (Conde Olasagasti): 
Tengo que empezar diciendo que el Ministerio de Sanidad 
y Consumo no tiene información probada procedente de 
las comisiones de ensayos clínicos a las que alude S .  S . ,  o 
de otras fuentes, sobre la realización de esos supuestos en- 
sayos clínicos, estudios o protocolos que afecten a medica- 
mentos ya registrados y que pudieran ser utilizados como 
vía para incrementar las ventas de esos productos. Yo agra- 
deceré muy mucho cualquier información que se nos 
aporte en este sentido para actuar en consecuencia, porque, 
como S .  S .  ha señalado muy bien, todo lo que afecta a en- 
sayos clínicos está perfectamente reglamentado, existen 
comisiones de ensayos clínicos en prácticamente todas las 
gerencias de atención especializada, y, por tanto, nada que 
circule fuera de esos circuitos puede tener semejante con- 
sideración y debe ser estudiado cuidadosamente. 

Los procedimientos de inspección habituales, tanto de 
inspección farmacéutica como de inspección médica, ve- 
lan por el cumplimiento de este tipo de cuestiones. Y por 
lo que yo tengo conocimiento en el tiempo que he sido, 
primero, director de Insalud y ahora Subsecretario, sí de- 
tectamos un caso concreto que dio lugar a la apertura de 
una información y expediente disciplinario - e n  este mo- 
mento con propuesta de sanción y previsto su desarrollo- 
a algunos médicos por realizar algo parecido a lo que está 
comentando S .  S . ,  y que se refería a la utilización de un 
medicamento en un supuesto protocolo multicéntrico para 
una indicación aún no autorizada por la Dirección General 
de Farmacia, sin que ello fuera incluido como tal ensayo 
clínico y, por tanto, con receta corriente de la Seguridad 
Social. 

En consecuencia, quiero insistir y repetir que no tene- 
mos información probada fehaciente de que esto esté pa- 
sando en los términos en que S .  S .  lo plantea, y agradece- 
remos muy mucho la que se nos remita para proceder a la 
comprobación o investigación correspondiente. 
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La señora PRESIDENTA: La señora Maestro tiene la 
palabra. 

La señora MAESTRO MARTIN: Señor Subsecreta- 
rio, usted es médico como yo y sabe que lo que le estoy di- 
ciendo es práctica habitual; es decir, algo fundamental está 
fallando en los servicios de Inspección del Insalud para 
que esto no se detecte, porque, afirmo, es práctica habitual. 

Yo le remitiré la información de la que dispongo. Ahora 
bien, me parece que el objetivo no sería en este caso iden- 
tificar a culpables concretos, que son culpables casuales de 
una práctica generalizada. 

Usted hablaba antes del despilfarro. El despilfarro es lo 
más reaccionario, pero el despilfarro no se controla desde 
el punto de vista administrativo eficazmente con presu- 
puestos cerrados. El despilfarro tiene puntos concretos, 
personas concretas y niveles de responsabilidad concretos, 
que son competencia exclusiva de la Administración de- 
tectarlos. Lo que yo le estoy diciendo esconde incrementos 
del gasto farmacéutico probablemente de miles de millo- 
nes de pesetas. No son situaciones anecdóticas. Aparte del 
incumplimiento de la Ley que existe para todos y que la 
Administración debiera ser la más interesada en hacer 
cumplir, es que está derivándose fraudulentamente, y 
desde luego sin necesidades sanitarias que lo justifiquen, 
una parte importante del presupuesto sanitario público, 
con intermediarios concretos dentro de la sanidad pública 
y en función de incrementos sustanciales en los beneficios 
de los laboratorios farmacéuticos. 

Yo estoy hablando de algo conocido por parte del co- 
lectivo de trabajadores de la sanidad pública --esto es de 
realización histórica y generalizada, evidentemente, con 
todas las excepciones honorables que haya que hacer y que 
yo también reconozco que existen- y es la práctica habi- 
tual utilizada e incrementada en estos últimos tiempos por 
los laboratorios para asegurarse la adecuada penetración 
en el mercado de nuevos productos con precios superiores 
a los ya existentes. Y es otro caso diferente del que usted 
dice. Se trata de falsos ensayos clínicos, porque el caso al 
que usted hace referencia era un ensayo clínico que no go- 
zaba de la autorización del Ministerio de Sanidad para una 
nueva indicación de un producto. Lo que yo le digo tiene 
un contenido esencialmente económico, por cuanto se ha- 
cen ensayos clínicos para indicaciones ya autorizadas, es 
decir, sin ningún objetivo reconocible de investigación sa- 
nitaria, y que evidentemente pasa al margen de las comi- 
siones de ensayos clínicos de los hospitales, me consta. 

Aunque también me consta, aplicando la lógica más 
elemental, que el hecho de que no tengan constancia docu- 
mental de la existencia de estas pruebas no significa que no 
haya conocimiento fehaciente de estas prácticas. 

Ustedes han hecho una encuesta para detectar posibles 
fraudes en recetas de pensionistas en el año 1992, y el re- 
sultado fue más bien modesto con respecto a la califica- 
ción de ese fraude. Destinen recursos a la identificación de 
estas prácticas fraudulentas, que le aseguro que va a ser un 
objetivo mucho más sustancioso desde el punto de vista de 
dimensión real del fraude existente, y estarán tocando la 
llaga en uno de los factores fundamentales de despilfarro, 

por tanto, de aspectos reaccionarios en el gasto y que no 
tienen la más m’nima consistencia ni relación con necesi- 
dades sanitarias de la población. 

La señora PRESIDENTA: El señor Subsecretario tiene 
la palabra. 

El señor SUBSECRETARIO DEL MINISTERIO 
DE SANIDAD Y CONSUMO (Conde Olasagasti): Seño- 
ría, el mejor modo de asignar recursos a la salud en mate- 
ria de medicamento es el uso racional del mismo. En ese 
sentido, S. S. conocerá que trabajando fundamentalmente 
en el ámbito de la atención primaria se están desarrollando 
protocolos consensuados con los profesionales para el uso 
racional del medicamento. Se ha asignado un farmacéutico 
por cada gerencia de área de atención primaria justamente 
para colaborar con los médicos en el desarrollo y segui- 
miento del perfil terapéutico de cada uno de los compo- 
nentes de esos equipos de atención primaria, y, evidente- 
mente, ello ha de redundar en un mejor uso del medica- 
mento. 

Digo todo esto porque habrá que conocer con detalle al- 
gunas de las cuestiones que S. S. ha mencionado para ver 
si merecen el calificativo de práctica fraudulenta o similar, 
ya que, dicho de otra manera, puede haber protocolos de 
actuación terapéutica consensuados, correctos y que res- 
ponden a indicaciones clínicas bien precisas, y ser un 
modo de actuar conjunto de varios profesionales que deci- 
den tratar tal o cual procedimiento con arreglo a un proto- 
colo preestablecido entre ellos. No mezclemos eso con 
otro tipo de cuestiones. Por eso hay que conocer exacta- 
mente de qué estamos hablando para desarrollarlo, puesto 
que actuaciones protocolizadas se pueden estar dando. 

La señora PRESIDENTA: Muchas gracias, señor 
Conde Olasagasti. 

Concluido este primer punto del orden del día de con- 
testación a preguntas, despedimos de la Comisión al señor 
Subsecretario del Ministerio de Sanidad y Consumo agra- 
deciéndole su asistencia a la misma. (Pausa.) 

Vamos a pasar al segundo punto del orden del día co- 
rrespondiente al día de hoy; debate y votación de proposi- 
ciones no de ley. Quiero decirles a SS. SS., antes de iniciar 
este segundo punto de orden del día, que esta Presidencia, 
atendiendo las demandas de algunas señoras y señores Di- 
putados de distintos grupos de esta Comisión, demandas 
derivadas de dificultades propias de no tener nadie el don 
de la ubicuidad y de confluencias de comisiones y de par- 
ticipación de los distintos señores Diputados en otras se- 
siones coincidentes en el mismo momento, dificultades 
que, como saben SS. SS., son ajenas a nosotros por las cir- 
cunstancias en las que en este momento, y en estos años, 
desgraciadamente ya, se encuentra el edificio del Con- 
greso de los Diputados, y atendiendo también a la facultad 
que tiene esta Presidencia de ordenar y agrupar las vota- 
ciones, vamos a proceder al debate de las proposiciones no 
de ley, agrupando las votaciones al final del debate de to- 
das ellas, o, en todo caso, no antes de las trece treinta ho- 
ras, lo que pongo en conocimiento de S S .  SS. para que, en 



- 5211 - 
COMISIONES 13 DE ABRIL DE 19!M.-NÚM. 164 

la medida de lo posible, estén en esta Comisión, si así lo 
creen conveniente y necesario, y también puedan cumplir 
con otras obligaciones confluyentes en el mismo mo- 
mento. 

El señor Fernández-Miranda tiene la palabra. 

El señor FERNANDEZ-MIRANDA Y LOZANA: 
Señora Presidenta, en el caso de que a las trece treinta ho- 
ras no se hubiese concluido el segundo punto del orden del 
día, ¿qué criterios o qué planteamiento se llevaría a cabo? 

La señora PRESIDENTA: He comunicado a ustedes 
que, en todo caso, las votaciones serán al final de los deba- 
tes, pero nunca antes de las trece treinta; es decir, que si se 
hubieran terminado los debates a las trece quince, espera- 
ríamos a las trece treinta para que se reincorporasen todas 
las señoras y señores Diputados. Si no se ha terminado el 
debate a las trece treinta, que es un margen de dos horas, al 
finalizar el debate de todas las proposiciones no de ley. 

DEBATE Y VOTACION DE LAS SIGUIENTES PRO- 
POSICIONES NO DE LEY: 

- SOBRE POLITICA SANITARIA EN RELACION 
CON LA MUJER. PRESENTADA POR EL 

(Número de expediente 161/000023.) 
GRUPO PARLAMENTARIO FEDERAL IU-IC. 

La señora PRESIDENTA: Señorías, continuamos con 
el orden del día. 

En primer lugar, vamos a ver la proposición no de ley 
sobre política sanitaria en relación con la mujer, del Gmpo 
Parlamentario de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
lunya. 

Para la presentación y defensa de dicha proposición no 
de ley tiene la palabra la señora Maestro Martin. 

La señora MAESTRO MARTIN: La proposición no 
de ley que paso a defender en nombre de mi Grupo Parla- 
mentario es antigua en el registro de proposiciones no de 
ley de esta Comisión, antes Comisión de Política Social y 
Empleo. 

Quiero hacer hincapié en que, desde el punto de vista de 
la salud pública, la propuesta que se recoge en esta propo- 
sición es central en función de los criterios de política sa- 
nitaria con los que trabaja mi Grupo Parlamentario. Es de- 
cir, es una proposición no de ley que pretende instar al Go- 
bierno al desarrollo de actividades, con la correspondiente 
dotación de recursos que permita llevar a cabo eficazmente 
en nuestro país el programa de salud pública por antono- 
masia desde que se habla de salud pública en el mundo: el 
programa de salud de la mujer, no por planteamientos fe- 
ministas que tienen otras dimensiones, sino por el simple 
hecho biológico y social del carácter central de la salud de 
la mujer con respecto al resto de la salud de la población. 
Es decir, las intervenciones de salud pública en relación 
con la mujer no se evalúan ni tienen su ámbito exclusivo 
en el grupo de población femenino, sino que extienden sus 

beneficios a otros grupos de población, muy claramente al 
grupo de población infantil, aunque son extensibles al con- 
junto del núcleo familiar. 

El programa de salud de la mujer es un programa de in- 
tervención de carácter universal de la sanidad pública so- 
bre los colectivos identificados como de riesgo o más vul- 
nerables en función de cada una de las actividades. 

Como saben ustedes, y ha sido objeto de mención en di- 
ferentes ocasiones por parte de mi Grupo Parlamentario, la 
existencia en la sanidad pública de este programa de salud 
de la mujer se remite no solamente a la Ley General de Sa- 
nidad, sino al Real Decreto de Estructuras Básicas de Sa- 
lud del año 1984, del cual se cumplen en estos momentos 
diez años de existencia. 

La preocupación de mi Grupo, por tanto, no se refiere a 
la insuficiencia en la formulación de los contenidos pro- 
gramáticos en relación con la mujer, sino a las enormes in- 
suficiencias en su aplicación. 

En la última Memoria del Insalud conocida por mi 
Grupo, que es la de 1992 -a mis manos no ha llegado to- 
davía la correspondiente al año pasado- el porcentaje de 
equipos de atención primaria - e s toy  hablando solamente 
del nuevo modelo, no estoy hablando del modelo tradicio- 
nal del ambulatorio- que llevan a cabo alguna de las acti- 
vidades que componen el programa de la mujer puede ca- 
lificarse como de anecdótico, incluido el control de emba- 
razo. Es decir, el control de embarazo realizado en equipos 
de atención primaria apenas supera el 50 por ciento de la 
población femenina, teniendo en cuenta, además, que indi- 
cadores internacionales reconocidos identifican como el 
punto más sensible para el establecimiento de desigualda- 
des en la atención sanitaria las diferencias por clases so- 
ciales en cuanto al número de visitas y a la calidad del con- 
trol de embarazo en su conjunto. 

Por tanto, la proposición no de ley que presentamos 
insta al Gobierno a acordar con las comunidades autóno- 
mas con transferencias sanitarias, y al propio Insalud no 
transferido, la dotación de recursos humanos y materiales 
necesarios para llevar a cabo el programa de la mujer glo- 
balmente, que se pasa a pormenorizar a continuación. 

El primer punto se refiere a la participación de colecti- 
vos femeninos en la toma de decisiones en relación con el 
programa de atención a la mujer. Cualquier intervención 
activa sobre la población, no a demanda sino desde el 
punto de vista de salud pública, exige la participación de la 
misma, sin la cual jamás se llegará a las bolsas de priorida- 
des desde los puntos de vista sanitario, económico y social, 
que componen los colectivos más necesitados de la inter- 
vención en salud pública. Además, es una interpretación 
del contenido de participación que la Ley General de Sani- 
dad sitúa como uno de los objetivos de la atención sanita- 
ria, tanto desde el punto de vista de planteamientos demo- 
cráticos como para garantizar la propia calidad y eficacia 
de dicha atención sanitaria. 

Nosotros planteamos aquí, y tiene relación con la con- 
versación que hemos mantenido antes con el señor Subse- 
cretario, que si no se incrementa la dotación de recursos en 
atención primaria es absurdo hablar de la introducción de 
programas o de protocolos a realizar por equipos desbor- 
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dados ante una atención sanitaria masificada que, por sus 
propias dificultades de recursos sanitarios, apenas ha mo- 
dificado las pautas y los contenidos de comportamiento y 
de realización del trabajo profesional del modelo tradicio- 
nal de ambulatorio, curativo y centrado en la asistencia sa- 
nitaria. Por tanto, indicamos unos ratios máximos de pro- 
fesionales y de trabajadores sanitarios en relación con la 
población que nos parecen los mínimos necesarios para la 
garantía del desarrollo de estos programas por parte de los 
equipos. 

Respecto al programa de planificación familiar, insisto 
en que nuestro Grupo Parlamentario, a la hora de hablar de 
planificación familiar, se refiere al derecho, fundamental- 
mente de las mujeres pero también de las parejas, a gozar 
de una sexualidad satisfactoria y en condiciones de salud, 
por lo que se requiere el acceso a los programas de planifi- 
cación familiar de toda la población. 

Los datos que constan en nuestro poder hablan de que la 
sanidad pública apenas atiende el 15 por ciento de la de- 
manda en planificación familiar, insistiendo en que esa de- 
manda solamente es una pequeña parte de las necesidades 
reales, por cuanto en este tema coinciden planteamientos 
culturales de diverso orden que hacen que las necesidades 
estén encubiertas y no se traduzcan en demanda en una 
buena parte de los casos. 

Ha sido motivo de denuncia, e incluso a veces de chas- 
carrillo, en los medios de comunicación la negativa de los 
profesionales farmacéuticos a incluir los preservativos en- 
tre los productos sanitarios a expender en las farmacias. A 
mi Grupo Parlamentario esta situación le parece absoluta- 
mente anacrónica, por cuanto estamos hablando de uno de 
los instrumentos más eficaces y recomendados como mé- 
todo de planificación familiar, muy especialmente en el 
grupo de riesgo para el embarazo de las adolescentes, y la 
ausencia de este método de planificación familiar en las 
farmacias -sobre todo en el medio rural donde la farma- 
cia es el único centro al que se puede recumr para su ob- 
tención- está conculcando, en la práctica, el derecho de 
todas las personas a contar con este método entre los que 
pueden facilitarle medidas de planificación familiar. 

En la misma línea nosotros creemos que el precio de al- 
gunos métodos anticonceptivos, muy especialmente de los 
preservativos, hace que para determinadas capas sociales 
sea imposible acceder de forma continuada a este método 
de planificación familiar que, insisto, es uno de los más 
elegidos por la población y sería uno de los más utilizados 
si no fuera por la barrera económica, lo que justifica el to- 
mar medidas por parte de la Administración sanitaria para 
la inclusión en la Seguridad Social de todos los métodos 
anticonceptivos. 

En relación con la comercialización en España de la 
RU-486, como recuerdan SS. SS., en la Comisión de Sani- 
dad y Consumo del Congreso se aprobó un punto de una 
proposición no de ley de Izquierda Unida que instaba a la 
Administración a remover íos obstáculos existentes para 
su comercialización y, por tanto, estamos a la espera de la 
respuesta del Ministerio de Sanidad acerca de sus ges- 
tiones. . 

Otro de los aspectos es el aseguramiento por parte de Ia 
sanidad pública de la posibilidad de realizar interrupciones 
voluntarias del embarazo en todas las áreas sanitarias, en- 
tendiendo que el derecho que nosotros reconocemos a la 
objeción de conciencia, por parte de los sanitarios que así 
lo estimen oportuno no debe ser la barrera que, por su ex- 
tensión, impida en la práctica, en las condiciones legales 
vigentes, la propia realización de su derecho a la interrup- 
ción voluntaria del embarazo. Además, insistimos en que, 
de cara a la necesaria confidencialidad que este proceso re- 
quiere, pudiera plantearse la libre elección de centro sani- 
tario dentro de la red sanitaria pública. 

El octavo punto es, en mi opinión, elemental. Al menos 
cinco visitas de control de embarazo deben garantizarse a 
todas las mujeres junto a la domiciliaria posparto. Me 
consta que en algunos equipos de atención primaria esto se 
está realizando, y con niveles de calidad más que acepta- 
bles. En lo que insisto es en que, desde luego, está muy le- 
jos de ser la generalidad de los equipos la que lleve a cabo 
este tipo de prácticas. 

El noveno punto se refiere a la existencia de evidencias 
en otros países de programas de detección precoz del cán- 
cer de mama y de cáncer de cuello uterino, con protocolos 
bien identificados en los que aconsejan la realización de 
mamografías con una frecuencia temporal determinada y 
en unas edades bien concretas. Los objetivos conseguidos 
en el caso de Suecia han producido un descenso de la mor- 
talidad por cáncer de mama de un 40 por ciento. Insisto en 
que ésta es, sin duda, la primera causa de muerte para las 
mujeres en nuestro país y, en función de la publicación de 
indicadores de salud por parte del Ministerio de Sanidad, 
la causa de muerte que está teniendo un incremento más 
espectacular en los últimos años. 

No puedo entender cómo las autoridades sanitarias, te- 
niendo identificados procedimientos diagnósticos efica- 
ces, asumibles económicamente y con una incidencia es- 
pectacular en la reducción de la mortalidad (es decir, no es- 
tamos hablando de calidad de vida, no estamos hablando 
de años de vida, sino de mortalidad), se mantenga el pro- 
grama de detección de cáncer de mama y detección de cán- 
cer de cuello uterino en niveles aislados en algunas comu- 
nidades autónomas, sin que el conjunto de las mujeres es- 
pañolas pueda acceder a una conquista nada reciente por 
parte de la ciencia. 

Por otra parte, se plantea el aseguramiento en todas las 
zonas básicas de salud del programa de prevención y con- 
trol de las enfermedades de transmisión sexual, que es uno 
de los elementos de preocupación reiterados por parte del 
Ministerio de Sanidad en cuanto al incremento de la mor- 
bilidad y, en algún caso, de la mortalidad derivada de la ex- 
tensión de este tipo de enfermedades. . 

También se plantea algo que es una relativa novedad en 
el campo de la atención de la mujer, como es la atención 
sanitaria social y psicológica a los problemas derivados del 
climaterio, y que es un programa de salud que debiera con- 
siderarse progresivamente como prioritario, dado el enve- 
jecimiento de la población y el incremento de la expecta- 
tiva de vida por parte de las mujeres, que hace que el co- 
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lectivo de las de más edad vaya siendo progresivamente 
más numeroso en nuestro país. 

Finalmente, dada la constatación también reiterada por 
parte de todas las investigaciones de la presencia de la mu- 
jer en sectores productivos con baja cualificación, en mu- 
chos casos sometidos a riesgos laborales, la participación 
de la mujer mayoritariamente en la economía sumergida y 
en los empleos en precario, por parte de los propios servi- 
cios sanitarios públicos se deben desarrollar programas es- 
pecíficos de protección y prevención de los riesgos de la 
mujer trabajadora en general y, por supuesto, aunque no se 
incluye en la letra de la proposición no de ley, muy especí- 
ficamente en los períodos de embarazo y lactancia. 

La señora PRESIDENTA: A esta proposición no de 
ley han sido presentadas por el Grupo Parlamentario Popu- 
lar siete enmiendas, que se refieren a distintos puntos de la 
proposición no de ley del Grupo de Izquierda Unida. Di- 
chas enmiendas han sido repartidas y SS. S S .  las conocen. 
Para su defensa, tiene la palabra, por el Grupo Popular, la 
señora Fernández de Capel. 

La señora FERNANDEZ DE CAPEL BAÑOS: En 
primer lugar, yo quería hacer una pequeña precisión lin- 
güística en el título de la proposición no de ley. Quizá sea 
una deformación profesional atávica mía, pero cuando se 
dice «en relación con», como se habla de la mujer y se in- 
tenta dignificarla y señalarla como persona, aunque gra- 
maticalmente no es incorrecto, sería más más correcto de- 
cir «con relación a»; entonces tendríamos una persona di- 
recta; «a» ya nos da un complemento concreto de persona. 
Yo pido casi disculpas por lo que digo, pero por eso de que 
cuando se pierde el sentido de la lengua se pierden también 
muchos de los valores que sabemos expresar con ella, me- 
jorm’a en algo el título de la proposición. 

En realidad, ésta es una proposición no de ley bastante 
compleja, en la que se tocan muchos temas que están muy 
diversificados en el mundo de la sanidad, y nosotros he- 
mos pretendido, con nuestras enmiendas, mejorar, en su 
conjunto, toda la proposición no de ley; por eso sería irre- 
nunciable cualquiera de las enmiendas que presentamos. 

En relación al punto primero, nosotros proponemos una 
enmienda que desde luego modificaría bastante el texto en 
el sentido de que nuestro Grupo no puede entender por qué 
la participación de organizaciones de mujeres y de trabaja- 
dores sanitarios en la toma de decisiones en el Programa de 
Desarrollo de la Mujer. Trabajadores sanitarios sí, pero no 
organizaciones de mujeres. Nosotros creemos que la sani- 
dad ha de hacerse de una manera profesional y seria, y que, 
desde luego, la mayor participación de la población feme- 
nina (aparte de que a las mujeres nos satisface mucho per- 
sonalmente ver nuestra incorporación en cualquier área de 
actividad, política, social, sanitaria o de cualquier tipo) no 
implica necesariamente la eficacia, el rigor sanitario y la 
adecuación de unas medidas oportunas que hagan deseable 
todo lo que pueda salir de estas reuniones de mujeres. Por 
ello, no podemos hablar de los trabajadores sanitarios en 
su conjunto sin especificar su especialización, porque a ve- 
ces vemos que se producen tomas de decisiones en las que 

intervienen profesionales sanitarios que a lo mejor se dedi- 
can al mantenimiento del circuito eléctrico y que tienen 
muy poco que hablar en una cuestión de planificación sa- 
nitaria. 

Deberíamos hablar de que la condición «sine qua non» 
es que estos programas sean llevados a cabo por los profe- 
sionales de la sanidad, pero no por esas organizaciones 
que, a veces, no representan, como sería deseable, la ma- 
yor o menor profesionalidad de estos sanitarios. 

Nuestra enmienda al punto 3 -lo digo sin ánimo de 
molestar- es de sentido común. En atención primaria se 
está haciendo planificación familiar y se desvía a especia- 
lidades; lo que no podemos pensar es que la planificación 
familiar sea algo tan fácil y tan de poca importancia -me 
parece que en este artículo se le da poca importancia- que 
se pueda hacer en atención primaria. Todos sabemos que 
los anticonceptivos tienen unos problemas hormonales 
añadidos, unas repercusiones sistémicas que deben ser tra- 
tadas por los especialistas, y nos parece que en este caso 
también se rebaja el derecho de la mujer a tener una aten- 
ción de mucha mejor calidad. Vemos que hay una serie de 
problemas añadidos, por ejemplo, el caso de los DIU, de 
las complicaciones que todos conocemos, que no pueden 
ser atendidos sino por especialistas en el tema. 

En cuanto a las prestaciones farmacéuticas de los anti- 
conceptivos y su gratuidad, nuestro Grupo ya se manifestó 
en los años 1990 y 1991 en cuanto a favorecer estas cues- 
tiones, y no vemos por qué haya que hacerlo otra vez. Está 
clarísima nuestra posición, ya que fuimos incluso los que 
en algún momento instamos al Gobierno para solucionar 
estas cuestiones. 

Respecto a la enmienda al punto número 6 ,  lo mismo. 
Decir que ya en la Comisión de Sanidad del 22 de diciem- 
bre de 1993 quedó clara la posición de nuestro Grupo en 
cuanto a que, de acuerdo con la legislación vigente, no es 
aplicable la RU-486 en España; además, las medidas que 
se tomaron en ese momento, como bien ha dicho la señora 
Maestro, todavía no se han llevado a efecto desde el punto 
de vista legislativo. 

La enmienda al punto número 7, de supresión, es tam- 
bién fácilmente aceptable, porque lo que no se puede hacer 
es obviar lo que está expreso, explícito y clarísimo en la 
Constitución española, en el Capítulo 11, de derechos y li- 
bertades, artículo 16.1, donde se refleja claramente la ob- 
jeción de conciencia de todo tipo. Esta objeción de con- 
ciencia, que no se puede ignorar, es especial, y está clarí- 
simo. Hay doctrina del Tribunal Constitucional, pero yo 
me quiero referir en este momento a la sentencia del 11 de 
abril de 1985, en la que se dice que la objeción de con- 
ciencia forma parte del contenido de derechos fundamen- 
tales reconocidos en el artículo 16.1 de la Constitución. El 
Tribunal Constitucional ha indicado, en esta y en otras 
ocasiones, que cuando se habla de la Constitución es di- 
rectamente aplicable en materia de derechos fundamenta- 
les. Y éste es un caso en el que nosotros no podemos entrar 
ni siquiera a discutir, porque se trata de la Constitución. Yo 
le diría aquello del mandato bfilico del «non limitandere». 
Desde una Comisión, como es este caso, con una proposi- 
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ción no de ley, no se puede entrar en algo tan importante 
como la objeción de conciencia. 

Respecto a la enmienda al punto número 8, de hecho ya 
se hace un control de visitas, pero nosotros no entendemos 
por qué la visita posparto a una persona a la que se ha dado 
el alta tiene que ser domiciliaria, cuando está asistiendo a 
sus visitas controles. Si surge algún problema, para eso la 
sanidad pública tiene o debe tener, el control adecuado 
para la urgente hospitalización, ya que las medidas necesa- 
rias y oportunas en el plano domiciliario en ningún caso 
van a mejorar la atención sanitaria. 

En cuanto a las medidas para el tratamiento y preven- 
ción de enfermedades de tipo sexual, se reflejan en el 
punto número 9, que dice: Garantizar a todas las mujeres 
en edades de riesgo y con cáncer precoz de mama y cuello 

' uterino la dotación de mamógrafos, etcétera. No quiero 
leer la enmienda entera por agilizar un poco la Comisión, 
pero nosotros proponemos un texto alternativo, ya que 
nos parece que lo que sí se debe evitar es esta terrible lista 
de espera de más de seis meses que hay en la sanidad pú- 
blica ahora mismo para acceder a una mamografía. Hay 
que garantizar el acceso sin dilaciones a los medios de de- 
tección precoz del cáncer de mama y de cuello uterino, 
asegurando una. dotación de mamógrafos suficientes para 
la rápida realización de mamografías necesarias por indi- 
cación médica, siempre que se sospeche riesgo de cáncer 
de mama, y arbitrar los recursos especializados para la re- 
alización de una citología al año a mayores de 25 años, 
porque lo que ya es discutible, señora Maestro, es la ma- 
mografía como un método de «screening» diagnóstico. 
Usted sabe que en este momento el diagnóstico a base de 
mamografía está teniendo una revisión por parte de países 
donde la sanidad pública es muchísimo mejor que la nues- 
tra, y nosotros ni siquiera podríamos soñar con tenerla 
igual. 

Referente al punto número 10, se habla de asegurar el 
control de enfermedades de transmisión sexual, pero no se 
dice nada en absoluto, por ejemplo, de algo muy grave que 
sucede en nuestro país a diario, que es el tratamiento de es- 
tas enfermedades cuando se diagnostican, que es obligato- 
rio en la mayoría de los casos. No se está cumpliendo, in- 
sisto, el tratamiento obligatorio, a pesar de las demagogias 
que se puedan hacer, casi en ninguno de los lugares de 
riesgo de transmisión sexual. Desde ese punto de vista no- 
sotros tendríamos que incluir, naturalmente, la obligatorie- 
dad del dicho tratamiento en estas enfermedades. 

Las dos últimas propuestas podríamos aceptarlas, si se 
aprueban todas nuestras enmiendas en su conjunto, pero 
teniendo en cuenta que cuando se habla de los riesgos de la 
mujer trabajadora a nosotros nos gustaría destacar que es 
de la mujer trabajadora en su conjunto, porque se dan ca- 
sos curiosísimos, como el de que los riesgos de la mujer 
trabajadora sean solamente a ciertos niveles. En los labo- 
ratorios del Estado vemos que las mujeres médicos no tie- 
nen riesgo de peligrosidad, mientras que la auxiliar de la- 
boratorio está cubierta por medidas de riesgos y plus de pe- 
ligrosidad, como si quien lleva más peso y tiene más con- 
tacto con esa serie de elementos peligrosos no fuera mujer 
trabajadora, pero la mujer trabajadora en su conjunto y a 

todos los niveles de la escala profesional. Nosotros sería- 
mos partidarios de apoyarlo, insisto, pero todo. 

Quiero dejar claro que nuestro Grupo Parlamentario 
considera que si no se admiten todas y cada una de nues- 
tras enmiendas, esta propuesta diversificada y coja en al- 
gunos aspectos y excesiva en otros, quedaría un tanto 
desvirtuada en sus planteamientos y no podríamos apo- 
yarla. 

La señora PRESIDENTA: ¿Grupos que desean inter- 

Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió), tiene la 
venir en esta proposición no de ley? 

palabra el señor Cardona. 

El señor CARDONA I VILA: En primer lugar, enten- 
demos que esta proposición no de ley incluye temas de 
muy diversa índole y muy inconexos; por ejemplo, el rela- 
tivo a la financiación de las comunidades autónomas en 
cuanto a aquellas que tienen el Insalud transferido; la crea- 
ción de programas en el temtorio del Insalud no transfe- 
rido, y después esos doce puntos en los que se tocan temas 
tan diversos como el del aborto, que será tratado en su mo- 
mento, ya sea en la reforma del Código Penal o en una ley 
específica; la comercialización de la píldora abortiva, que 
se trató ya aquí en una de las Comisiones Últimas del año 
pasado, o bien la objeción de conciencia de los profesiona- 
les, como se refiere uno de los puntos concretos, el sép- 
timo. Entendemos que cada uno de estos temas tiene enti- 
dad suficiente para ser tratados de forma sep&ada, y no es 
conveniente, por tanto, hacerlo de forma global. 

Por otra parte, hablar de atención sanitaria a la mujer va 
mucho más allá de considerar sólo ese ámbito de la repro- 
ducción. Creemos que los programas sanitarios dirigidos a 
mejorar la salud de la mujer y, por tanto, su calidad de 
vida, tienen que englobar diferentes cuestiones. Una de 
ellas es una información adecuada que permita la educa- 
ción sanitaria pertinente, así como la asistencia sanitaria. 
En este sentido, Cataluña -lo decimos con orgullo- ha 
sido pionera en la elaboración de un programa sanitario in- 
tegral de la mujer, que fue aprobado por Decreto 282, de 
21 de noviembre de 1990, y que ha sido reconocido por la 
OMS. Dicho programa fue elaborado por responsables en 
el tema de la mujer, profesionales de la sanidad, así como 
organizaciones de mujeres directamente relacionadas y es- 
pecializadas en cuestiones sanitarias. 

Como puede comprobarse las comunidades autónomas 
con competencias transferidas ya están llevando a cabo sus 
programas de atención a la mujer de acuerdo - e s t o  es fun- 
damental- con las características y necesidades concretas 
de sus territorios y dentro de lo que es el marco del Estado 
de las autonom'as. 

Las enmiendas del Grupo Parlamentario Popular nos 
parecen asumibles en algunos aspectos concretos, pero en- 
contramos dificultades inherentes al presentar cuestiones 
tan diversas y consideramos que difícilmente pueden agru- 
parse en una sola proposición no de ley. Por ello, nosotros 
no apoyaremos esa proposición no de ley presentada por.el 
Grupo Federal de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
lunya. 
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La señora PRESIDENTA: Por el Grupo Socialista 
tiene la palabra la señora Alberdi. 

La señora ALBERDI ALONSO: Señores Diputados y 
señoras Diputadas, mi Grupo coincide con el plantea- 
miento global que hace la portavoz de Izquierda Unida al 
presentar la proposición no de ley. Es evidente que los pro- 
gramas de atención sanitaria específica a las mujeres no 
sólo redundan en mejorar la calidad de vida de las propias 
mujeres - q u e  somos la mitad de la población-, sino que 
también redundan en mejorar la calidad de vida y las con- 
diciones de salud del conjunto de la población. 

No tenemos ninguna divergencia en los objetivos y en 
el planteamiento que anima a la presentación de esta pro- 
posición no de ley por parte del Grupo Federal de Iz- 
quierda Unida, ahora bien, en su propia exposición de mo- 
tivos sí que tenemos una discrepancia fundamental. Cree- 
mos que desde que se promulga el Real Decreto de Re- 
forma de las Estructuras Básicas de Salud y desde que se 
aprueba la Ley General de Sanidad ha habido un cambio y 
un proceso de mejora en la atención específica a la salud 
de las mujeres. Nos vemos en la tesitura de no poder apo- 
yar esta proposición no de ley no por divergencia ideoló- 
gica, sino porque plantea una serie de medidas diversas 
-todas ellas de gran importancia- que en muchos casos 
o se están realizando los programas que se proponen o no 
se pueden realizar -como después iremos viendo- desde 
las propias competencias del Insalud, porque está en con- 
tradicción con las competencias de las comunidades autó- 
nomas, o -como ocurre con lo que se propone en el ú1- 
timo punto- está pendiente de una legislación sobre la sa- 
lud laboral donde se contemplarían específicamente los 
problemas de la salud laboral de las mujeres. 

Como bien ha dicho la portavoz de Izquierda Unida no 
se trata de un problema de diferencias programáticas por- 
que, como ustedes recordarán, en el catálogo de prestacio- 
nes sanitarias que recientemente hemos debatido en esta 
Comisión, en relación con el tema de atención específica a 
la mujer se dan una serie de prestaciones con carácter ge- 
neral, como son la captación precoz y seguimiento de la 
mujer embarazada, la administración y seguimiento de an- 
ticonceptivos orales y otros métodos anticonceptivos, la 
preparación al parto, la visita en el primer mes del pos- 
parto, la detección de grupos de riesgo y diagnóstico pre- 
coz del cáncer ginecológico y de mama, de acuerdo con los 
protocolos establecidos, y el control médico de la meno- 
pausia, según protocolos establecidos. En definitiva, son 
las mismas prestaciones -con su desarrollo y su cobertura 
universal- que las que plantea la portavoz de Izquierda 
Unida. Lo que sí hay es una diferencia en cuanto a la valo- 
ración que se hace en estos momentos del desarrollo de es- 
tos programas en la sanidad pública. Creo que el desarro- 
llo de estos programas en la sanidad pública es, evidente- 
mente, perfectible, mejorable, que se pueden hacer campa- 
ñas para detectar colectivos que no acuden a la demanda y 
que su introducción en todos estos programas de carácter 
preventivo podría mejorar el estado de salud general de las 
mujeres y del conjunto de la sociedad; ahora bien, creo que 
incluso los niveles de cobertura que usted, señora Maestro, 

ha mencionado respecto a lo que puede ser la formación o 
preparación al parto - e l  50 por ciento aproximadamente 
de los embarazos que se atienden en la red pública- son 
datos que, aunque no sean los más deseables, sí suponen 
una mejora y un avance en lo que es la atención a la salud 
de las mujeres. 

Respecto a los programas de planificación familiar, en 
relación con los cuales usted ha dicho que tienen que tener 
cobertura, creo que realmente la tienen. A lo mejor hay que 
intentar lo que usted decía: detectar grupos que no presen- 
tan una demanda directa y que deberían ser captados para 
conducirlos a este tipo de programas. 

Luego hay otros puntos en la propia proposición no de 
ley, como, por ejemplo, el tema que se aborda en el punto 
4, de los preservativos. Realmente ya se han regulado las 
condiciones técnicas y sanitarias de los mismos, pero lo 
que usted plantea de su administración en las farmacias 
con carácter obligatorio es competencia en este momento, 
según la Ley del Medicamento, de las comunidades autó- 
nomas, que todas tienen jurisprudencia en lo que .es la or- 
denación farmacéutica. En este sentido la Dirección Gene- 
ral de Farmacia está preparando un documento sobre orde- 
nación farmacéutica que tendrá que someter y proponer en 
el Consejo Interterritorial de Salud. 

En relación con otro tema que usted plantea, los méto- 
dos anticonceptivos, le diré que, evidentemente, en este 
momento todos los métodos anticonceptivos, orales o in- 
yectables, salvo los espermicidas vaginales, son una pres- 
tación general farmacéutica. Es verdad que en muchos ca- 
sos los métodos anticonceptivos, como puede ser el DIU o 
los preservativos, pueden tener a veces unos precios que a 
determinados colectivos o grupos sociales les supone un 
gasto desmesurado. No creo que en estos momentos en que 
hay que controlar el gasto farmacéutico se pudiera ir, con 
carácter genérico y universal, a este tipo de prestaciones, 
pero sí se podría estudiar que sean prestaciones farmacéu- 
ticas en casos de necesidad o de niveles de renta que no se 
lo puedan permitir. 

Con respecto al punto 6, ya ha hablado usted de que en 
esta misma Comisión hubo un debate en el que la portavoz 
del Grupo Socialista hizo una exposición de cuál era nues- 
tro planteamiento. 

En cuanto a la interrupción voluntaria del embarazo 
diré que es verdad que la cobertura en la sanidad pública es 
mínima, pero yo creo que es más por una cuestión de cómo 
está planteada esta misma ley y la carencia de garantía ju- 
rídica para los profesionales de la sanidad pública, como 
hemos visto a veces en determinados juicios, como puede 
ser el de Pamplona. En ese sentido, mi Grupo cree que la 
solución, en principio, vendrá por una ley de despenaliza- 
ción del aborto, que genere garantías jurídicas para los pro- 
fesionales sanitarios, que espero que llegue cuanto antes a 
esta Cámara. 

Con respecto al control de embarazos yo le diría que es 
una atención que está garantizada en lo que es la atención 
precoz y el seguimiento de la mujer embarazada, que se 
efectúa mediante protocolos, contemplándose entre siete y 
ocho consultas. También tiene la preparación al parto y las 
visitas domiciliarias en el primer mes del posparto. Evi- 

' 
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dentemente, lo que hay que conseguir con este programa 
es una cobertura mayor de la que tiene en este momento. 

En cuanto a la prevención del cáncer, existe ya en el In- 
salud una estructura que hay que organizar para que pueda 
haber controles de mamografía.para las mujeres, pero lo 
que habrá que decidor entre los profesionales y las perso- 
nas a las que les afecte, de la forma más consensuada posi- 
ble, es cuál es el criterio, porque hay quien dice que las 
mamografías hay que espaciarlas de una manera y quien 
no comparte esas ideas. Yo coincido con usted en que el 
cáncer, tanto de mama como de útero, puede se controlado 
con una buena política de prevención desde el sistema sa- 
nitario público y puede, así, evitarse uno de los factores 
que causa una mayor mortalidad entre las mujeres. 

En relación con las enfermedades de transmisión sexual 
quiero manifestar que esta cuestión realmente existe en los 
programas de educación para la salud y que tanto en la 
atención primaria como en la especializada se produce esta 
prestación. LO miirno pasa con la atención al climaterio. 
Las pacientes se detectan en atención primaria y se derivan 
a la atención especializada. Respecto a los riesgos de la 
mujer trabajadora le diría que está elaborándose un pro- 
yecto de ley de salud laboral, en colaboración con los in- 
terlocutores sociales, que creo que solucionará el problema 
que usted plantea en el punto 12. 

Respecto a las enmiendas que ha presentado la portavoz 
del PP, yo diría que hay algunas que quizá en redacción o 
en cuanto planteamiento mejoran y expresan de forma más 
sencilla lo mismo que plantea la proposición no de ley de 
Izquierda Unida, sin embargo, hay otras en las que no po- 
demos estar de acuerdo. Un tema, por ejemplo. Yo en- 
tiendo que la objeción de conciencia evidentemente es un 
derecho que no se puede negar y hay que regularla de tal 
manera que quede claro quién es objetor y quién no lo es 
- e n  eso coincido con usted-, pero creo que Izquierda 
Unida no habla de que la objeción de conciencia no exista, 
sino de que no conculque los derechos que las leyes reco- 
nocen a las mujeres. Es decir, entiendo yo que lo que 
quiere Izquierda Unida es que se arbitren sistemas para 
que en la sanidad pública, en las unidades donde se reali- 
cen interrupciones voluntarias del embarazo con arreglo a 
la Ley existente en este momento o a otra más permisiva 
que pudiera existir en el futuro, se arbitre un sistema por el 
cual haya siempre personal sanitario no objetor que ase- 
gure a las mujeres el ejercicio de sus derechos en la red pú- 
blica. Así lo entiendo yo. 

De todas maneras, aunque el Grupo Popular tiene en 
sus enmiendas algunos aspectos que yo creo que mejoran 
y hacen más sencilla la redacción de algunos puntos -en 
los que puedo coincidir- hay otro en los que no estamos 
de acuerdo por una cuestión que la portavoz ha ido expli- 
cando en sus enmiendas. Nosotros entendemos el plantea- 
miento de la proposición no de ley de Izquierda Unida 
desde otro análisis y coincidimos más en el planteamiento 
general que lleva a Izquierda Unida a hacer esta proposi- 
ción no de ley. 

De todas maneras, no vamos a poder votar en bloque ni 
las enmiendas del Grupo Popular ni la proposición no de 
ley de Izquierda Unida; lamentamos, evidentemente, que 

teniendo un planteamiento general semejante al que, creo, 
impulsa esta proposición no de ley, al abordar tantas cosas 
tan diferentes en un solo debate y en una sola proposición 
no de ley, nos sea imposible llegar a un acuerdo general 
que nos permita votar conjuntamente con el Grupo de Iz- 
quierda Unida. 

La señora PRESIDENTA: Para la aceptación o no de 
las enmiendas presentadas por el Grupo Popular, tiene la 
palabra la señora Maestro. 

La señora MAESTRO MARTIN: En primer lugar, 
quisiera reafirmar, a juicio de mi Grupo, la oportunidad de 
hacer una proposición no de ley que contemple de una ma- 
nera integral la diversidad de la problemática que afecta a 
la salud de las mujeres, y todo ello creo que trascendiendo 
criterios exclusivamente políticos para enmarcarnos den- 
tro del ámbito de lc que son planteamientos de principios 
de política sanitaria en el ámbito de la salud pública y re- 
conocidos desde hace muchos años. 

En cuanto a la enmienda al punto 1, del Grupo Popu- 
lar, quiero decir que podría aceptarla como enmienda de 
adición. Me parece que el objetivo del punto número 1 es 
incrementar la participación de las mujeres en el desarro- 
llo de programas de salud que se refieren a ellas como 
colectivo social, es decir, añadir a la participación de las 
mujeres la información a la población femenina, me pa- 
rece que podría ser algo perfectamente complementario. 
En cualquier caso, como entiendo que es una enmienda 
de modificación, y por tanto de sustitución de un texto 
por otro, me remito a unas recientes jornadas de colecti- 
vos femeninos en relación con la participación de la mu- 
jer, en cuyas conclusiones, punto 4, se reclama que las or- 
ganizaciones de mujeres, como agentes sociales, sean in- 
terlocutoras en los foros de diálogo social y en los espa- 
cios de toma de decisión. Es decir, aquí entramos ya en 
conceptos de democracia y de participación democrática 
en los cuales no parece que compartamos planteamientos 
el Grupo Popular y el Grupo de Izquierda Unida-Inicia- 
tiva per Catalunya. En cualquier caso, yo entiendo que 
pasar de la mera información a la participación de los co- 
lectivos sociales, en este caso femeninos, es un requisito 
indispensable para el desarrollo democrático que permita 
superar una sociedad desarticulada y poco participativa 
como es la nuestra. 

La enmienda al punto número 3, en la que se cuestiona 
la participación de la atención primaria en el desarrollo de 
programas de planificación familiar, quiero decir que aquí 
nos situamos ante planteamientos completamente diferen- 
tes. En cualquier caso, el objetivo de Izquierda Unida no es 
rebajar la calidad de la atención sanitaria, por cuanto se 
plantea que los programas de atención primaria tengan la 
adecuada cobertura especializada, lo que sí es evidente es 
que, en actividades de educación para la salud, en activi- 
dades de control hormonal, etcétera, de determinados me- 
dios anticonceptivos, puede y debe participar la atención 
primaria para garantizar la extensión de los programas y la 
calidad de los mismos. Por otra parte, hay que señalar que 
la propia Organización Mundial de la Salud plantea la par- 
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ticipación de personal sanitario no médico tanto en progra- 
mas de planificación familiar que contemplan la inserción 
de DIU como en la propia interrupción del embarazo por 
aspiración; es decir, la propia Organización Mundial de la 
Salud plantea la formación de personal de enfermería en 
estas actividades. 

Con respecto al punto 6, que se refiere al tema de la píl- 
dora abortiva, sinceramente creo que el interés ideológico 
del Grupo Popular en mantener restringido al máximo el 
derecho a la interrupción voluntaria del embarazo les lleva 
a hacer un salto lógico absolutamente injustificable, por 
cuanto la utilización de un método concreto, de un instru- 
mento técnico en la interrupción del embarazo es aplicable 
a cualquier tipo de legislación y, por tanto, a la vigente en 
estos momentos. También hay que decir que, como es evi- 
dente tras la propia lectura de la proposición no de ley, Iz- 
quierda Unida no plantea la modificación de la legislación 
actual en esta proposición no de ley puesto que tiene pre- 
sentada hace meses, esperando turno en la Cámara, una 
proposición de ley de plazos que entendemos que se ade- 
cua más a las necesidades de las mujeres en este ámbito. 

En cuanto a la enmienda al punto 7, yo creo que la Di- 
putada portavoz del Grupo Socialista ha entendido perfec- 
tamente lo que nosotros decíamos, cosa que no parece que 
esté sujeta a interpretaciones difíciles de la propia lectura 
del punto. Lejos del interés de mi Grupo conculcar el dere- 
cho a la objeción de conciencia de ninguna persona, lo que 
sí pretendemos es que la falta de una intervención por parte 
de la administración sanitaria, destinada a regular asi- 
mismo otros derechos que pudieran verse conculcados por 
la extensión del derecho a la objeción de conciencia, no se 
traduzca en impedimento real para que las mujeres hagan 
uso de sus derechos en la sanidad pública. 

El tema de las visitas posparto es un tema absoluta- 
mente fundamental en el programa de la mujer; la visita 
domiciliaria, realizada generalmente por personal de en- 
fermería (que, por otra parte, se está llevando a cabo, sin 
que haya ningún tipo de problema, por parte de algunos 
equipos de atención primaria), vistas las condiciones con- 
cretas en las que se va a desarrollar tanto en el posparto de 
la mujer como en el propio desarrollo de los primeros me- 
ses de vida del niño en relación con aspectos tan importan- 
tes como la lactancia materna o la adecuada alimentación 
infantil en condiciones de higiene adecuadas, etcétera, su- 
pone un instrumento fundamental de conocimiento de la 
realidad de las mujeres que acaban de tener un hijo y, por 
tanto, de posibilidades concretas de intervención sanitaria 
sobre su propia realidad. 

En cuanto a la enmienda presentada al punto 9, no sé 
qué bibliografía científica maneja el Grupo Popular, pero 
el propio Ministerio de Sanidad y las sociedades científi- 
cas de radiología y de ginecoobstetricia identifican en de- 
terminadas edades de la vida los mecanismos de «scree- 
ning» del cáncer de mama, a través de la mamografía, 
como algo aceptado universalmente en la comunidad ... 

La señora PRESIDENTA: Perdón, señora Maestro, le 
ruego abrevie, manifestando si acepta o no acepta las en- 
miendas presentadas, sin entrar en mayores disquisiciones. 

La señora MAESTRO MARTIN: De acuerdo. 
En fin, creo que es aceptado universalmente, y termino 

con este punto. 
Respecto a la enmienda al punto 10, del Grupo Popular, 

yo no tendría inconveniente en aceptarla, añadiendo, tras 
la prevención y control de las enfermedades de transmi- 
sión sexual, la especificación de su tratamiento, aunque yo 
creo que el mismo concepto de control difícilmente puede 
entenderse si no incluye el tratamiento de las enfermeda- 
des detectadas. 

Finalmente, señalar que el desarrollo del programa es- 
pecífico de prevención de riesgos de protección de la mu- 
jer trabajadora no tiene por qué esperar a la existencia de 
una ley de salud laboral por cuanto la propia Ley General 
de Sanidad contempla en un artículo específico la partici- 
pación de los servicios sanitarios públicos en la atención 
de salud laboral, cosa que desgraciadamente está por desa- 
rrollar reglamentariamente hasta la fecha. 

Por lo tanto, dado que, también sorprendentemente, 
aunque una de las críticas que se hace a la proposición no 
de ley es la ... 

La señora PRESIDENTA: No, no repita las críticas, 
por favor, señoría, y limítese a su aceptación o rechazo. 

La señora MAESTRO MARTIN: Estaba haciendo re- 
ferencia a la condición por parte del Grupo Popular de la 
aceptación en bloque de enmiendas a una proposición no 
de ley compleja, justificada en su integridad, pero que el 
mismo Grupo proponente admite que contempla aspectos 
diferentes. Mi Gnipo entiende que la aceptación de las en- 
miendas en bloque desvirtum’a el fondo del objetivo de la 
proposición no de ley. 

- POR LA QUE SE SOLICITA LA CREACION DE 
UNA PONENCIA QUE ESTUDIE LOS PROBLE- 
MAS DE LOS AFECTADOS POR EL CONSUMO 
DEL ACEITE TOXICO. PRESENTADA POR EL 

mero de expediente 161/000079.) 
GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR. (NÚ- 

La señora PRESIDENTA: Pasamos a la proposición 
no de ley por la que se solicita la creación de una Ponencia 
que estudie los problemas de los afectados por el consumo 
del aceite tóxico. Esta proposición no de ley es presentada 
por el Grupo Popular del Congreso. Para su defensa, tiene 
la palabra el señor Villalón Rico. 

El señor VILLALON RICO: Señoras y señores Dipu- 
tados de la Comisión de Sanidad, el Grupo Popular ya ha 
presentado en otras ocasiones otras iniciativas parlamenta- 
rias sobre el síndrome del aceite tóxico, y bien tendríamos 
que decir que, muy a pesar nuestro, presentamos esta 
nueva iniciativa. Y digo muy a pesar nuestro porque lo que 
nosotros desearíamos es que este asunto ya estuviera re- 
suelto, ya solamente fuera un triste recuerdo de lo que pasó 
por la negligencia y por la actuación de unos desaprensi- 
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vos y que realmente estuviera ya en la historia de los acon- 
tecimientos tristes de nuestro país. 

Pero la realidad actual no es así, la realidad actual es 
cruda, hay que decir que persisten los problemas de índole 
sanitario, problemas de tipo social, problemas de tipo eco- 
nómico y, en resumidas cuentas, una gran mayoría de los 
afectados en su momento por el aceite tóxico siguen con 
problemas de lo que podríamos denominar calidad de vida. 

Decía al iniciar mi intervención que esta proposición no 
de ley, que nosotros presentamos ahora para debate y vota- 
ción, es una más de las que se han presentado a lo largo de 
anteriores legislaturas. Hay que recordar que, no sola- 
mente por parte de nuestro Grupo sino por parte de otros 
grupos, desde solicitudes de comparecencias del Gobierno 
a interpelaciones, desde mociones a proposiciones no de 
ley, hemos presentado desde diferentes grupos las distintas 
posibilidades parlamentarias para intentar, por lo menos, 
esclarecer e incluso ayudar a los afectados por este sín- 
drome, siempre enfrentándonos con lo que ha sido la ma- 
yoría socialista en el Congreso de los Diputados. Es por 
esto que, seguramente, debido a la variedad y a las nume- 
rosas intervenciones que ha habido sobre este tema, será 
difícil que en el debate de hoy aportemos algunos motivos 
nuevos sobre la situación actual de los afectados por el sín- 
drome del aceite tóxico. 

Si es difícil aportar nuevas cuestiones sobre ello, sí que 
hay que decir que la situación antigua y actual de los afec- 
tados en este momento se incrementa por dos hechos bási- 
cos: porque los problemas persisten y no se han solucio- 
nado y porque se van a cumplir 13 años de aquellos he- 
chos, tiempo más que suficiente para que los ciudadanos 
que sufrieron las consecuencias de los desaprensivos vie- 
ran resueltos sus problemas. 

Nosotros nos alejamos de esos posicionamientos y 
creemos que quedan lejos los tiempos donde, a través de 
un atentado contra la salud pública, con intoxicación de 

‘más de 20.000 ciudadanos españoles, algún Grupo político 
utilizó la demagogia más cruda para actuar contra el Go- 
bierno existente en ese momento. Nosotros, como decía, 
estamos lejos de esos posicionamientos. Lo que a nosotros 
nos lleva a presentar esta iniciativa es plantear las posibles 
vías de solución para proteger a los afectados, para que se 
lleven a efecto los acuerdos parlamentarios del año 1984 y 
para que se liberen todas las trabas que parece que persis- 
ten para solucionar estos problemas. 

Brevemente, señora Presidenta, voy a explicar un poco 
los motivos que nos inducen a presentar la proposición no 
de ley en sí misma. Creo que se podrían resumir en una 
sola frase, y el resumirlos en una sola frase es abundar en 
cuestiones ya dichas: no se han solucionado de forma defi- 
nitiva los gravísimos problemas que afectan a estos ciuda- 
danos. La cantidad y calidad de problemas relacionados en 
los primeros tiempos, como decía, ahora hace casi 13 años, 
persisten. La calidad de vida de los ciudadanos está total- 
mente deteriorada y podemos decir que está muy por de- 
bajo de lo que es la media de la calidad de los ciudadanos 
españoles. Esto que podríamos resumir en una sola frase 
también podemos concretarlo con exactitud en varios pun- 
tos. Y, jcuáles son esos puntos? Pues mire, señora Presi- 

denta, en el hecho en sí del envenenamiento masivo de íos 
ciudadanos, en que un Estado de Derecho, lógicamente, 
tiene que dar respuesta satisfactoria a los ciudadanos que 
viven en ese Estado. Cuando me estoy refiriendo al Estado 
español en sí no sólo me estoy refinendo a lo que es el Go- 
bierno de la nación -bien hay que decir que el Gobierno 
de la nación es el máximo responsable de la situación de 
estos ciudadanos-, sino que también me estoy refiriendo 
a otras instituciones y, por lo tanto, dentro de esas otras 
instituciones, al Congreso de los Diputados, que entende- 
mos que debe canalizar cualquier instrumento posible para 
solucionar estos temas. 

¿Por qué presentamos esta iniciativa? Presentamos esta 
iniciativa por las gravísimas consecuencias que a lo largo 
de estos años se han producido: la mortalidad y morbilidad 
de los ciudadanos. Hay que recordar que son casi mil per- 
sonas, mil ciudadanos los que han fallecido por causa di- 
recta del envenenamiento; hay que recordar, como decía 
antes, que son el resto, 19.000 ciudadanos españoles, los 
que tienen una disminución en su calidad de vida desde el 
punto de vista sanitario, de la educación, económico, so- 
cial, en resumidas cuentas, de lo que es el conjunto de la 
vida de un ciudadano en nuestro país. Por supuesto, aquel 
envenenamiento fue, además, causa que provocó otras en- 
fermedades secundarias al envenenamiento en sí y que 
también ha producido la muerte de otros ciudadanos. 

¿Por qué presentamos esta iniciativa? Pues presenta- 
mos esta iniciativa porque tenemos conocimiento de que 
no se han terminado las investigaciones científicas en rela- 
ción con este tema. Seguramente es conocido por todos 
que diferentes universidades americanas, que universida- 
des de otros países europeos siguen investigando este 
acontecimiento, mitad científico, mitad de especulación, 
que, en resumidas cuentas, ha jugado con la vida de unos 
ciudadanos. También, como decía antes, porque los acuer- 
dos de las Cortes Generales, tanto en aquella moción que 
se aprobó en el Senado como en otra moción origen de una 
interpelación que se aprobó en el Congreso en el año 1984, 
creemos que no se han cumplido y, además, se han descui- 
dado parcelas importantes en lo que es la vida de estos ciu- 
dadanos españoles, vuelvo a insistir, sobre todo en materia 
de educación y sanitaria, además de lo que es el control 
parlamentario. En resumidas cuentas, lo que se consideró 
en su momento de gran trascendencia social, en estos mo- 
mentos no se ha elaborado. 

También es motivo fundamental la situación de los 
afectados, la situación de estas personas, que considera- 
mos dramática después de los años transcurridos. Y mu- 
chas veces no hay mejor muestra para explicar las palabras 
de una persona que poner el ejemplo, como se dice, el bo- 
tón de muestra de las manifestaciones propias de algunos 
de los afectados. Coincidiendo con esta iniciativa que 
ahora defendemos, nuestro Presidente Aznar ha recibido 
recientemente una carta de un ciudadano de la provincia de 
León. Es una carta con la que a uno se le ponen los pelos 
de punta cuando esta persona explica su situación perso- 
nal, desesperada, de incredulidad ante lo que le está pa- 
sando y ante la poca defensa por parte de los poderes pú- 
blicos de su situación. Es un ejemplo que nosotros tenemos 
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-aquí tengo la carta por si quieren disponer de ella la se- 
ñora Presidenta de la Comisión o el resto de los miembros 
de esta Comisión-. Esa es la situación de la generalidad 
de las personas, de los hombres y mujeres que fueron afec- 
tados, que fueron intoxicados. Podríamos considerar que 
la situación actual de este grupo de personas es de injusti- 
cia social en un Estado que se llama social y de derecho. 

¿Cuál es el motivo por el que nosotros presentamos esta 
proposición? Por lo que le decía antes, porque si nos con- 
sideramos que formamos parte de un Estado social, de un 
Estado de derecho democrático, y nos hemos dado instru- 
mentos a través de la vía legislativa para cuidar de la salud 
de los ciudadanos españoles, para mejorar su calidad de 
vida, por ejemplo, me puedo referir a la Ley de Protección 
de los Consumidores, a la Ley General de Sanidad o in- 
cluso a la Ley de leyes nuestra, que es la Constitución, eso 
lógicamente lo tenemos que llevar a efecto. Señora Presi- 
denta, fíjese, incluso sin echar mano de todos estos argu- 
mentos legales que tiene el pueblo español, utilizaría en 
este caso, si usted me apura, lo que podríamos llamar la ley 
natural y la ley natural no es otra cosa que el prestar auxi- 
lio, apoyo y solidaridad, entre todos aquellos que lo pode- 
mos hacer, a los más debilitados, a los que tienen menos 
armas para combatir por lo que podríamos denominar los 
grandes derechos de la humanidad. Estos son los motivos, 
las causas que nos han llevado a presentar esta iniciativa. 

Para terminar, señora Presidenta, ¿por qué dentro de la 
iniciativa planteamos la existencia de una ponencia? Po- 
dríamos haber hecho la proposición no de ley con otro 
texto, pero nos hemos inclinado a presentar esta iniciativa 
para que se constituya una ponencia dentro del seno de esta 
Comisión por la experiencia parlamentaria anterior. He- 
mos visto que diferentes iniciativas parlamentarias, dife- 
rentes acuerdos tomados, al final no se han ejecutado 
-como decía antes-, y, además, creemos que a través de 
esta ponencia utilizamos las herramientas o el vehículo 
más adecuado para intentar dar satisfacción a los afectados 
y solucionar los conflictos entre las diferentes partes o por 
lo menos para satisfacer plenamente las necesidades de es- 
tos ciudadanos, para que los afectados tengan vía de ex- 
presión, y cuando consideramos a la Cámara, al Congreso 
de los Diputados, como la vía de participación ciudadana, 
que dicha vía de participación ciudadana no sólo sea a tra- 
vés de los Diputados y Diputadas de la Cámara, sino que 
en casos muy específicos, muy concretos, como pueden 
ser éstos, sean los mismos afectados, entre otras personas, 
los que puedan acudir a esta Comisión y expliquen directa 
y oficialmente qué es lo que ellos consideran que no se ha 
solucionado y cuáles son las posibilidades de hacerlo, para 
que los diferentes niveles o estamentos de la Administra- 
ción expliquen sus planteamientos y sus posturas que mu- 
chas veces conocemos a través de la prensa, donde existe 
el debate entre los afectados e incluso entre algún grupo 
social que les está ayudando, aunque por otro lado la Ad- 
ministración dice que lo que cuentan los afectados no es 
así y que sí se están cumpliendo todos los requisitos de tra- 
tamiento en este caso; y para que al final haya una sensa- 
ción de protección -creo que es lo que denominaría el 
gran determinante de esta proposición no de ley-, sensa- 

ción de protección por parte de los afectados para que es- 
tas situaciones de desamparo no se vuelvan a dar y, por su- 
puesto, se solucionen sus problemas. 

Ya termino, señora Presidenta, diciendo que la conclu- 
sión por la que nosotros llegamos a esto, por la que pre- 
sentamos la proposición no de ley y por la que considera- 
mos que se debe constituir una ponencia es por ser -como 
decía antes- el Estado de derecho el baluarte de protec- 
ción y de las libertades de los ciudadanos. Estamos for- 
mando parte de una estructura multinacional, como es la 
Unión Europea, y quiero recordar para que nos sirvan de 
ejemplo, a otros países en los que ha habido tragedias o 
desgracias colectivas. 

, 

La señora PRESIDENTA: Le ruego concluya, señoría. 

El señor VILLALON RICO: Hace poco salía a relucir 
una cuestión que algunos de ustedes recordarán, como es 
el problema de la talidomida en las embarazadas, en su 
momento, con gravísimas repercusiones. Esos Estados, 
creo recordar que eran Bélgica y Holanda, han mantenido 
una postura de ayuda indefinida a todos aquellos afecta- 
dos. Nosotros, lógicamente, si estamos en esa estructura, 
debemos compartir también sus planteamientos. Al final 
del siglo XX, entrando en lo que parece que va a ser el de- 
sarrollo del mundo moderno en el siglo XXI, no podemos 
dejar de lado a los afectados por el síndrome tóxico. 

Por todo ello, solicito a las señoras y señores Diputados 
de esta Comisión, a todos los grupos parlamentarios, que 
apoyen nuestra proposición no de ley, que apoyen la cons- 
titución de esta ponencia, con un fin único, el de dar so- 
porte y apoyo a los afectados, y que no hagamos nuestra 
aquella manifestación política de Henry Adams -cínica 
creo yo-, que ya he señalado en otras ocasiones, donde 
decía que la política práctica consiste en ignorar los he- 
chos. 

Nosotros, señora Presidenta, no podemos ignorar los 
hechos, debemos ser conocedores de la realidad y apoyo 
de nuestros ciudadanos y, por tanto, pido el apoyo a esta 
proposición no de ley. 

La señora PRESIDENTA: A esta proposición no de 
ley ha sido presentada una enmienda por el Grupo Parla- 
mentario Federal de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
lunya, para cuya defensa tiene la palabra la señora Maes- 
tro. 

La señora MAESTRO MARTIN: Mi Grupo, como es 
bien conocido en la anterior legislatura, comparte la preo- 
cupación del Grupo Popular, que se ha manifestado a tra- 
vés de esta proposición no de ley, por lo que estamos de 
acuerdo en la pertinencia de la misma. El largo calvario de 
los afectados del síndrome tóxico, que - c o m o  señalaba el 
interviniente del Grupo Popular- va a cumplir próxima- 
mente trece años, desde el envenenamiento masivo por el 
aceite de colza, no ha sido algo ajeno en las intervenciones 
en este Parlamento. Desde el primer momento este Parla- 
mento conoció -como en mi opinión era su obligación- 
de la situación de estas personas y propuso determinadas 
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medidas, complejas e integrales, para abordar el problema 
en toda su magnitud y en todas sus consecuencias. Sin em- 
bargo,, la realidad palmaria es que las administraciones pú- 
blicas, los ministerios, los gobiernos que se han sucedido 
desde el año 1981 -aunque es verdad que son todos del 
Partido Socialista- no han implementado medidas ade- 
cuadas y suficientes para que el tema se abordara adecua- 
damente. Es conocido de todos que aún no existe un regis- 
tro de la globalidad de los afectados; que los afectados de- 
nuncian con pruebas concretas la insuficiencia de las me- 
didas de protección e integración social que se están lle- 
vando a cabo y las insuficiencias en materia sanitaria, as- 
pecto éste que en opinión de mi Grupo está deteriorándose 
en este momento, lejos de avanzar. Tanto los afectados 
como el Grupo Parlamentario de Izquierda Unida estuvie- 
ron de acuerdo, cuando se planteó la reforma de la aten- 
ción primaria, en la desaparición de unidades específicas 
de seguimiento de los afectados del síndrome tóxico para 
incluir su atención integral en los nuevos equipos de aten- 
ción primaria. Pues bien, la situación hasta este momento, 
trece años después de que se produjera la tragedia, es que, 
según datos del propio Ministerio de Sanidad referidos al 
cuarto trimestre del año 1993, el grado de seguimiento de 
afectados por protocolos específicos del síndrome tóxico, 
elaborados por el FIS (Fondo de Investigaciones Sanita- 
rias), es de una insuficiencia notoria. Es decir, no supera el 
20 por ciento en el mejor de los casos, y además se da la 
curiosa circunstancia de que en el único caso en el que se 
supera este porcentaje y llega hasta el cien por cien el nú- 
mero de afectados seguidos por estos protocolos, se refiere 
a un universo de dos personas. El Ministerio de Sanidad, 
curiosamente, y alterando todas las leyes del álgebra que 
evidentemente son aplicables al caso, suma ese cien por 
cien que afecta a dos personas con respecto a otros porcen- 
tajes que afectan a universos mucho mayores y llega a la 
conclusión, para ellos satisfactoria, de que el colectivo de 
personas afectadas seguidas por protocolos específicos es 
del 21 por ciento. Evidentemente, esta cifra es mucho me- 
nor, pero aun imaginando que las leyes del álgebra no exis- 
ten y que las cifras del Ministerio son correctas, es inacep- 
table que a estas alturas solamente el 21 por ciento de la 
población estuviera seguida por protocolos específicos. 

Otro de los datos que evidentemente sustenta la opinión 
de mi Grupo y que ha llevado a la presentación de la en- 
mienda que planteamos al Grupo Popular es la trayectoria 
inacabable del procedimiento judicial. No voy a cansar a 
SS. SS. con las incidencias particulares, pero quiero decir- 
les que el Juzgado Central de Instrucción incoa el sumario 
en junio del año 198 1. A finales del año 1983 se acuerda su 
remisión a la Sección Segunda de la Sala de lo Penal de la 
Audiencia Nacional. En el año 1985 el Juzgado Central de 
Instrucción número 1 acuerda el sobreseimiento provisio- 
nal de la causa sin haber practicado ni una sola diligencia 
de investigación desde que se incoó la correspondiente ins- 
trucción del sumario. En septiembre de 1985 se emite un 
nuevo auto ordenando la reapertura de la causa. En el año 
1990 el Ministerio Fiscal pide el sobreseimiento de la 
causa, y a partir de aquí hay un largo rosario de interven- 
ciones por parte de los acusados, de recursos de forma, de 

recursos de queja, de nulidad, etcétera, que sistemática- 
mente son desestimados y sobreseídos, pero que han pro- 
ducido el hecho de que hasta este momento no haya con- 
cluido la instrucción del sumario seguido sobre los altos 
cargos de la Administración implicados en la producción 
de los hechos que tuvieron como consecuencia el envene- 
namiento masivo. Esta Diputada conoce perfectamente la 
independencia del Poder Judicial que nuestra Constitución 
defiende y ampara, pero también entiende que es de apli- 
cación el artículo 24 de la misma, que reconoce el derecho 
de todas las personas, de todas las ciudadanas y ciudada- 
nos españoles, a la tutela judicial efectiva y a un proceso 
público sin dilaciones indebidas que, a todas luces, podrían 
estarse produciendo en este proceso. 

No es la intención de mi Grupo Parlamentario -como 
aquí se ha dicho- hacer una utilización política con inte- 
reses partidistas de la tragedia, de la inseguridad y de las 
deficiencias en cuanto a la calidad de vida y a su salud que 
está padeciendo un colectivo de ciudadanos como resul- 
tado de una actitud asesina por parte de unos empresarios 
aceiteros, con la connivencia, por acción u omisión, de res- 
ponsables entonces de la Administración sanitaria, pero sí 
entiende, y por eso compartimos en lo fundamental la per- 
tinencia de la proposición no de ley del Grupo Parlamenta- 
rio Popular, que esta situación no puede prolongarse, que 
es evidente que por parte de las diversas administraciones 
implicadas no se están tomando medidas suficientes para 
que este problema se resuelva adecuadamente. Por tanto, 
hemos planteado una enmienda a la proposición no de ley 
del Grupo Popular, con la que, compartiendo el fondo y la 
oportunidad de la creación de una ponencia, pretendemos 
ampliar sus objetivos y definir sus plazos, entendiendo que 
el objetivo no es académico ni supone crear una ponencia 
que pueda profundizar desde el punto de vista científico en 
los avatares del síndrome tóxico, sino que el objetivo es 
plantear soluciones eficaces a los problemas, por lo cual 
-insisto-, los plazos son consustanciales a la propia 
esencia de la enmienda y -entiendo- al objetivo de la 
proposición no de ley del Grupo Popular. Por consiguiente, 
lo que se pide es crear, en el plazo de un mes, una ponen- 
cia mixta Congreso-Senado que en un período de tiempo 
no superior a tres meses elabore un informe acerca de los 
diferentes aspectos relacionados con el síndrome tóxico, 
especialmente los relacionados con las indemnizaciones 
derivadas de la sentencia contra los empresarios aceiteros. 
La ponencia - c o m o  entendemos no puede ser de otra ma- 
nera, hecho que, de no ser así, también desvirtum’a el ob- 
jetivo de la enmienda y de la proposición del Grupo Popu- 
lar, me atrevo a afirmarlo- debe tener en cuenta de forma 
especial la información y valoraciones procedentes de las 
organizaciones de afectados; asimismo, la citada ponencia 
valorará la pertinencia de recomendar la creación de una 
comisión mixta Congreso-Senado que, con la participa- 
ción de las organizaciones de afectados, proponga medidas 
concretas para la resolución de los problemas pendientes 
en relación con el síndrome tóxico. 

La señora PRESIDENTA: ¿Grupos que desean in- 
te rv e n i r ? 
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Por el Grupo Parlamentario de Socialistas Vascos, PNV, 
tiene la palabra ... (Risas. Rumores.) Perdone el lapsus, se- 
ñoría. Por el Grupo Parlamentario Vasco (PNV), tiene la 
palabra el señor Gatzagaetxebm’a. 

El señor GATZAGAETXEBARRIA BASTIDA: Se- 
ñora Presidenta, queda perdonada, queda disculpada, por- 
que entendemos que en labores de la Presidencia es lógico 
que se produzcan lapsus de esta índole. 

Entrando al fondo de la cuestión, a nuestro Grupo Par- 
lamentario le parece oportuno el planteamiento que hace el 
Grupo Popular. Creo que se han fundamentado con bas- 
tante soporte y con bastante lógica las razones de la pre- 
sentación de la proposición no de ley. 

Nosotros queríamos incidir en la política que el Go- 
bierno ha seguido de las ayudas, en la asistencia sanitaria, 
social y de Seguridad Social. Entendemos que, al fin y al 
cabo, el Gobierno también está realizando, en la medida de 
lo posible, todo lo que puede a favor de estos colectivos, y 
creemos que la ponencia, en definitiva, puede ayudar a que 
analicemos y profundicemos en la problemática de este 
sector, sin perjuicio de que el Gobierno esté desarrollando 
su propia política. 

Se ha hablado también sobre la problemática que se 
suscita con el sumario todavía pendiente. Nosotros hemos 
estado en contacto con el juez D. Carlos Bueren, tuvimos 
ocasión de entrevistamos con él para conocer el estado en 
que se encontraba el sumario penal, y a la vista de la infor- 
mación que allí se nos ha dado, vemos que el asunto puede 
ser muy largo, porque la situación jurídica y los instru- 
mentos que cada una de las partes está utilizando a la hora 
de llevar a cabo el juicio hacen que se dilate enormemente. 
Como es lógico, cada uno está utilizando sus propias ar- 
mas; están utilizando, tanto la acusación como la defensa, 
armas legales y armas que no podemos de ninguna manera 
criticar, puesto que forman parte de los instrumentos pro- 
cesales que el ordenamiento jurídico prevé para las partes 
en un juicio. Sin embargo, también vemos que, judicial- 
mente, la solución va a ser difícil, puesto que, en su día, si 
se llega a una determinación de los daños y perjuicios y a 
su reconocimiento en sentencia firme, puede suponer de- 
masiado tiempo, por lo que habrá personas -como está 
ocurriendo- que hayan fallecido para entonces. 

Por tanto, nuestro Grupo Parlamentario hace una valo- 
ración ponderada sobre lo que ha expuesto el Grupo Parla- 
mentario Popular y también sobre la política que está lle- 
vando a cabo la administración sanitaria y de Seguridad 
Social del Gobierno central. Estimamos que es oportuno y 
nos parece pertinente que, en su caso, la ponencia deter- 
mine qué ámbitos w a tener, puesto que hay una investiga- 
ción judicial y, a nuestro juicio, hay asuntos en los que no 
podríamos entrar. Nos parece oportuno y sensato que se 
realice un análisis del estado en que se encuentra este co- 
lectivo de más de 20.000 personas afectadas y creemos que 
es de justicia social atender una demanda que hay en este 
momento en la sociedad española. Por tanto, nuestro 
Grupo Parlamentario va a apoyar, de conformidad con las 
valoraciones que he efectuado, la proposición no de ley 
presentada por el Partido Popular. 

La señora PRESIDENTA: Por el Grupo Parlamentario 
Catalán (Convergencia i Unió), tiene la palabra el señor 
Hinojosa. 

El señor HINOJOSA I LUCENA: Señoras y señores 
Diputados, este tema, como las señorías que han estado en 
otras legislaturas saben, ha tenido trámites parlamentarios 
de todo tipo, y el Parlamento se ha manifestado en Pleno 
dando sus orientaciones al Ejecutivo. Mi Grupo va a opo- 
nerse a la creación de esta ponencia y lo va a hacer por las 
razones siguientes. Primero, mi Grupo cree que no debe 
utilizarse política ni periodísticamente a este colectivo que 
arrastra la tragedia de su enfermedad desde hace mucho 
tiempo, como aquí se ha dicho. Segundo, la creación de 
una ponencia con las características tan abiertas que se 
proponen aquí hoy facilitm’a precisamente eso, el desfile 
de todas las organizaciones - q u e  no es una sola, son dis- 
tintas organizaciones- de afectados, las noticias periodís- 
ticas y la publicación, probablemente, de cartas como las 
que pueden haber recibido el responsable de Sanidad o el 
responsable del Partido Popular, el Presidente, señor Az- 
nar, y que ha trasladado a su portavoz aquí, lo cual daría la 
sensación de que estamos utilizando, incluso en contra de 
la voluntad de los grupos, a este colectivo que no tiene más 
que una aspiración que después mencionaré. Por tanto, nos 
oponemos a ello, nos oponemos en esta Comisión y este 
portavoz se ha opuesto cuando estas personas me han ve- 
nido a ver, porque igual que a todos ustedes, nos han ve- 
nido y nos vienen a ver sistemáticamente para recordarnos 
su situación, y yo les he dicho textualmente que éste es un 
problema no del Legislativo sino del Ejecutivo, y el Ejecu- 
tivo tiene medios para intentar la solución de sus proble- 
mas en las dos vertientes que ellos reclaman. Lo que pasa 
es que no coincidimos con los criterios del Ejecutivo y de 
ellos. El Ejecutivo dice que uno de los aspectos de asisten- 
cia está cubierto y otro de los aspectos que ellos reclaman 
no lo está por razones jurídicas, pero les hemos dicho a 
ellos, repito, lo que estamos diciendo en este momento 
aquí. Creemos, por otra parte, que éste no es precisamente 
el mejor momento para hablar de esta situación, porque a 
pesar de lo que acaba de decir el portavoz del Grupo Par- 
lamentario Vasco, es verdad que el juez Bueren ha acabado 
en principio la instrucción del expediente y parece que el 
tema puede entrar en una vía más rápida - q u e  no digo rá- 
pida, digo más rápida- de solución en el terreno jurídico. 

En cualquier caso, en las intervenciones que se han pro- 
ducido aquí hasta ahora yo encuentro a faltar que se con- 
temple el problema con profundidad. Todas las organiza- 
ciones que les han visitado a ustedes y a mí como pro- 
blema de fondo no presentan el problema del registro ni el 
de la asistencia sanitaria; hay detalles de registro y hay de- 
talles sanitarios, pero el problema de fondo, y hablemos 
claro, es el problema de las indemnizaciones, éste es el 
problema que nos plantean, y yo les insto a ustedes, a los 
que quieran seguir en este debate, a que cuantifiquen cuál 
es el porcentaje de las indemnizaciones, que hagan un 
plazo de amortización de esas indemnizaciones y que di- 
gan de dónde salen y? cómo, para podérselo decir a los 
damnificados, porque esto es lo que ellos quieren saber. 
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Los damnificados saben que hay una sentencia de unos in- 
dustriales que están condenados en la cárcel y que son in- 
solventes y lo que pretenden, lógicamente, es que haya el 
segundo juicio en el que se implique al Estado, que se le 
haga responsable subsidiario y se abonen las indemniza- 
ciones. Esto es lo que pretenden en el fondo los damnifica- 
dos, y tienen razón para pedirlo; lo que pasa es que opino 
que no tiene menos razón la institución cuando dice: ya lo 
haremos, pero necesitamos tener la garantía jurídica, por- 
que ese dinero que utilizamos no es dinero del Gobierno, 
es dinero de todos los ciudadanos, que tienen tantos dere- 
chos a que se administren bien sus dineros como los pro- 
pios damnificados a que se les paguen sus indemnizacio- 
nes. Ha habido ofertas concretas de indemnizaciones -y 
tampoco se ha dicho aquí- a los damnificados, ofertas 
que no han sido aceptadas porque consideraron que no 
eran aceptables. En esa línea podría seguirse. 

Yo creo que nosotros tenemos varias posibilidades. El 
registro sanitario no es correcto, dice el portavoz del PP, y 
ni siquiera se han acabado los estudios. ¡Qué más quisiéra- 
mos todos y qué más quisieran los que están investigando 
que haber acabado los estudios y haber sabido de dónde 
procede el drama de la intoxicación! Ya quisiéramos que 
eso ocurriese, pero parece que los científicos no han aca- 
bado su trabajo; dejémosles que lo acaben. 

Finalmente, como S S .  SS. ven, me opongo -y quiero 
concretarlo porque todos utilizamos los argumentos como 
nos parece, y es lógico que sea así- a la creación de esta 
ponencia porque la creo inútil, y S S .  SS. también lo saben. 
Sus señorías saben que una ponencia de esta naturaleza 
acabaría haciendo, ¿qué? Una recomendación al Ejecu- 
tivo, que no le vincula, porque al Ejecutivo le vincula la 
ley pero no una recomendación. Bien, hagamos otra cosa: 
si ustedes tienen pruebas de que no hay un registro ade- 
cuado, no hay una atención adecuada sanitaria, instemos al 
Gobierno, hagamos venir a los Ministros implicados y di- 
gámosles que eso se haga, pero hagámoslo con un proposi- 
ción de ley, hagámoslo de una manera distinta a la creación 
de una ponencia que, como todos ustedes saben es una ma- 
nera simplemente de alargar los temas y, en todo caso, de 
darles una plataforma publicitaria, pero, difícilmente po- 
drá resolver el problema que es exactamente lo que quie- 
ren los damnificados, que se les resuelvan sus problemas. 
Y no vale hacer discursos sentimentales que todos pode- 
mos hacer. No vale decir que la calidad de vida de este co- 
lectivo tiene muchos déficit porque lo sabemos y lo saben. 
Lo que vale es dar vías de solución, soluciones concretas y 
las sabemos y están cuantificadas, más o menos, y el Par- 
lamento ya se ha manifestado muy concretamente y el Eje- 
cutivo tiene la palabra. 

- 

La señora PRESIDENTA: Por el Grupo Socialista 
tiene la palabra la señora Frías. 

La señora FRIAS NAVARRETE: Mi Grupo comparte 
los argumentos que acaba de exponer el portavoz de Con- 
vergencia i Unió y por tanto voy a intentar no repetirlos. 
Nosotros también consideramos innecesaria la creación de 
esta ponencia fundamentalmente por lo que se dice en el 

mismo texto de la proposición no de ley. El Grupo Popular 
se basa en que los acuerdos adoptados en mayo de 1984 
por el Congreso de los Diputados y las recomendaciones 
de la OMS no se han cumplido en su totalidad, sobre todo 
porque no hay una relación total y detallada de los afecta- 
dos, ya que está todavía pendiente de realizar. 

Quiero indicar a SS. SS. a este respecto que las reco- 
mendaciones de la OMS, en relación con la investigación, 
se han cumplido escrupulosamente, máxime si se tiene en 
cuenta que la dirección de la investigación sobre el sín- 
drome tóxico la ostenta una comisión mixta OMS-Fondo 
de Investigaciones Sanitarias que coordina y supervisa 
todo el trabajo científico que se desarrolla, tanto en el 

Fondo de Investigaciones Sanitarias como en el resto de 
la comunidad científica. Todas las líneas de investigación 
propuestas por esa comisión mixta OMS-FIS (Fondo. de 
Investigaciones Sanitarias) se están realizando, con resul- 
tados, por supuesto, a veces negativos, otras veces positi- 
vos y prometedores en relación con el conocimiento cien- 
tífico tanto epidemiológico como clínico y etiológico de la 
enfermedad. 

Respecto al censo de afectados el Único censo existente 
es el que se elabora por la oficina de gestión del síndrome 
tóxico. Este censo no es un censo cerrado, sino abierto, es 
decir, al que se incorpora o se pueden incorporar personas 
que sean calificadas como afectadas por los servicios sani- 
tarios del Instituto Nacional de la Salud mediante un in- 
forme vinculante. Esta resolución de inclusión o exclusión 
en este censo puede ser impugnada por vía jurisdiccional 
ante los juzgados de lo Social. 

En cuanto a los acuerdos aprobados por unanimidad en 
esta Cámara en mayo de 1984 y que dieron lugar a dos de- 
cretos por los que los Ministerios de Sanidad y Trabajo de- 
bían llevar a cabo actuaciones y medidas a desarrollar con 
este colectivo se están cumpliendo. Así, por lo que res- 
pecta al Ministerio de Sanidad y los datos remitidos por 
este Ministerio con fecha febrero de 1994, afiian que el 
60 por ciento de los afectados son atendidos en equipos de 
atención primaria y el 40 por ciento en unidades de segui- 
miento, hecho condicionado al compromiso adquirido con 
la Dirección General de Ordenación de la Investigación y 
Formación de mantener abiertas dichas unidades a fin de 
favorecer algunas líneas de investigación que este orga- 
nismo tiene en marcha. 

El seguimiento clínico de los pacientes afectados se 
realiza mediante un protocolo específico, dada su conside- 
ración como grupo de riesgo, protocolo también utilizado 
por los equipos de atención primaria y que son evaluados 
periódicamente por el Instituto Nacional de la Salud. Du- 
rante 1993, se han incorporado a la tarjeta individual sani- 
taria las características diferenciales que permiten identifi- 
car a este colectivo. 

En relación con las prestaciones farmacéuticas de estos 
usuarios, y tras la entrada en vigor del Real Decreto 
83/1993, sobre financiación selectiva de medicamentos y 
la Orden Ministerial que lo desarrolla, el Instituto Nacio- 
nal de la Salud dictó instrucciones concretas sobre pres- 
cripción y dispensación de especialidades farmacéuticas 
excluidas de la financiación del Sistema Nacional de Salud 
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y que usan estos afectados, instrucciones transmitidas a to- 
das las direcciones provinciales, al Instituto Nacional de la 
Salud, al Consejo General del Colegio de Farmacéuticos y 
a los servicios de Salud transferidos. 

El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social también ha 
dado cumplimiento a todos los acuerdos adoptados por el 
Pleno del Congreso el 23 de mayo de 1984 y, a través de la 
Oficina de Gestión de Prestaciones Económicas y Sociales 
del Síndrome Tóxico, se lleva a cabo con regularidad la 
gestión de dichas prestaciones. Se mantiene, además, un 
diálogo permanente y fluido con las distintas asociaciones 
de afectados mediante frecuentes reuniones con sus repre- 
sentantes. En este marco se integran las actuaciones de este 
Ministerio, actuaciones encaminadas a la reinserción so- 
cial de los afectados, que no voy a enumerar. Me remito a 
la comparecencia del Ministro de Trabajo ante la Comi- 
sión de Política Social y Empleo, del 29 de mayo de 1991, 
en la que informó sobre la aplicación y actualización de to- 
das estas actuaciones. 

En consecuencia, señorías, y por encima de las diferen- 
tes apreciaciones sobre el grado de cumplimiento de los 
acuerdos y de las medidas puestas en marcha por el Go- 
bierno, debemos señalar con claridad que se están cum- 
pliendo los acuerdos adoptados y las actuaciones previs- 
tas; que no estamos ante un colectivo desprotegido; que mi 
Grupo y el Gobierno mantienen la disponibilidad clara y 
abierta, mediante el diálogo con los afectados y sus asocia- 
ciones, a revisar y corregir cualquier aspecto del vigente 
sistema de protección, a fin de subsanar posibles carencias. 
Mi Grupo, como todos los de esta Cámara, así como el Go- 
bierno, se siente solidario con este colectivo y está com- 
prometido con él mientras siga necesitando protección. 

¿Para qué la Ponencia, si el Único problema pendiente, 
como se ha señalado aquí por los diversos intervinientes, 
que queda por resolver es el de las indemnizaciones, y éste 
no lo puede resolver una Ponencia? En este asunto no cabe 
sino repetir la posición manifestada reiteradamente por el 
Gobierno, en el sentido de que el pago de tales indemniza- 
ciones tiene que ser respuesta a una decisión judicial, en la 
medida en que el Estado administra recursos de todos los 
españoles y, por consiguiente, tiene que estar sometido a 
los principios de la ley y del derecho. El Gobierno entiende 
que sólo debe abonar las indemnizaciones cuando exista 
una sentencia firme de condena al Estado que así lo deter- 
mine y en la cuantía que en la misma se señale. 

Por todo lo expuesto, señora Presidenta, señorías, no 
consideramos necesaria ni oportuna la creación de dicha 
Ponencia. 

La señora PRESIDENTA: Para manifestar su acepta- 
ción o rechazo de la enmienda presentada por el Grupo Fe- 
deral de Izquierda Unida, tiene la palabra el señor Villalón. 

El señor VILLALON RICO: Nosotros tenemos que 
manifestar lógicamente que algunas de las intervenciones 
que se han producido ... 

La señora PRESIDENTA: Señoría, le recuerdo que se 
centre en el tema para el cual tiene la palabra. 

El señor VILLALON RICO: Brevemente, para que 
me sirva de introducción a la aceptación de la enmienda. 

Algunas de las intervenciones que aquí hemos escu- 
chado ponen de manifiesto lo que se hacía en otros tiem- 
pos, que había una gran discordancia entre lo que se llama 
la España oficial y la España real, entre lo que es la vida 
diaria de los ciudadanos y los que están en ciertos esta- 
mentos de las administraciones públicas; viven, por lo que 
se ve, en dos mundos diferentes. Yo estoy en contacto con 
los afectados y cuentan cosas totalmente diferentes de lo 
que han manifestado algunos de los diputados en este mo- 
mento. 

Dos cosas, señora Presidenta. Si un grupo parlamenta- 
rio dice que hay otras vías de solución para los problemas 
de los afectados, nosotros pedimos que las planteen, que 
nosotros las apoyaremos. 

Tengo que remitirme a la atención sanitaria. La aten- 
ción sanitaria en concreto a este grupo de ciudadanos es 
deficiente, tanto desde el punto de vista del seguimiento, 
como en lo concerniente a los equipos médicos que atien- 
den a los afectados ... 

La señora PRESIDENTA: Señoría, le insisto, céntrese 
en la aceptación o rechazo de la enmienda. 

El señor VILLALON RICO: Me llama la atención el 
malabarismo o equilibrismo político que hacen ciertos 
grupos parlamentarios en esta Cámara ... (Rumores.) 

La señora PRESIDENTA: Señoría, jacepta o no 
acepta la enmienda? 

El señor VILLALON RICO: Me resultan increíbles 
los planteamientos que hacen ... 

La señora PRESIDENTA: Señoría, no me obligue a re- 
tirarle la palabra, jacepta o no acepta la enmienda? 

El señor VILLALON RICO: Para terminar, acepta- 
mos la enmienda del Grupo de Izquierda Unida. 

- POR LA QUE SE INSTA AL GOBIERNO A 

MES, UN COMITE CONSULTIVO DEL SIS- 

POR EL GRUPO PARLAMENTARIO IU-IC. (NÚ- 

CONSTITUIR, EN EL PLAZO MAXIM0 DE UN 

TEMA NACIONAL DE SALUD. PRESENTADA 

mero de expediente 161/000082.) 

La señora PRESIDENTA: Proposición no de ley por la 
que se insta al Gobierno a constituir, en el plazo máximo 
de un mes, un Comité Consultivo del Sistema Nacional de 
Salud. 

Esta proposición no de ley ha sido presentada por el 
Grupo Federal de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
lunya. Para su defensa, tiene la palabra la señora Maestro. 

La señora MAESTRO MARTIN: La historia de la 
existencia de la Ley General de Sanidad, como en algún 
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otro aspecto de la legislación vigente, en algunos casos es 
más que dudosa. La Ley General de Sanidad, como uste- 
des bien saben, plantea un cambio de modelo que ni está fi- 
nanciado, ni, en muchos casos, corresponde a la voluntad 
política del Gobierno ni a las líneas generales de política 
sanitaria que, no en la teoría, sino en la práctica se llevan 
desarrollando. Tan es así que la Ley General de Sanidad es 
una bella inútil en la medida en que la mayoría de los ca- 
sos no se ha adoptado desarrollo reglamentario alguno de 
los preceptos que en ella se establecen. Por otro lado, la 
inexistencia de una ley de financiación y la ausencia de vo- 
luntad política del Gobierno de llevarla a cabo por la vía 
presupuestaria anual, convierten a los objetivos políticos 
de la Ley General de Sanidad en algo parecido al ataúd de 
Mahoma suspendido entre el cielo y la tierra. 

Sin embargo, hay aspectos concretos, como este que 
pretende abordar la proposición no de ley que defiendo. En 
la medida en que no suponen elementos fundamentales de 
modificación de la política sanitaria, ni dotación presu- 
puestaria para su realización, el que a estas alturas, desde 
el año 1986, no exista el comité consultivo del Sistema Na- 
cional de Salud, refleja con una evidencia que no es fácil 
encontrar de manera tan clara en otros aspectos de la Ley 
General de Sanidad, el que por un lado está la ley y por 
otro la realidad de la política sanitaria que está respon- 
diendo a otros principios no explicitados pero bien dife- 
rentes de los que se recogen en la Ley General de Sanidad. 

La creación del comité consultivo vinculado al Consejo 
Interterritorial del Sistema Nacional de Salud se contem- 
pla en el artículo 47.5. En el año 1986 se aprueba la Ley 
General de Sanidad, pero no es hasta el 11 de diciembre de 
1992 cuando se emite el Real Decreto 1.515 que establece 
la creación del citado comité consultivo, así como sus 
competencias, composición y funciones. La realidad es 
que hasta la fecha no se producido su constitución. 

Quiero decir que las ideas y los planteamientos políti- 
cos de Izquierda Unida acerca de la forma de desarrollar la 
participación de la población, de los colectivos sociales en 
la asistencia sanitaria, no circula por los mismos derroteros 
del artículo 47.5. En nuestra opinión, y como he manifes- 
tado en la proposición no de ley anterior, la capacidad de- 
cisoria de los colectivos parece un contenido indispensable 
para que se pueda hablar de participación real y no de mera 
participación anecdótica o decorativa. 

Sin embargo, con realismo aceptamos y defendemos 
los avances que en esa dirección pudieran darse y, por 
tanto, entendemos injustificable que este comité consul- 
tivo del Sistema Nacional de Salud no se haya constituido 
hasta la fecha. Por ello, la proposición no de ley es tan sim- 
ple como instar al Gobierno a constituirlo en el plazo má- 
ximo de un mes, porque entiendo que SS. SS. lo aceptarán 
como suficiente, ya que todas las medidas reglamentarias 
están adoptadas. El que hasta la fecha no se haya consti- 
.tuido responde exclusivamente, en mi opinión, a factores 
de voluntad política que esta proposición no de ley pre- 
tende apoyar en un sentido determinado. 

Quiero decir finalmente que esta dilación indebida en la 
constitución de los órganos de participación no se refiere 
solamente al comité cónsultivo del Sistema Nacional de 

Salud, sino que se refiere también a órganos de participa- 
ción hospitalaria, a Órganos de participación en áreas bási- 
cas de salud. Entendemos que la existencia del comité con- 
sultivo podría agilizar y llevar a la práctica instancias de 
participación que o bien no existen o bien están funcio- 
nando poco menos que al ralentí. 

La señora PRESIDENTA: iGrupos que desean inter- 

Por el Grupo Parlamentario Vasco, tiene la palabra el 
venir? (Pausa.) 

señor Gatzagaetxebm'a. 

El señor GATZAGAETXEBARRIA BASTIDA: Se- 
ñora Presidenta, voy a fijar la posición del Grupo Vasco 
respecto a la proposición no de ley presentada por Iz- 
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya que nuestro Grupo 
va a apoyar. 

El artículo 47.5 de la Ley General de Sanidad crea un 
instrumento en el seno de una organización pluriadminis- 
trativa, como es el Consejo Interterritorial, que es el que 
diseña la política sanitaria entre las diferentes administra- 
ciones públicas. Consideramos que la ausencia de consti- 
tución de este órgano consultivo del Consejo Interterrito- 
rial quizás sea debida a problemas de orden interno de las 
diferentes administraciones sanitarias y colectivos que tie- 
nen que determinar y fijar sus representantes de conformi- 
dad con lo previsto en el artículo 2." del Real Decreto 
1.5 15/1992, puesto que hay una representación de asocia- 
ciones empresariales, organizaciones de consumidores y 
organizaciones sindicales. 

Por el conocimiento que tenemos nosotros, las diferen- 
tes administraciones públicas sanitarias con responsabili- 
dades en la materia han efectuado ya en la reunión del ú1- 
timo Consejo Interterritorial que fue, creo recordar, a fina- 
les de 1993, el diseño de nombramientos de estas adminis- 
traciones. El problema puede estar en los diferentes repre- 
sentantes de sectores sociales, de consumidores y usuarios, 
sindicatos y asociaciones empresariales. El Gobierno en 
definitiva tampoco podría, en su caso, proceder a la cons- 
titución en regla y en forma del órgano consultivo en la 
medida en que no existen designados representantes. 
Nuestro Grupo sí instm'a al Gobierno a que, en la medida 
de lo posible, recabe de estas asociaciones que deben tener 
su representación en el órgano consultivo que, con la ma- 
yor brevedad posible, designen sus representantes para que 
entre en funcionamiento el órgano consultivo del Consejo 
Interterritorial. 

Con esas consideraciones, vamos a apoyar la proposi- 
ción no de ley del Grupo Federal de Izquierda Unida-Ini- 
ciativa per Catalunya. 

La señora PRESIDENTA: Por el Grupo Catalán (Con- 
vergencia i Unió), el señor Cardona tiene la palabra. 

El señor CARDONA I VILA: Señora Presideñta, se- 
ñoras y señores Diputados, voy a fijar la posición de nues- 
tro Grupo en este caso. 

Como se ha dicho, la Ley General de Sanidad prevé la 
creación de este comité consultivo y a su vez, tal como co- 
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rresponde al desarrollo reglamentario de esta Ley, en el 
Real Decreto de 11 de diciembre de 1992 se recogió la 
composición y funciones de este comité consultivo. 

El tiempo transcurrido desde el 11 de diciembre de 
1992, que de hecho ha retardado la constitución de este co- 
mité, podría ser debido a la elección de los representantes, 
tal como ha dicho el portavoz que me ha precedido en el 
uso de la palabra, puesto que, en el artículo 2.", que trata de 
la composición de dicho comité consultivo, está previsto 
que sean seis representantes designados por las organiza- 
ciones sindicales que hayan obtenido la condición de más 
representativas, seis representantes designados por las or- 
ganizaciones empresariales que gocen de capacidad repre- 
sentativa, seis representantes de las organizaciones de con- 
sumidores y usuarios que a tal efecto designe el Consejo de 
Consumidores y Usuarios, y dieciocho representantes de 
las administraciones públicas presentes en el Consejo In- 
terterritorial del Sistema Nacional de Salud y distribuidos 
de la forma siguiente: nueve en representación de la Ad- 
ministración del Estado y los nueve restantes en represen- 
tación de las comunidades autónomas. El tiempo transcu- 
rrido para que las organizaciones sindicales, empresariales 
o las de consumidores y usuarios no hayan elegido a sus 
representantes, no nos parece motivo suficiente para ese 
retraso. En cualquier caso, no puede entorpecer la consti- 
tución de un comité consultivo que nosotros entendemos 
necesario y que, como decimos, contempla la Ley General 
de Sanidad. 

Por estas razones, si no se nos dan justificaciones, no- 
sotros votaríamos a favor de la creación de este comité 
consultivo del Sistema Nacional de Salud, a no ser que su 
constitución sea ya inminente. 

La señora PRESIDENTA: Por el Grupo Parlamentario 
Popular, tiene la palabra el señor Burgos. 

El señor BURGOS GALLEGO: Sin lugar a dudas, la 
primera observación que me viene a la cabeza en relación 
con esta proposición no de ley es que resulta un tanto de- 
cepcionante que, una vez más, los grupos parlamentarios, 
en este caso Izquierda Unida-Iniciativa per Cataiunya, ten- 
gan que recurrir a una iniciativa de estas características, 
que tiene un carácter vinculante en lo político y no tanto en 
lo jurídico, para que el Gobierno desarrolle una serie de 
preceptos contenidos en una ley tan importante para la sa- 
nidad como es la Ley General de Sanidad. Decepcionante 
y preocupante por lo que evidencia, desde nuestro punto de 
vista, de desinterés, de falta de compromiso y, yo diría 
también, de falta de confianza en el a1cance.y en las pro- 
pias posibilidades de una Ley como ésta, que los socialis- 
tas generaron con muy poca voluntad de acuerdo, por 
cierto, y que ellos mismos están dejando morir por inani- 
ción reglamentaria, si se me permite la expresión. Al fin y 
al cabo, las leyes, y ésta especialmente, son un instrumento 
para la aplicación de unas políticas determinadas. Desde 
ese punto de vista, la devaluación de esos instrumentos su- 
pone también la devaluación de la política a la que sirven. 
En cualquier caso, ése es el problema con el que nos en- 

frentamos: la devaluación de todo un modelo de política 
sanitaria en nuestro país. 

Desde luego, el que una ley socialista no satisfaga las 
necesidades del país resulta algo bastante corriente, pero 
que ni siquiera resulte ya satisfactoria para aquellos que la 
redactaron en su momento y que pusieron en ella todas sus 
convicciones más profundas, desde el punto de vista de en- 
tender la sanidad de una forma concreta, ya es como para 
bordear el patetismo. Que ocho años después de la pro- 
mulgación de esta Ley -recordemos que fue promulgada 
el 25 de abril de 1986 y estamos a 13 de abril de 1994- 
estemos debatiendo aquí el incumplimiento de una dispo- 
sición de la Ley General de Sanidad, contenida en su ar- 
tículo 47.5, es un claro síntoma de cómo están las cosas en 
este Departamento. Mi Grupo no sabe ya qué resulta peor, 
si que la Ley se desarrolle o que se quede como está. Les 
aseguro que no lo tenemos nada claro, y se lo digo con toda 
franqueza. En todo caso, nos parece que tal vez sea dudosa 
la eficacia de este debate. Resultaría un tanto esperpéntico, 
señorías, que el Ministerio decidiera desarrollar la Ley a 
golpes de iniciativas parlamentarias e instar a que, en el 
plazo de un mes, se haga lo que no se ha hecho en ocho 
años, no deja de constituir un cierto ejercicio de ingenui- 
dad a estas alturas. 

Señorías, el rosario de incumplimientos de las disposi- 
ciones de la Ley General de Sanidad sigue siendo la mues- 
tra más palpable del fracaso de un modelo concreto de sa- 
nidad. Y no creo equivocarme si digo que tal vez la crea- 
ción de ese comité consultivo, previsto en el artículo 47.5 
de la Ley, es un aspecto bastante secundario si lo compara- 
mos con todas las manifiestas carencias en el desarrollo de 
esa misma Ley. 

Si los grupos parlamentarios nos decidiéramos a pre- 
sentar en esta Comisión una proposición no de ley por cada 
uno de los aspectos nula o insuficientemente desarrollados 
contenidos en la Ley General de Sanidad, ocuparíamos 
probablemente todas las sesiones de esta Comisión en lo 
que queda de legislatura, que, por cierto, no parece que sea 
mucho dada la situación que se vive en algunos ámbitos. 
(Rumores.) 

Pero veamos algunas carencias, sin ánimo, señora Pre- 
sidenta, de ser exhaustivo y a título orientativo para sus se- 
ñorías. La Ley General de Sanidad presenta carencias en 
su desarrollo, entre otras ... 

La señora PRESIDENTA: Señor Burgos, si me per- 
mite, no se trata tanto de hacer el análisis de todas las ca- 
rencias que presenta la Ley, sino que la proposición no de 
ley que se ha presentado hoy habla de una en concreto. Le 
ruego que tenga la amabilidad de centrarse. 

El señor BURGOS GALLEGO: Sí, señora Presidenta, 
pero yo creo que el debate sobre esta aportación nos per- 
mite también hacer un analisis de lo que no es más que una 
muestra de un rosario de incumplimientos que, como digo, 
afectan a un montón de artículos de la propia Ley práctica- 
mente en la totalidad de su contenido. 

En todo caso, y ya que la Presidencia está hoy un tanto 
restrictiva en la concesión del uso de la palabra, hay que 
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decir que el Comité no se ha constituido todavía, cierta- 
mente; que es buen ritmo el que lleva el Ministerio: seis 
años para sacar adelante un Real Decreto y otros dos años 
sin llevarlo a efecto, lo cual, sin duda, es un ejemplo de 
agilidad normativa y de gestión. La elaboración del Regla- 
mento de régimen y funcionamiento podría llevarnos otros 
tres o cuatro años a partir de su constitución. Al final, la in- 
tervención y la proposición no de ley de Izquierda Unida 
en esta Comisión me lleva a reflexionar sobre si éste es 
realmente el camino acertado para resolver los problemas 
que tiene nuestra sanidad. 

Votaremos a favor de la proposición, porque lo que se 
pide es que se cumpla lo dispuesto en una ley, pero tam- 
bién queremos poner de manifiesto esa reflexión. El ex- 
ceso de regulación y la proliferación inacabable de órga- 
nos, de comisiones, de consejos puede hacernos al final 
perder a todos una cierta idea de la realidad. 

Nos hemos vuelto, bien es verdad que unos más que 
otros, tan obsesivos con las normas según las cuales tienen 
que hacerse las cosas, regulando todos los procesos, inter- 
viniendo de mil maneras, que estamos ignorando los resul- 
tados de nuestra sanidad, que no son en absoluto buenos. 
El resultado es que quedan en suspenso leyes que no se de- 
sarrollan, que no se cumplen, que no alcanzan los objeti- 
vos para los que fueron concebidos y, al final, la parálisis, 
la ineficacia y el desánimo cunden por doquier. 

El modelo socialista, desde nuestro punto de vista, está 
agotado y, desgraciadamente, ninguna de estas propuestas 
que se pueden llevar a cabo de forma aislada va a insuflar 
ya el aire que necesitan para volver al rumbo perdido. 

La Ley General de Sanidad no resuelve los problemas 
de la sanidad y cuanto más se desarrolle, más se hundirá la 
sanidad en el desánimo y en el descontrol. A nuestra sani- 
dad no le hace falta más burocracia, no le hace falta más 
papel, no le hace falta más órganos, siquiera consultivos, 
ni más organismos. Lo que le hace falta es un modelo dis- 
tinto y todo lo que no sea esto será enfangarnos aún más en 
esa falta de criterio y en esa falta de actuaciones concretas. 

La señora PRESIDENTA: Gracias por atender la reco- 

Por el Grupo Socialista, tiene la palabra la señora 
mendación de esta Presidencia. 

Novoa. 

La señora NOVOA CARCACIA: Intervengo para fi- 
jar la posición del Grupo Parlamentario Socialista sobre la 
proposición. no de ley de Izquierda Unida-Iniciativa por 
Cataluña que estamos debatiendo y por la que se insta al 
Gobierno a constituir, en el plazo máximo de un mes, un 
comité consultivo del Sistema Nacional de Salud. 

Espero que con mi intervención críticas de algunos gru- 
pos que se han vertido en este debate sean acalladas. Desde 
luego, queremos demostrar que en ningún caso el desarro- 
llo de la Ley General de Sanidad responde a impulsos de 
iniciativas parlamentarias de esta Cámara. 

He de decir al portavoz del Grupo Popular que el mo- 
delo de política sanitaria que defiende no puede nunca ser 
coincidente con el que defienden el Grupo Parlamentario 

Socialista y el Gobierno. Eso precisamente es una de las 
virtualidades del sistema democrático. 

Efectivamente, señora Maestro, la Ley 14/1986 Gene- 
ral de Sanidad en su artículo 47.5 prevé la constitución del 
comité consultivo del Sistema Nacional de Salud y la Ley 
del Medicamento 25/1990, convierte este comité consul- 
tivo en un Órgano de representación paritaria de las admi- 
nistraciones presentes en el Consejo Interterritorial y las 
organizaciones sindicales, empresariales y de consumido- 
res y usuarios. Por Último, el Real Decreto 11 15/92, de 11 
de diciembre, desarrolló las normas anteriores y reguló la 
composición y funciones del citado comité consultivo. 

Hasta aquí, señorías, los antecedentes legales a los que 
se han hecho referencia por parte de distintos portavoces y 
sobre los que se fundamenta la iniciativa del Grupo Parla- 
mentario de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya. 

Quiero empezar indicando a SS. SS. que ya se han 
puesto en marcha por parte del Ministerio de Sanidad y 
Consumo todos los mecanismos necesarios para la consti- 
tución formal del comité consultivo del Sistema Nacional 
de Salud. A este respecto, quiero indicarles que en la reu- 
nión del Pleno del Consejo Interterritorial del Sistema Na- 
cional de Salud, sesión celebrada el día 20 de diciembre de 
1993, se adoptó el acuerdo de que la representación de las 
administraciones presentes en el Consejo se constituyera 
conforme a lo establecido en el artículo 3." del Real De- 
creto anteriormente citado, quedando conformado de la si- 
guiente forma: cinco representantes del Ministerio de Sa- 
nidad y Consumo, entre ellos el Subsecretario del Departa- 
mento y el Director General de Alta Inspección y Relacio- 
nes Internacionales; un representante de cada uno de los 
Ministerios de Administraciones Públicas, Asuntos Socia- 
les, Econom'a y Hacienda, y Trabajo y Seguridad Social; 
un representante de cada una de las comunidades autóno- 
mas de: Baleares, Canarias, Castilla-León, Cataluña, Ex- 
tremadura, Gaiicia, Madrid, Murcia y Valencia. La repre- 
sentación de las organizaciones sindicales y empresariales 
se ha establecido en la proporción indicada por la Ley Or- 
gánica de Libertad Sindical, correspondiendo un represen- 
tante a la organización ELA-STV, un representante a 
CIGA, dos a Comisiones Obreras y dos a UGT. Final- 
mente, integrarán este comité consultivo seis representan- 
tes de las organizaciones empresariales. 

Por parte del Ministerio de Sanidad y Consumo se 
cursó en su momento solicitud a los distintos organismos 
y organizaciones para que efectuaran la designación co- 
rrespondiente de representantes y hasta la fecha se ha re- 
cibido respuesta de todos los organismos y organizacio- 
nes, salvo de una concreta, lo que permite que el Ministe- 
rio de Sanidad prevea la constitución inmediata del citado 
comité consultivo. Si no está en estos momentos ya cons- 
tituido es porque hasta fechas muy recientes el número de 
organizaciones y organismos que no habían notificado al 
Ministerio de Sanidad y Consumo quién sería su repre- 
sentante en el referido comité, no lo habían formulado to- 
davía. . 

Creo que esta información agradará no sólo a la señora 
Maestro sino a la totalidad de los portavoces de los respec- 
tivos grupos parlamentarios. Es por ello por lo que a mi 
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Grupo Parlamentario no le parece oportuno que esta Cá- 
mara vote una iniciativa que insta al Gobierno a que haga 
algo que está a punto de concluir y de hacer. Como decía el 
portavoz del Grupo Catalán (Convergencia i Unió), se 
puede afirmar que es inminente la constitución del mismo. 
Por esta razón, el voto del Grupo Parlamentario Socialista 
será contrario a la toma en consideración de esta iniciativa. 

Para finalizar, señora Presidenta, quiero expresar la 
coincidencia de mi Grupo Parlamentario con la portavoz 
proponente de esta iniciativa en la importancia de la parti- 
cipación de la población en la gestión y control de la sani- 
dad pública, pero en ningún caso puedo aceptar el reproche 
de falta de voluntad en política, que de alguna forma se ha 
insinuado por la señora Maestro. No podía ser de otro 
modo pues, si la Ley General de Sanidad establece esta 
participación es porque existía en su momento y existe una 
voluntad política de que los usuarios de la sanidad pública 
tengan ese papel de participación en la planificación y con- 
trol del sistema sanitario. 

Nada más. 

- SOBRE AYUDAS A NIÑOS AFECTADOS DE CE- 
GUERA EN JAEN. PRESENTADA POR EL 

mero de expediente 161/000096.) 
GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR. (Nú- 

La señora PRESIDENTA: Proposición no de ley sobre 
ayudas a niños afectados de ceguera en Jaén, que presenta 
el Grupo Parlamentario Popular. 

Para su defensa y presentación, tiene la palabra el señor 
De Torres. 

El señor DE TORRES GOMEZ: Cuando presenté 
esta proposición no de ley sentía un cierto pudor ... (Rumo- 
res.) 

La señora PRESIDENTA: Un momento, señor de To- 

Continúe, señor Diputado. 
rres. Señorías, por favor, ruego guarden silencio. 

El señor DE TORRES GOMEZ: Decía que cuando 
presenté esta proposición no de ley sentí un poco de pudor 
al pensar que niños con estas disfunciones pudieran ser uti- 
lizados. Al menos en la mente de mi Grupo no está esa idea 
ni muchísimo menos; con estos niños, por lo menos, no. 

Lo que ocurre es que últimamente he tenido contacto 
con estas familias, he convivido con ellas y he visto que a 
lo largo del tiempo todo el problema que tenían referente a 
su nacimiento se había visto agravado por la edad, precisa- 
mente en unas familias modestas que se desesperan por- 
que.. . (Rumores.) 

La señora PRESIDENTA: Señor de Torres, un mo- 
mento por favor. 

Vamos a permitir que las condiciones acústicas de la 
sala hagan posible que se exprese S. S., que le escuchemos 
y le entendamos. (Pausa.) 

h e d e  proseguir. 

El señor DE TORRES GOMEZ: Decía que el tema se 
había agravado con la edad y máxime en familias modes- 
tas que se desesperan al ver que el futuro de sus hijos, si no 
se les ayuda, y no quieren verlos así, sólo tiene una solu- 
ción, que es la de vender cupones. 

Señorías, durante los primeros seis meses del año 1988, 
el servicio de pediatría del Hospi.hl General de Especiali- 
dades de Jaén trató a 183 recién nacidos prematuros. De 
ellos, quince se verían afectados por distintas lesiones en el 
aparato ocular, resultando ocho de ellos totalmente ciegos. 

El hecho de que no hubiera precedentes en dicho centro 
en un caso de estas características ni, curiosamente, des- 
pués y la sospecha de que hubiera podido producirse una 
negligencia en el manejo de la incubadora del citado servi- 
cio, confirmada después mediante un anónimo, motivó la 
correspondiente denuncia presentada por los padres de los 
afectados. Sin embargo, las diligencias a que dicha denun- 
cia dio lugar fueron archivadas por el Juzgado de Instruc- 
ción número 2 de Jaén, archivo que la Audiencia Provin- 
cial confirmó, tras el oportuno recurso de apelación inter- 
puesto por los interesados en enero de 1991, o sea, a los 
tres años de haberse producido el hecho. Este archivo se 
produce a pesar de que en los razonamientos jurídicos de la 
sentencia, en el punto tercero, se dice, y cito textualmente: 
Pasando a la comprobación de los hechos denunciados, del 
examen pormenorizado de las pruebas practicadas, espe- 
cialmente de las historias clínicas, aparece que los aparatos 
utilizados durante el tratamiento de los ocho niños en al- 
gunos casos no siempre ha funcionado correctamente el 
oxímetro de la incubadora. Asimismo, tampoco en algunos 
casos se han seguido las pautas que se recogen en el in- 
forme del doctor Molina Font (el doctor Molina Font es 
uno de los mayores especialistas en oftalmología de Anda- 
lucía) e incluso se puede decir que a algunos de los prema- 
turos no se les ha aplicado tratamiento de ninguna clase. 
Fin de la cita de los razonamientos jurídicos de la senten- 
cia. Y se archivó con estos fundamentos el caso. Caso ce- 
rrado, pero que seis años después lo cierto y verdad es que 
quedan siete familias con ocho hijos ciegos -una de ellas 
tuvo la desgracia incluso de tener mellizos-, algunos de 
los cuales no sólo no ven, sino que padecen otras afeccio- 
nes colaterales graves, como son subnormalidades, proble- 
mas locomotrices, algunos de ellos incluso no hablan, sólo 
emiten una especie.de balbuceos y roncos sonidos gutura- 
les, mientras mantienen la cabeza agachada con los ojos 
perdidos en el vacío de un suelo que ni siquiera ven, y a los 
que la Seguridad Social ha despachado con 3.000 pesetas 
al mes, que ha aumentado recientemente a 6.000, cuando 
deberían estar protegidos de por vida al menos con el sala- 
rio mínimo y cuando menos hasta que puedan valerse por 
sí mismos. 

Posteriormente, señorías, y con ocasión de recibir el 
abogado de éstos -por cierto, por ser todos de origen hu- 
milde incluso tuvieron que endeudarse para poder promo- 
ver la causa- un anónimo en el que se aportaban nuevos 
datos sobre el caso, se solicita la reapertura de la causa, de- 
cretando finalmente el antedicho Juzgado no haber lugar a 
la misma, basándose en que era un anónimo. A tal efecto 
recuerdo a la Comisión que el caso Ollero se destapó gra- 
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cias a las investigaciones derivadas de un anónimo. ¿Qué 
decía el anónimo? Parece ser que un estudiante de enfer- 
mería, que es el que lo remitió incitado por remordimien- 
tos de conciencia fácilmente explicables, explicaba lo que 
pudo pasar en la sala de incubadoras para que los niños 
qued,iran ciegos. Según éste, las enfermeras del turno de 
tarde de la sala de incubadoras habrían delegado sus fun- 
ciones en un grupo de estudiantes de segundo de enferme- 
ría que había estado allí haciendo prácticas, y hago abs- 
tracción de otros datos por no venir a cuento. Los alumnos 
- d i c e  la carta- no sabíamos nada de patología de pre- 
maturos ni sobre parámetros de oxígeno recomendados ni 
de dosímetros que estuvimos manipulando. Sentimos, de 
verdad, lo que ha sucedido, pero nos mandaron hacerlo. 
Caso archivado, señorías. Resulta, por tanto, en el orden 
penal, la inexistencia de responsabilidades personales, 
pero las circunstancias del caso nos hacen pensar a cual- 
quiera, sin embargo, en la concurrencia de factores vincu- 
lados al funcionamiento de las incubadoras como los cau- 
santes de las graves lesiones sufridas por los recién naci- 
dos con el resultado final de una ceguera total en ocho ca- 
sos, así como las secuelas derivadas de tal actuación. Que 
todos ellos sufrieran el mismo mal: fibroplasia retrolental, 
en un espacio de tiempo por lo reducido e inusual de tres 
meses, en los cuales quince niños tenían problemas ocula- 
res, ocho de ellos ciegos, todos habían ocupado las incuba- 
doras en los meses de febrero, marzo y abril de 1988, dán- 
dose la circunstancia de que ni con anterioridad a esos me- 
ses ni con posterioridad a los mismos han vuelto a repetirse 
nuevos casos de ceguera en prematuros, el que todos ellos 
sufrieran el mismo mal, repito, y el que se admitieran dis- 
funciones en el tratamiento recibido así nos lo hacen 
pensar. 

Observando la diferencia entre lo ocurrido en esos tres 
meses de 1988 y lo que podríamos decir normal en el resto 
del tiempo y de los años anteriores y posteriores, arroja 
una vehemente sospecha de que hay un elemento nuevo 
que incide en los primeros meses de 1988 y que produce 
tremendos efectos, elemento que a nuestro juicio no puede 
ser otro que la disfunción de las incubadoras. Todos los ni- 
ños que contrajeron la ceguera pasaron por las mismas in- 
cubadoras sobre las que, además existían serios indicios de 
un mal funcionamiento en cuanto al oxímetro. Y aunque 
en las diligencias penales que como consecuencia de estos 
hechos se siguieron los órganos judiciales no encontraron 
responsabilidad penal por culpa, ello no obsta a que exista 
un serio atisbo de responsabilidad civil de la Administra- 
ción. Al parecer, responsabilidad penal, ninguna, pero mo- 
ral, toda. 

Cinco años después de ocurridos aquellos hechos, sin 
embargo, no se trata con la presente proposición no de ley 
de poner en cuestión, repito, las soluciones judiciales ni de 
establecer responsabilidades que han quedado salvadas, 
pero sí de poner de manifiesto ante esta Comisión la exis- 
tencia de un caso de ocho niños prematuros que desde la 
Óptica del Estado de derecho de ninguna manera puede 
quedar sin respuesta por los poderes públicos, caso en el 
que, además, el tiempo no hace sino acrecentar sus dimen- 
siones. Y, bien por esta razón o siquiera sea por una mera 

actitud asistencial, lo que sí parece claro es la necesidad de 
que siendo como son todos los perjudicados familias mo- 
destas, este Estado, que seguimos llamando del bienestar, 
concurra a aliviar de alguna manera los trágicos e irreme- 
diables males causados y no los despache con seis mil pe- 
setas al mes. La preocupación de estas familias lo es ahora 
en el presente, pero lo es mucho mayor de su futuro. Seño- 
rías, lavar la conciencia pública con una actitud de ayuda a 
quienes, no ciertamente, pero sí muy probablemente, he- 
mos perjudicado, constituye, sin duda, un ejercicio de la 
equidad y modera siempre las inevitables aristas que espe- 
cialmente en este caso ha tenido la justicia. Sabido es que 
la justicia es ciega, así al menos nos la representan, pero en 
este caso, señorías, la injusticia, además de idiota, sería 
ruin. Seamos, desde esta Comisión del Congreso de los Di- 
putados, una especie de lazarillo de estos niños, a los que 
alguien tendrá que explicar algún día por qué están ciegos 
y qué se hizo por ellos. 

Por todo ello, señorías -y termino- este Diputado 
reitera la petición que contiene esta proposición no de ley 
en cuanto a instar al Gobierno a que disponga las medidas 
oportunas y los medios necesarios con el fin de que ocho 
niños afectados, estos ocho niños reciban los tratamientos 
adecuados a su enfermedad, a su educación y a su forma- 
ción humana. 

La señora PRESIDENTA: ¿Qué grupos desean inter- 

Por el Grupo Parlamentario Catalán de Convergencia i 
venir? (Pausa.) 

Unió, tiene la palabra el señor Cardona. 

El señor CARDONA I VILA: Señoras y señores Dipu- 
tados, desde nuestro punto de vista entendemos que es ne- 
cesario garantizar la asistencia sanitaria adecuada a esos 
niños afectados, aunque fuera por una simple razón de hu- 
manidad. De todas maneras, no sabemos si es necesaria y 
pertinente la proposición no de ley para garantizar precisa- 
mente esa asistencia, pues el sistema sanitario público 
tiene ya la obligación de atenderles, y en este sentido tene- 
mos que recordar lo de las transferencias sanitarias al sis- 
tema andaluz de sanidad. 

En el texto de la proposición no de ley se hace referen- 
cia a que reciban el tratamiento adecuado a su enfermedad 
y a las secuelas producidas por ésta. Indudablemente, el 
tratamiento sanitario es competencia del sistema andaluz 
de sanidad y tendría que ser sufragado por él. 

Ahora bien, en la intervención que ha hecho el portavoz 
del Grupo Popular ha añadido algunos aspectos colatera- 
les, de los cuales participamos totalmente, precisamente 
por la preocupación del Grupo parlamentario proponente, 
así como de su portavoz, por sensibilidad y, además, por 
simple solidaridad, así tenemos que entenderlo. También 
participamos de la preocupación que representa el futuro 
de estos afectados en cuanto -como ha añadido muy 
bien- a la educación y formación, así como a la atención 
adecuada a su situación. 

Ahora bien, aquí lo que se debate, desde nuestro punto 
de vista y de acuerdo con nuestro concepto del Estado de 
las autonom’as, no es una cuestión menor la del reparto de 
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competencias, tanto las que tiene la Administración cen- 
tral, como las de la Administración autonómica. Y noso- 
tros, sinceramente, dando por sentado esa participación en 
la preocupación del Grupo proponente, la cuestión compe- 
tencial, no vemos con buenos ojos en absoluto que esta 
preocupación pudiera ser un motivo, una causa, una «ex- 
cusa», por decirlo entre comillas, de que cada Administra- 
ción no tuviera un estricto cumplimiento de las competen- 
cias que conlleva. A tal efecto, lo de educación y forma- 
ción son competencias transferidas y lo de la atención so- 
cial adecuada entendemos, si no se nos demuestra lo con- 
trario, que también es competencia transferida a la comu- 
nidad autónoma de referencia. 

La señora PRESIDENTA: Por el Grupo Federal de Iz- 
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya, tiene la palabra la 
señora Maestro. 

La señora MAESTRO MARTIN: Intervengo simple- 
mente para manifestar la posición de mi Grupo de acuerdo 
con los argumentos manifestados por el portavoz del 
Grupo Popular. 

Creemos que, independientemente de las sentencias ju- 
diciales a las que ha hecho referencia, desde el punto de 
vista estrictamente médico hay una relación etiológica re- 
conocida entre la falta de oxígeno en prematuros y la fi- 
broplasia retrolental, que parece ser que es la enfermedad 
que afecta a estos niños. 

Comparto los argumentos manifestados por el portavoz 
del Grupo Parlamentario Catalán (Convergencia i Unió), 
en relación con la posibilidad de que los aspectos relacio- 
nados con las necesidades sanitarias o extrasanitarias o co- 
laterales desde el punto de vista sanitario de estos niños 
pudieran ser objeto de competencias transferidas a la Co- 
munidad Autónoma de Andalucía. En cualquier caso, yo 
entiendo que hay algo previo, y es el funcionamiento del 
sistema sanitario público y, por lo tanto, las incidencias 
ocurridas en su funcionamiento de las que pudieran deri- 
varse alteraciones tan graves como las que afectan a esos 
ocho niños, así como -hay que decirlo- que el número 
de niños afectados no es una cantidad grandísima como 
para que desde el punto de vista presupuestario no se pu- 
diera asumir. Yo pienso que el Grupo Catalán debería -mi 
Grupo lo va a hacer- apoyar esta proposición no de ley 
del Grupo Popular, entendiendo que manifiesta la preocu- 
pación global de esta Comisión instando al Gobierno a ac- 
tuar en un determinado sentido para garantizar que eso no 
se produzca, sin que eso pueda realizarse en detrimento o 
al margen de competencias atribuidas a la Comunidad Au- 
tónoma de Andalucfa, en cuyo caso, creo que podría ser un 
buen ejemplo de coordinación entre diferentes niveles de 
la Administración del Estado, de cuyas deficiencias no pu- 
diera derivarse la falta de adecuación de las prestaciones 
sociales sanitarias, educativas, etcétera, con la especifici- 
dad que la enfermedad de estos niños reclama, por dificul- 
tades presupuestarias o en la coordinación de las adminis- 
traciones sanitarias, que serían argumentos perfectamente 
justificables desde el punto de vista administrativo, pero, 
en mi opinión, difíciles de comprender por familias afecta- 

das a un nivel tan serio como el que se ha producido por el 
incidente ocurrido en un hospital de la sanidad pública en 
Jaén. (El señor De Torres Gómez pide la palabra.) 

La señora PRESIDENTA: ¿Señor De Torres? 

El señor DE TORRES GOMEZ: Para hacer una recti- 
ficación personal. 

La señora PRESIDENTA: Tiene la palabra. 

El señor DE TORRES GOMEZ: El hablar de ceguera 
me ha hecho calificar al doctor Molina Font como qftal- 
mólogo. Quiero rectificar porque sabía que no lo es, pero 
hablando de ceguera se me ha ido el santo al cielo. Es ca- 
tedrático de Pediatría de la Universidad de Granada. 

La señora PRESIDENTA: De acuerdo. Queda refle- 

Por el Grupo Socialista, tiene la palabra la señora Ro- 
jada, señor De Torres, su precisión. 

dríguez Ortega. 

La señora RODRIGUEZ ORTEGA: Señorías, debati- 
mos una iniciativa presentada por el Grupo Popular que, en 
opinión de mi Grupo Parlamentario, está presentada en 
unos términos bastante incorrectos, lo que le lleva a ser im- 
preciso en lo que insta al Gobierno, en la formulación 
exacta de su iniciativa. Además, está redactada en térmi- 
nos obligadamente incorrectos, puesto que está planteando 
que debatamos en esta Comisión, y de hecho lo estamos 
haciendo, la política sanitaria, materia en la que el Go- 
bierno de la nación no tiene competencias, están absoluta- 
mente todas transferidas a la Comunidad Autónoma de 
Andalucía. Por tanto, entiendo que no debe ser éste el ám- 
bito si lo que queremos es precisamente hacer referencia al 
tratamiento sanitario y médico del caso de estos ocho ni- 
ños afectados de ceguera en la provincia de Jaén. 

Además, el señor Portavoz del Grupo Popular conoce 
que el proceso de transferencias a la Comunidad Autó- 
noma Andaluza se inicia ya en la etapa preautonómica, en 
el año 1981, y se lleva a cabo en los años siguientes. In- 
sisto, en estos momentos la Junta de Andalucía, en este 
caso la Consejería de Salud, tiene competencias plenas en 
esta materia, que se llevan a cabo no solamente en el ám- 
bito competencial, sino también en cuanto a los servicios y 
las funciones referidas al Instituto Nacional de la Salud. 

Quizá baskuía esta argumentación de mi Grupo Parla- 
mentario para dar respuesta a esta iniciativa parlamentaria. 
Sin embargo, estimo conveniente hacer algunas reflexio- 
nes a continuación. 

En primer lugar, quiero expresar de forma clara y ro- 
tunda la solidaridad del Grupo Parlamentario Socialista, y 
la mía como Diputada por la circunscripción de Jaén, con 
las familias, con los padres y las madres de estos niños 
afectados que, sin duda, viven una situación dolorosa por 
el caso que analizamos, que provoca la pérdida de visión 
en ocho niños recién nacidos prematuros. Eso es algo de lo 
que quiero dejar constancia, pero entiendo que el ámbito 
de esta Comisión no solamente debería utilizarse para PO- 
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ner de manifiesto este sentimiento por parte de los Grupos 
Parlamentarios, sino para algo más. Entiendo que debemos 
ser especialmente cuidadosos y que debemos tratar estos 
temas con absoluta prudencia y seriedad. (Rumores.) 

La señora PRESIDENTA: Un momento, señora Rodrí- 

Puede continuar. 
guez. (Pausa.) 

La señora RODRIGUEZ ORTEGA: Gracias, señora 
Presidenta. 

Decía que yo creo que estamos razonablemente obliga- 
dos a aportar elementos de racionalidad en estas situacio- 
nes en las que estamos abordando casos de minusvalías 
producidas por determinadas lesiones, pero que, además, y 
al mismo tiempo, tocan lo que son los sentimientos de las 
personas y las familias de estos niños. 

Se trata, efectivamente, señorías, como ya se ha puesto 
de manifiesto, de una lesión conocida como fibroplastia 
retrolental que se produce en ocho niños nacidos en los pri- 
meros meses del año 1988, que son atendidos en el Hospi- 
tal General de Especialidades de Jaén. Sin embargo, no se 
ha dicho de forma expresa que estos niños son bebés pre- 
maturos, que, por tanto, presentan cierto riesgo y que ne- 
cesitan una terapia específica y realmente compleja, com- 
plicada. 

La situación, al producirse este problema, lleva a las fa- 
milias, a los padres afectados a presentar una serie de de- 
nuncias que son archivadas, como también ya se ha dicho, 
y en algún momento yo he tenido la sospecha, quizá, de 
que parece que estábamos intentando suplantar aquí una 
actuación judicial y un archivo de las diligencias que se 
abren, y tampoco creo que ésa debe ser la función que de- 
bemos plantear en esta Comisión. Debemos ser absoluta- 
mente respetuosos con un posicionamiento, con unas de- 
claraciones del fiscal encargado de instruir estas diligen- 
cias, que, además, cuenta con informes de médicos espe- 
cialistas, descartando cualquier tipo de responsabilidad pe- 
nal de los especialistas que atendieron a estos niños y, por 
supuesto, también se dice que la causa no se produjo por el 
mal funcionamiento de las incubadoras o porque existiera 
ausencia total de tratamiento ni que hubiera intención de 
realizarlo en ningún momento. Cualquier otra manifesta- 
ción que se haga en cuanto a pruebas de anónimos, etcé- 
tera, me parece que está fuera de lugar y resta seriedad 
realmente a todos los componentes y a esta misma Comi- 
sión. 

Se trata, sencillamente, de que los propios informes mé- 
dicos ponen de manifiesto que el factor de riesgo mayor, 
más importante y más grave es la propia situación de in- 
madurez, de bebés prematuros, como decía, que están ex- 
puestos a estas situaciones y que, además, tienen bajo 
peso. Tampoco se ha dicho en ningún momento, y aparece 
en los informes, tanto del fiscal como en los informes mé- 
dicos que se dictaron con motivo de la instrucción de este 
caso, que el peso de estos bebés no superó en ningún caso 
los 1 .O00 ó 1.200 gramos y que, por tanto, en estas situa- 
ciones, si estos niños no hubieran sido tratados con oxí- 
geno en incubadora habrían fallecido. Incluso algún espe- 

cialista ha llegado a hablar de que se trata del precio del 
progreso que a veces, lamentablemente, hay que pagar 
para que estos niños salgan adelante. Insisto en que lo la- 
mentamos, pero la propia situación del avance médico y 
tecnológico a veces nos juega estas malas pasadas, 

Quizá también, por la lectura de la proposición no de 
ley, pudiera deducirse que el sistema sanitario público no 
ha prestado la debida atención a estos niños en ningún mo- 
mento. Yo quiero decir que se ha puesto en marcha un me- 
canismo por la vía de urgencia, de atención hospitalaria y 
sanitaria a estos niños no solamente en el Hospital de Jaén 
sino también en la Clínica de «La Paz», en la Residencia 
«Valle de Hebrón», en Barcelona, en clínicas sevillanas. 
Realmente ha habido un seguimiento y un tratamiento he- 
cho con seriedad y por el sistema sanitario público. 

Entiendo que no debemos poner en cuestión, en tela de 
juicio la actuación de nuestros equipos médicos de la Se- 
guridad Social. Se ha hecho, insisto, por la vía de urgencia, 
se han abonado los gastos de desplazamiento, porque, 
efectivamente, son familias que tienen pocos recursos eco- 
nómicos, y debemos atender por solidaridad y por justicia 
social estos casos. Y esta misma atención sanitaria se se- 
guirá prestando siempre que sea necesario, siempre que así 
lo requieran estos niños y cualesquiera otros que se en- 
cuentren en situaciones similares. 

Por tanto, yo creo que sería malo dejar alguna sombra 
de duda o de sospecha en la Comisión a lo largo del debate 
de esta iniciativa del Grupo Popular. 

Y, además, señora Presidenta, señorías, yo soy cons- 
ciente de que, ante situaciones como ésta, difícilmente se 
puede ofrecer fórmulas, ni desde el Gobierno de la nación 
ni desde la administración autonómica en este caso, que re- 
paren o que hagan olvidar la difícil situación de los padres 
y de los niños afectados. Pero tampoco es menos cierto 
que, basándose precisamente en el desarrollo de este Es- 
tado de Derecho, al que se alude en la proposición no de 
ley, y basándose en estos principios de solidaridad y de 
justicia social, a los que antes me refería, el propio Go- 
bierno y la Junta de Andalucía han puesto en marcha toda 
una serie de medidas y de programas que van encaminados 
a facilitar y a favorecer la incorporación social y educativa 
que permitan corregir estas situaciones de desigualdad. 

No me voy a extender mucho más ... 

La señora PRESIDENTA: Señora Rodriguez, la ruego 
vaya concluyendo. 

La señora RODRIGUEZ ORTEGA: Terminaré con 
toda brevedad. Pero tenemos leyes importantísimas, como 
la LISMI, la LOGSE, que están priorizando la educación 
especial para estos colectivos y que están dedicando mu- 
chos recursos materiales y humanos precisamente al sis- 
tema educativo y formativo a través de la integración es- 
colar. Hemos conseguido ahí importantes avances y segui- 
remos trabajando en esa línea. 

Concluyo, señora Presidenta, expresando de nuevo 
nuestro sentimiento de solidaridad con estas familias afec- 
tadas por este problema y, además, también deseando que 
estos temas se aborden con la prudencia necesaria, con to- 
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tal responsabilidad (como estoy segura de que era la inten- 
ción del Diputado Popular), que también seamos capaces 
de transmitirlo a las personas afectadas de esa forma, para 
evitar, en todo caso, confusión o una utilización incorrecta 
en estas situaciones. 

- SOBRE INCORPORACION A LA RED PU- 
BLICA ASISTENCIAL DE LOS RECURSOS SA- 
NITARIOS DE LA INFRAESTRUCTURA SANI- 
TARIA DEPENDIENTE DEL MINISTERIO DE 

LAR. (Número de expediente 161/000151.) 
DEFENSA. PRESENTADA POR EL G. P. POPU- 

La señora PRESIDENTA: Proposición no de ley sobre 
incorporación a la red pública asistencial de los recursos 
sanitarios de la infraestructura sanitaria dependiente del 
Ministerio de Defensa. Esta proposición no de ley ha sido 
presentada por el Grupo Popular. Para su defensa, tiene la 
palabra el señor Burgos Gallego. 

El señor BURGOS GALLEGO: Haré un breve resu- 
men de los antecedentes que dan lugar a esta proposición 
no de ley del Grupo Parlamentario Popular. 

El Ministerio de Defensa ha decidido llevar a cabo una 
importante remodelación -racionalización, dicen- de la 
red de hospitales militares. Es un hecho conocido que los 
últimos años los responsables de Defensa han venido ce- 
rrando varios centros sanitarios que dependían del Ejército 
de Tierra. Así, los hospitales militares de Algeciras, Bada- 
joz, Córdoba, Gerona, Granada, Mahón, Málaga y Vitoria 
han seguido ese camino. Pese a ello, los recursos sanitarios 
militares siguen considerándose excesivos desde el punto 
de vista humano y material o, al menos, mal distribuidos 
desde el punto de vista geográfico. 

El Ministerio de Defensa posee en la actualidad 28 cen- 
tros sanitarios repartidos por la geografía española, que 
acumulan un total de 7.600 camas hospitalarias, aunque de 
ellas sólo están en funcionamiento alrededor de 5.160. 
Como consecuencia de esta reestructuración, el Secretario 
de Estado de Administración Militar anunció la reducción 
de camas militares a un montante global de 4.000, inclu- 
yendo la llamada reserva logística, que comprendería tam- 
bién alrededor de un 30 por ciento de recursos para casos 
de extrema necesidad. El Ministerio decide mantener una 
serie de hospitales existentes, redimensionar otros y cerrar 
una serie de hospitales o transformarlos en enfermerías lla- 
madas de guarnición, que viene a ser una indisimulada ma- 
nera de reducir a !a m’nima expresión dotaciones y recur- 
sos asistenciales existentes. 

En definitiva, señorías, y estando de acuerdo en esa ne- 
cesidad de redimensionar la sanidad militar y de racionali- 
zar servicios de acuerdo con las necesidades, y no entrando 
a plantear dudas que se le presentan a mi Grupo parlamen- 
tario en relación con las decisiones tomadas por el Minis- 
terio de Defensa, porque no competen a esta Comisión, sí 
nos gustaría plantear la pregunta clave que se nos viene a 
todos a la cabeza en relación con este proceso. ¿Qué hacer 

con el excedente de más de 3.600 camas existente en estos 
momentos en la sanidad militar? 

El objetivo de nuestra proposición no de ley es muy 
claro. Pretendemos asegurar que las camas que vayan a ser 
desafectadas de la sanidad militar en este proceso sean in- 
corporadas a la red pública asistencial, para, en ésta, pro- 
ceder a su reordenación y adaptación a las necesidades de 
la población. 

Señorías, España y su Sistema Nacional de Salud no 
pueden permitirse desaprovechar unos centros y unos ser- 
vicios sanitarios existentes en un país con graves carencias 
asistenciales, masificación hospitalaria constatada diaria- 
mente y largas listas de espera. Así lo reconoció el propio 
Ministro de Defensa en su comparecencia ante el Con- 
greso de los Diputados, donde estableció como prioridad 
de su Departamento la transferencia para uso civil, para 
disfrute de toda la sociedad española, de toda su población, 
de estos recursos excedentarios. 

Sin embargo, en todo este obscuro proceso que ha se- 
guido al anuncio de esta reestructuración, resulta cuanto 
menos injustificable el silencio y la pasividad del Ministe- 
rio de Sanidad, que parece olvidar que, por encima de la ti- 
tularidad efectiva de cada uno de esos recursos, es compe- 
tencia suya la coordinación de la red asistencial pública, su 
efectiva integración y la planificación y utilización ratio- 
nal de todos los recursos sanitarios existentes en nuestro 
país, y los militares no deberían ser una excepción a este 
planteamiento. 

A estos efectos, conviene recordar que éste puede ser 
un caso típico más del grado de ineficacia galopante que 
han alcanzado en este país los gestores de la sanidad pú- 
blica. Sólo en un modelo rígido, burocrático, comparti- 
mentalizado e ineficiente como el que el Partido Socialista 
nos depara es posible que hayan venido coexistiendo en las 
mismas áreas de salud inacabables listas de espera en al- 
gunos hospitales y unidades hospitalarias utilizadas al 30 Ó 
40 por ciento de su capacidad durante muchos años. 

No hay justificación, señorías, para esto y mucho me- 
nos la que se ampara en la titularidad del Ministerio de De- 
fensa de esos recursos. Yo les preguntm’a a todas S S .  S S . ,  
en definitiva, quién es la autoridad sanitaria máxima en 
este país y quién tiene en estos momentos la fuerza política 
para hacer efectiva una integración de todos los recursos 
sanitarios de nuestro país. Cómo puede explicarse, por 
tanto, que tras la aprobación de la Ley General de Sanidad 
en el año 1986, que establecía en su disposición final ter- 
cera que el Gobierno, mediante Real Decreto, dispondría 
la participación y la colaboración de los hospitales milita- 
res y los servicios sanitarios de las Fuerzas Armadas en el 
Sistema Nacional de Salud, se haya tardado más de seis 
años, hasta el 16 de diciembre de 1992, en firmar un 
acuerdo, un convenio entre el Ministerio de Defensa y el 
Ministerio de Sanidad para que los hospitales militares pu- 
dieran prestar una asistencia sanitaria a la población civil. 
Seis años, y llevamos hoy un día de constatación de caren- 
cias en el desarrollo de esa Ley General de Sanidad, y ésta, 
por cierto, es una más. 

Cómo es posible que el Gobierno socialista haya sido 
incapaz de conseguir en todos estos años utilizar los servi- 
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cios de la sanidad militar para descongestionar precisa- 
mente el sistema público. Señorías, con la excepción del 
Hospital Militar de Las Palmas (por cierto, denunciado su 
convenio como insatisfactorio por el propio Ministro de 
Defensa), que es el Único que desde hace años atiende a pa- 
cientes de la Seguridad Social, no hay otro servicio militar 
que preste esos mismos servicios a los ciudadanos civiles. 

El Hospital Naval de Cartagena firmó un convenio para 
su utjlización por la sanidad pública el pasado 15 de octu- 
bre, pero ya se han puesto de manifiesto las insuficiencias, 
la incompetencia y la ausencia de previsión contenida en 
ese mismo convenio y el mismo ha sido impugnado in- 
cluso por el propio personal sanitario de ese hospital naval. 

Cómo es posible, por ejemplo, que el Insalud haya es- 
perado hasta julio de 1993 en algunas provincias -y cito 
la mía, la provincia de Valladolid- para empezar a eva- 
luar si las instalaciones y los servicios de los hospitales mi- 
litares reúnen condiciones para ser utilizados por el Servi- 
cio Nacional de Salud. Yo me preguntaría, señorías, qué 
han estado haciendo el Insalud y el Servicio Nacional de 
Salud hasta este momento, aparte de maquillar las cifras 
estadísticas de su funcionamiento. 

En definitiva, y podría enseñarles a ustedes las estadís- 
ticas de utilización de algunos de los hospitales militares, 
al final, de lo que se trata es de conocer cómo es posible 
que el Ministerio de Sanidad contemple sin ningún tipo de 
rubor el cierre y la desafectación de centros sanitarios do- 
tados de la más alta tecnología y de extraordinarios medios 
materiales y humanos, precisamente en lugares donde el 
déficit de camas es elevado y la situación de dichos hospi- 
tales es privilegiada por su ubicación, por su concepto y 
sus posibilidades. Hay que recordar, por ejemplo, en 
cuanto a ubicación, concepto y posibilidades, la situación 
del Hospital Militar de Valladolid, de la Policlínica Naval 
de Madrid o del propio Hospital de La Coruña, que se 
adaptan como ninguno, probablemente, a las recomenda- 
ciones de la Organización Mundial de la Salud en estas 
materias. 

Se están produciendo, señorías, situaciones absoluta- 
mente kafkianas en relación con esta materia. Por ejemplo, 
el Insalud de Valladolid ha estado mano sobre mano todos 
estos años a la hora de suscribir cualquier tipo de colabo- 
ración con el Hospital Militar y, ahora, que Defensa anun- 
cia la desaparición del mismo, afirma que presentará una 
oferta para concertar procedimientos quirúrgicos. Yo me 
preguntaría con quién va a concertar el Insalud procedi- 
mientos quirúrgicos, tal vez con las señoras de la limpieza 
que serán las únicas que queden en el Hospital Militar de 
Valladolid. 

El Hospital Militar de La Coruña se encuentra en un 
área sanitaria con graves deficiencias asistenciales, puestas 
en evidencia en numerosas ocasiones, entre ellas los estu- 
dios que se realizaron para el plan estratégico del Hospital 
Juan Canalejo de esa misma ciudad, que eran suficiente- 
mente explícitos al respecto y que calificaban la situación 
en La Coruña de máxima ineficacia por parte de las autori- 
dades sanitarias. Sin embargo, el Partido Socialista de Ga- 
licia presenta una proposición en el Parlamento gallego 

para que se evite el cierre del hospital traspasándolo direc- 
tamente al Sergas. 

El propio Secretario de Estado de Administración Mili- 
tar afirmó que se hm’a todo lo posible para que el Hospital 
Militar de La Coruña pasara a ser civil. Yo me pregunto 
qué tiene el Hospital Militar de La Coruña para que exista 
esa voluntad por parte del Ministerio de afectarlo a la sani- 
dad pública que no tengan, por ejemplo, el Hospital de Va- 
lladolid, el Hospital de Tenerife, el de Barcelona o la Poli- 
clínica Naval de Madrid. 

Cuando hablamos de la eficacia, de la racionalidad en la 
gestión sanitaria cabría recordar que en algunos de estos 
hospitales de la sanidad militar, que se van a perder si no- 
sotros mismos no actuamos consecuentemente, se han pro- 
ducido importantísimas inversiones en los Últimos años. 
Citm’a, por ejemplo, a título solamente anecdótico ... 

La señora PRESIDENTA: Señor Burgos, le ruego que 
vaya concluyendo. 

El señor BURGOS GALLEGO: Voy terminando. 
Citm’a que en el Hospital Militar de Valladolid se han 

invertido más de 1.200 millones de pesetas en los Últimos 
cuatro años para dotarle de unos servicios de primerísima 
línea -por ejemplo, quirófanos o consultas externas- y, 
sin embargo, en estos momentos ese Hospital está abocado 
al cierre. 

En la presentación de esta proposición no de ley no que- 
remos debatir responsabilidades del Ministerio de De- 
fensa, incluso podemos entender sus intereses. Lo que no 
podemos admitir es que ante esta situación el Ministerio de 
Sanidad mire hacia otro lado, desatienda sus responsabili- 
dades como autoridad sanitaria que le confiere la Ley Ge- 
neral de Sanidad; haga caso omiso a los criterios que 
marca esa misma Ley, uno de los cuales es la integración y 
la superación de diferentes redes asistenciales públicas 
desconectadas entre sí y el establecimiento de una sola que 
integre todos los recursos disponibles. 

Queremos que se cumpla lo dispuesto en la Ley Gene- 
ral de Sanidad en lo que se refiere a la participación y co- 
laboración de los hospitales militares en el Sistema Nacio- 
nal de Salud y nuestra proposición no de ley en su punto 
segundo pretende que la negociación global de este pro- 
blema se lleve a cabo en el Consejo Interterritorial de Sa- 
lud que, como establece la Ley General de Sanidad en su 
artículo 47.2, es el órgano permanente de comunicación e 
información de los diferentes servicios de salud. Nos pa- 
rece el Órgano idóneo para establecer un proceso satisfac- 
torio de traspaso al Insalud o a los servicios autonómicos 
de salud de los recursos y servicios sanitarios excedenta- 
rios en la sanidad militar. 

El proceso para esa transferencia puede ser de muy va- 
riada naturaleza. Se pueden utilizar todos los mecanismos 
que se quiera, excepto la coartada de la propia Ley de Pa- 
trimonio de la Defensa que no puede ser esgrimida nunca 
como un obstáculo para la integración efectiva de todos 
esos servicios en la sanidad pública. 

Finalizando, señora Presidenta, diría que nos parece ab- 
solutamente imprescindible, como dice el texto de nuestra 
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proposición no de ley, que desde un criterio de eficiencia y, 
sobre todo, de justicia social, aquellas inversiones realiza- 
das con recursos públicos en la red sanitaria militar que no 
sean necesarias para la utilización de nuestras Fuerzas Ar- 
madas repercutan finalmente en una mejor y más rápida 
atención a todos los ciudadanos. Cualquier cosa que no sea 
esto será un ejemplo más de despilfarro, de falta de previ- 
sión y de ausencia de racionalidad en el diseño de una sa- 
nidad moderna, eficiente y consagrada realmente a satisfa- 
cer las demandas asistenciales de todos los ciudadanos. 

La señora PRESIDENTA: ¿Grupos que deseen inter- 

Por el Grupo Parlamentario Vasco (PNV), tiene la pala- 
venir? (Pausa.) 

bra el señor Gatzagaetxebarría. 

El señor GATZAGAETXEBARRIA BASTIDA: 
Voy a fijar la posición de nuestro Grupo ... (Rumores.) 

La señora PRESIDENTA: Un momento, señor Gatza- 
gaetxebanía, por favor. Vamos a ver si conseguimos fina- 
lizar la Comisión en un m’nimo silencio. 

Puede continuar. 

El señor GATZAGAETXEBARRIA BASTIDA: 
Voy a fijar la posición de nuestro Grupo Parlamentario so- 
bre la proposición no de ley del Grupo Popular. 

El planteamiento que se hace con carácter general 
puede parecer correcto a primera vista -aprovechar exce- 
dentes de un sector como la red sanitaria militar-, pero si 
descendemos al terreno práctico entendemos que el plan- 
teamiento que se efectúa en la proposición no de ley no 
dispone de fundamentación suficiente. 

Nosotros queremos hacer las siguientes consideracio- 
nes. En primer lugar, se dice que hay un nivel importante 
de deficiencia en la red sanitaria pública y que coexisten 
recursos públicos sobresaturados. Nosotros haríamos una 
valoración diferente. Los déficit quizá se produzcan por 
falta de organización, no por falta de medios económicos 
suficientes. 

Por otra parte, la duda que se nos plantea es si la mayo- 
ría de los servicios o recursos de la red militar son aprove- 
chables en la red civil, en primer lugar, por la obsolescen- 
cia de la infraestructura del Ministerio de Defensa desti- 
nada a fines de asistencia sanitaria. Posiblemente sería me- 
jor utilizar, en algunos casos, esos edificios con otra finali- 
dad o, incluso, construir unos nuevos edificios cuando la 
red sanitaria general o de carácter civil tuviera necesidad 
de ello. En segundo lugar, por las características y la espe- 
cificidad de la función para la que se concibieron. ¿Por qué 
se constituyó esta infraestructura sanitaria militar? Para 
hacer frente a los objetivos sanitarios de hace unos años, 
que no son los mismos que los que demanda hoy la reali- 
dad social española. En tercer lugar, por la ubicación de 
esta infraestructura. Dichos centros se encuentran cercanos 
a cuarteles o viviendas militares, por tanto, la ubicación no 
es la más adecuada para prestar servicios sanitarios a la ge- 
neralidad de los ciudadanos. 

Por lo tanto, creemos que se podrían resolver las dis- 
funciones y necesidades que pudiera haber, caso por caso, 
pero con carácter general no entendemos la necesidad de 
trasladar a la red sanitaria civil los recursos que se prevén 
en la red sanitaria militar. Decimos esto por las argumenta- 
ciones que anteriormente se han dado y, además, porque 
esa infraestructura se caracteriza por disponer de una serie 
de grandes pabellones en los que están ubicados los enfer- 
mos de forma distinta al modelo de arquitectura, de diseño 
y de utilización del que actualmente se utiliza en la arqui- 
tectura sanitaria moderna. En definitiva, existe un desfase 
entre la tecnología y el diseño de ingeniería y arquitectura 
de la sanidad, tanto del Insalud como del de las comunida- 
des autónomas, y la infraestructura que tiene el Ministerio 
de Defensa en los hospitales militares. 

Se nos plantea otra duda en la proposición no de ley 
cuando se habla de recursos. ¿De qué tipo de recursos es- 
tamos hablando? ¿Recursos económicos, materiales y 
personales, o no está incluido el personal militar, puesto 
que la proposición no de ley hace referencia a las plazas 
asistenciales? Cuando habla de plazas, ¿se está refiriendo 
al personal militar o no? Ahí surgen, a nuestro juicio, du- 
das importantes. Y lo que es más importante: ¿qué pasa 
con los recursos que tiene el Ministerio de Defensa? Creo 
que en lugar de hablar aquí del Ministerio de Sanidad o 
sobre las comunidades autónomas con servicios autonó- 
micos de salud, debemos hablar sobre el Ministerio de 
Defensa. El Ministerio de Defensa, curiosamente, ahora 
tiene medios económicos, tiene consignación presupues- 
taria dedicada a finalidades asistenciales sanitarias milita- 
res, pero no las está ejerciendo, es el Insalud y progresi- 
vamente los servicios autonómicos de salud los que están 
cubriendo las necesidades asistenciales del personal del 
Ministerio de Defensa y del personal del Ejército español. 
Por tanto, ahí hay una disfunción importante dentro de 
una política presupuestaria. Resulta que quien tiene la 
función, que es el Insalud, el Ministerio de Sanidad o las 
comunidades autónomas, no dispone de los medios eco- 
nómicos suficientes para atender este incremento de per- 
sonal que ha experimentado la red sanitaria general civil 
y, en cambio, los presupuestos con una finalidad militar 
sanitaria siguen en el Ministerio de Defensa, cuando el 
Ministerio de Defensa ya no tiene la función más que en 
una pequeña medida. 

Yo quería hacer una reflexión para que desde el Go- 
bierno se produzca una adecuación de medios, puesto que 
el problema fundamental que tienen actualmente el Insa- 
lud y las comunidades autónomas es la financiación. Si 
hay recursos públicos con una finalidad sanitaria en el Mi- 
nisterio de Defensa, deben ir dirigidos a los servicios y las 
finalidades del Insalud y de las comunidades autónomas. 
No tiene sentido que se produzca esa disfunción de que 
quien tiene la función no tiene el suficiente dinero y quien 
tiene el dinero está ejerciendo la función cada vez menos. 
Nosotros, al albur de estas consideraciones realizadas a la 
proposición no de ley, entendemos que es necesario un 
planteamiento distinto al que se ha efectuado por parte del 
Grupo Popular. 
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Para finalizar, quería únicamente repetir que quizá el 
planteamiento del Grupo Popular sería oportuno, pero caso 
por caso, porque no con carácter general le puede ser ne- 
cesaria al Insalud la infraestructura militar, por las consi- 
deraciones que antes he hecho de su ubicación, obsoles- 
cencia, etcétera, y lo mismo ocurriría en el caso de las co- 
munidades autónomas, pero sí queríamos constatar que esa 
infraestructura se podría utilizar, en su caso, para otro tipo 
de finalidades, incluso sociales. Por ello apelaríamos a las 
comunidades autónomas, al Ministerio de Asuntos Socia- 
les, para que, quizá, esa infraestructura pudiera utilizarse 
como residencia integrada de tercera edad. Queremos ha- 
cer esa reflexión por si, políticamente, vale de alguna ma- 
nera a los responsables, bien de las comunidades autóno- 
mas, bien del Gobierno Central, pero no es, a nuestro jui- 
cio, oportuno tender a hacer una transferencia de carácter 
general, sino que, como digo, caso por caso, cuando sea 
necesario y puntualmente se pueda dar la salida que plan- 
tea el Grupo Popular. En consecuencia, mantenemos una 
discrepancia de fondo en cuanto al planteamiento efec- 
tuado en la proposición no de ley. 

Nada más. 

La señora PRESIDENTA: Por el Grupo Catalán (Con- 
vergencia i Unió), tiene la palabra el señor Cardona. 

El señor CARDONA I VILA: Señoras y señores Dipu- 
tados, quiero decir, muy brevemente, que estando de 
acuerdo en el fondo de la cuestión -es decir, en que hay 
que aprovechar todos los recursos públicos, y no sólo pú- 
blicos, sino también privados, para que la asistencia sani- 
taria sea lo más eficaz posible y en este caso los recursos 
desafectados de la sanidad militar, tal como propone la 
proposición no de ley, dada la reorganización de las Fuer- 
zas Armadas-, nos preocupa también, como ha dicho el 
portavoz del Grupo Vasco, la redacción de los dos puntos 
de la proposición no de ley en el sentido de que todos los 
recursos y los servicios del segundo apartado se entiendan 
objeto de su utilización por los ciudadanos, incorporán-, 
dose a la red pública asistencial. (El señor Vicepresi- 
dente, Blázquez Sánchez, ocupa la Presidencia.) Qué 
duda cabe que algunas instalaciones serán totalmente ade- 
cuadas a las necesidades sanitarias del territorio corres- 
pondiente, pero también las habrá que serán totalmente ob- 
soletas o bien -una tercera posibilidad- que serían más 
óptimamente utilizables en otros menesteres, en otras acti- 
vidades o en otras funciones, como las de asistencia social 
u otros aspectos de la atención pública. Por ello, tanto en el 
primer punto como en el segundo no nos satisface la con- 
templación del ámbito de todos los recursos y servicios y 
preferiríamos que se viera contemplada la salvedad de que 
siempre que su utilización fuera la más adecuada a las ne- 
cesidades sanitarias -entiéndanse en este caso las necesi- 
dades de cada territorio-, no fuera que, valga la expre- 
sión, para vestir a un santo, desnudáramos a otro. 

Nada más. 

El señor VICEPRESIDENTE (Blázquez Sánchez): 
Tiene la palabra la señora Maestro. 

La señora MAESTRO MARTIN: Quería manifestar 
que la opinión de mi Grupo coincide en lo fundamental 
con las preocupaciones manifestadas por el Grupo Popu- 
lar; que asimismo y en otras Comisiones y en otras inter- 
venciones hemos planteado la voluntad política de mi 
Grupo en orden a garantizar que los recursos sanitarios pú- 
blicos, tal y como se plantea en la Ley General de Sanidad, 
estén integrados en una sola red y, también, yo misma he 
insistido en numerosas ocasiones en que uno de los ele- 
mentos de despilfarro y de ineficacia del sistema sanitario 
público venía de esa falta de coordinación, de la duplica- 
ción de actuaciones sanitarias por parte de diferentes ad- 
ministraciones, en este caso en relación con la infraestruc- 
tura sanitaria del Ministerio de Defensa, pero también en 
relación con recursos sanitarios municipales, de diputacio- 
nes, etcétera, que todavía, ocho años después de la Ley Ge- 
neral de Sanidad, aparecen dispersos, sin coordinación al- 
guna y, por lo tanto, carentes del más elemental principio 
de racionalidad en la política sanitaria. (La señora Presi- 
deata ocupa la Presidencia.) 

Quiero señalar que es verdad que la proposición no de 
ley del Grupo Popular viene en relación con las Últimas 
manifestaciones del Ministerio de Defensa en cuanto a la 
drástica reducción de recursos en función de sus exclusi- 
vos intereses y de sus exclusivas necesidades y que plan- 
tean la reducción de un número importantísimo de camas 
sanitarias públicas de las cuales la sanidad pública, el Insa- 
lud, es absolutamente deficitario. 

Igualmente quiero señalar que la Gerencia de Infraes- 
tructuras de Defensa lleva una política de cierre de instala- 
ciones militares, pero también sanitarias, la cual, sorpren- 
dentemente, está guiándose por objetivos de realización de 
operaciones urbanísticas que están suponiendo un número 
importante de miles de millones de pesetas a ingresar por 
la propia Gerencia de Infraestructuras de Defensa que, 
además, curiosamente, por decisión de la Ley de Presu- 
puestos Generales del Estado de 1991 no se incluyen en los 
presupuestos del Ministerio de Defensa, y no está ac- 
tuando en coordinación alguna con el Ministerio de Sani- 
dad. 

En opinión de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
lunya, el convenio f m a d o  entre el Ministerio de Sanidad 
y el Ministerio de Defensa era de eficacia limitada y en ab- 
soluto correspondía con la voluntad política que debiera 
haberlo regido, que es que desde el Ministerio de Sanidad 
se hiciera una indicación acerca de las prióridades, de las 
necesidades de recursos sanitarios que hubieran permitido 
esta integración de recursos en una sola ley. 

No voy a cansar a SS. SS. repitiendo algunos datos que 
han sido señalados en la intervención del Diputado del 
Grupo Popular. Simplemente quiero señalar que hay datos 
tan sarcásticos como el del Hospital Militar de Málaga que 
se vende a la iniciativa privada para después ser concer- 
tado por el Servicio Andaluz de Salud, independiente- 
mente de matizaciones que han hecho otros grupos, que en 
mi opinión son pertinentes y se inscriben en el marco de la 
más elemental lógica como que, por supuesto, el Ministe- 
rio de Sanidad no debería dedicar atención sanitaria a re- 
cursos procedentes del Ministerio de Defensa que no fue- 
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ran a servir a la satisfacción de necesidades de la pobla- 
ción, u otros aspectos, como también han señalado otros 
portavoces, de que el uso que pudiera darse a determinadas 
instalaciones no fuera el idóneo, sino que fuera para otros 
usos sociales. 

En cualquier caso entendemos que el objetivo funda- 
mental de la proposición no de ley se puede compartir y 
entra de lleno, insisto, en la filosofía que ha presidido otras 
iniciativas parlamentarias, dentro de mi Grupo, incluidos 
en su propio programa electoral. Por tanto, vamos a votar 
a favor de la proposición no de ley del Grupo Parlamenta- 
rio Popular. 

La señora PRESIDENTA: Por el Grupo Socialista, 
tiene la palabra la señora Novoa. 

La señora NOVOA CARCACIA: Señora Presidenta, 
aunque intervengo para fijar la posición del Grupo Parla- 
mentario Socialista sobre la proposición no de ley del 
Grupo Parlamentario Popular que estamos debatiendo, las 
afirmaciones efectuadas en concreto por el portavoz del 
Grupo popular sobre la calidad y efectividad del sistema 
sanitario público, rondando en su análisis casi el catastro- 
fismo, me fuerzan a formular algunas observaciones. 

Señor Burgos, indicadores como la esperanza de vida, 
la tasa de mortalidad infantil, la tasa de enfermedades in- 
fecciosas y otras (El señor Fernández-Miranda y Lo- 
zana: La tuberculosis.) nos sitúan a la cabeza en algunos 
casos, como puede ser el de esperanza de vida o mortali- 
dad infantil, y, en otros, en una situación homologable a 
los países de nuestro entorno europeo respecto al estado de 
salud de los españoles. 

En cuanto a la dotación de recursos y su efectividad, los 
datos publicados indican que nos movemos en una «ratio» 
más que aceptable, con una actividad que se va incremen- 
tando, y en algunas actividades muy complejas, como en el 
caso del programa de transplantes, con una calidad que nos 
permite ocupar uno de los primeros lugares en el «ran- 
king» sanitario mundial. (Rumores.) 

La señora PRESIDENTA: Señorías, por favor, ruego 

Continúe, señora Novoa. 
guarden silencio. 

La señora NOVOA CARCACIA: Ahora sí paso, se- 
ñora Presidenta, a fijar la posición del Grupo Parlamenta- 
rio Socialista respecto a la iniciativa del Grupo Parlamen- 
tario Popular. (El señor Fernández-Miranda y Lozana: 
Ya era hora.) 

Efectivamente, señorías, la asistencia sanitaria de las 
Fuerzas Armadas presenta unas disfunciones que se gene- 
ran, en gran medida, como consecuencia del proceso de re- 
ducción de efectivos a que están sometidas las Fuerzas Ar- 
madas, así como por la racionalización del despliegue y re- 
despliegue de los ejércitos acometida desde hace varios 
años. Para corregir estas disfunciones, el Ministerio de De- 
fensa tiene en curso una reforma para la reestructuración 
de la sanidad de las Fuerzas Armadas, a fin de adaptarlas a 
las exigencias presentes y a las que se estiman para el fu- 

turo. A este respecto, la Ley de Plantillas ofrece, para la 
culminación de este proceso, un horizonte temporal de 
cinco años. 

Como es obvio, esta reforma conllevará desafectación 
de infraestructuras que, a juicio del Grupo Parlamentario 
Socialista, podrán, efectivamente, incorporarse a la red pú- 
blica asistencial, pero no de forma global y en su totalidad, 
como propone el Grupo Popular en su iniciativa, porque no 
hay que olvidar, señor Burgos - o t r o s  portavoces ya han 
hecho referencia a ello-, que la distribución de los recur- 
sos militares hospitalarios obedece a una estrategia distinta 
a la que rige en la ubicación de los servicios sanitarios del 
Sistema Nacional de Salud. Los criterios determinantes 
para la instalación de hospitales militares fueron y son de 
naturaleza logístico-operativa, además de dar cobertura sa- 
nitaria a las Fuerzas Armadas. Sin embargo, la distribución 
de la red hospitalaria civil obedece a criterios demográfi- 
cos y de estado de salud de la población de las diferentes 
áreas de salud, así como a la demanda sanitaria existente 
en las mismas. 

Por esta razón, pretender, como pretende el Grupo Po- 
pular, que todos los recursos excedentarios de la sanidad 
militar sean incorporados a la red pública, a juicio del 
Grupo Parlamentario Socialista, es romper con todo prin- 
cipio de planificación sanitaria que exige que estas incor- 
poraciones respondan a criterios de utilidad, de efectividad 
y de eficiencia de los recursos, para lo cual es necesario 
analizar previamente, caso por caso, cada uno de los hos- 
pitales militares que se vean desafectados en el proceso de 
reordenación del Ministerio de Defensa, valorando la de- 
manda sanitaria del área en el que se ubiquen, su idonei- 
dad, su rentabilidad, etcétera. (Rumores.) 

La señora PRESIDENTA: Un momento, señora No- 
voa. 

Quiero recordar a S S .  S S . ,  y espero que sea por Última 
vez, que disponen de los pasillos de la Cámara para deba- 
tir las cuestiones personales que no tengan relación con la 
proposición no de ley que debemos estar atendiendo. Mu- 
chas gracias. 

Continúe, señora Novoa. 

La señora NOVOA CARCACIA: La Ley 28/1984, de 
Creación de la Gerencia de Infraestructuras de la Defensa, 
prohíbe taxativamente las cesiones de carácter gratuito, 
con lo cual, señorías, si no se procede del modo a que he 
hecho referencia, es decir, valorando caso por caso, nos 
podríamos encontrar con áreas de salud sobredimensiona- 
das en recursos, o bien que la Administración sanitaria tu- 
viera que afrontar obras en centros procedentes de las 
Fuerzas Armadas cuya reforma resultase más costosa para 
fines sanitarios civiles que construir una infraestructura 
nueva. La casuística con la que nos podríamos encontrar, 
de asumir la incorporación de todos los centros que resul- 
ten desafectados de la ordenación de la sanidad militar, se- 
ría variada y, desde luego, nada beneficiosa para el Sis- 
tema Nacional de Salud. 

Señorías, bajo estos criterios a los que me vengo refi- 
riendo a lo largo de mi intervención vienen trabajando ya 
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desde hace tiempo el Ministerio de Defensa y el Ministerio 
de Sanidad y Consumo, con el objetivo de establecer una 
coordinación y participación entre las redes hospitalarias 
militares y el Sistema Nacional de Salud. La concreción 
máxima de este trabajo se alcanzó al suscribir el 16 de di- 
ciembre de 1992, previa presentación al Consejo Interterri- 
torial de Salud, un convenio-marco que permite el estable- 
cimiento de fórmulas de colaboración diversas entre la red 
hospitalaria militar y las redes asistenciales de las diferen- 
tes administraciones públicas. Resultado de la aplicación 
de este convenio-marco ha sido concertar la utilización del 
Hospital Militar Regional de Las Palmas o del Naval de 
Cartagena, así como las negociaciones en curso para con- 
certar la utilización del Hospital Militar de Valladolid. 

Por otra parte, la cláusula octava del convenio-marco 
de colaboración prevé que el Ministerio de Defensa pondrá 
en conocimiento del Instituto Nacional de la Salud y, en su 
caso, de los Servicios de Salud de las comunidades autó- 
nomas los planes sobre los centros sanitarios cuya activi- 
dad pueda cesar para la asistencia sanitaria militar, con el 
fin de que los servicios citados estudien sus necesidades y 
la viabilidad de utilizarlos en su red asistencial. La infor- 
mación acerca de la reforma de la red hospitalaria militar 
ya se ha proporcionado al Ministerio de Sanidad y Con- 
sumo, e igualmente el Ministerio de Defensa ha pedido a la 
Ministra de Sanidad y Consumo asistir a la próxima reu- 
nión que celebre el Consejo Interterritorial, a fin de expli- 
car las líneas básicas de la reforma iniciada y de ofrecer la 
capacidad hospitalaria militar excedente. Por tanto, seño- 
rías, mi Grupo Parlamentario entiende que la posibilidad 
de incorporar a la red del Sistema Sanitario de Salud los re- 
cursos excedentarios de la sanidad militar está ya prevista, 
tratándose en todo caso de incorporar sólo aquellos que 
respondan a las necesidades del sistema. 

En esta misma línea argumenta] se ha manifestado el 
Secretario de Estado de Defensa en una sesión de la Comi- 
sión de Defensa celebrada recientemente en esta Cámara, 
en la cual decía: «En relación con la utilización de la capa- 
cidad hospitalaria excedente, es voluntad de este Departa- 
mento - c o m o  ha quedado repetidamente señalado- ha- 
cer todo lo que esté de su parte para que las instalaciones 
innecesarias para las Fuerzas Armadas que han tenido un 
uso hospitalario sanitario conserven ese uso -al ser desa- 
fectadas como sanidad militar- preferentemente en el 
seno de la sanidad pública. Los modelos posibles eviden- 
temente son varios. Aquellos hospitales que permanezcan 
como necesarios para la asistencia hospitalaria de las Fuer- 
zas Armadas preferimos moverlos en la línea de conciertos 
con el Insalud o las sanidades autonómicas (modelo Carta- 
gena; en vías de llegar a un acuerdo semejante con el Hos- 
pital de San Fernando, de Sevilla); y aquellos hospitales 
que van a ser desafectados por no ser necesarios para la sa- 
nidad hospitalaria militar mediante la cesión total o parcial 
de estas instalaciones, mediante contraprestación econó- 
mica, no a titulo gratuito, ya que, además de cualquier otro 
argumento, otra cosa está prohibida por la Ley de la Ge- 
rencia de Infraestructura, a la iniciativa preferentemente 
pública, aunque, lógicamente, no cabe descartar otras al- 

ternativas. Por consiguiente, cada caso habrá de tratarse 
por separado.» 

La señora PRESIDENTA: Le ruego concluya, señora 
Novoa. 

La señora NOVOA CARCACIA: Inmediatamente, se- 
ñora Presidenta. 

Así, pues, el Grupo Parlamentario Socialista no puede 
aceptar la proposición no de ley del Grupo Parlamentario 
Popular, y su voto obviamente será en contra. (El señor 
Burgos Gallego pide la palabra.) 

La señora PRESIDENTA: ¿Para qué pide la palabra, 
señor Burgos? 

El señor BURGOS GALLEGO: Señora Presidenta, 
para hacer algunas precisiones en el sentido de lo que han 
comunicado los diversos portavoces de los grupos que han 
intervenido. 

La señora PRESIDENTA: Señoría, es evidente que se 
han vertido opiniones, criterios y valoraciones políticas di- 
ferentes y no coincidentes, como así es la diversidad de 
esta Cámara. Por lo tanto, no se tiene necesariamente que 
coincidir unos grupos con otros. No ha lugar a reabrir un 
turno de réplicas, contrarréplicas y reabrir el debate. Si se 
trata de una precisión, exclusivamente de una precisión, o 
una aclaración, S .  S. tendría la palabra por un minuto. 

El señor BURGOS GALLEGO: Simplemente me 
gustaría conocer, señora Presidenta, si la propuesta de 
Convergencia i Unió se plasma en una enmienda concreta, 
puesto que el portavoz de Convergencia nos ha manifes- 
tado en su intervención que estaría dispuesto a plasmar en 
un voto favorable la posición de su Grupo si se modificara 
en algún término la redacción de la propia proposición no 
de ley. Me gustm’a conocer, si es posible, incluso aunque 
sea ya muy tarde, si eso se concreta o no en una propuesta, 
porque no ha quedado suficientemente claro en la exposi- 
ción. 

La señora PRESIDENTA: No sé si el señor Cardona 
quiere hacer alguna aclaración. No obstante, le recuerdo 
que en este momento no cabe la posibilidad de introducir 
ninguna enmienda, pero S. S. tiene la palabra para dar una 
explicación. 

El señor CARDONA I VILA: Sabíamos que podíamos 
presentar una enmienda hasta las ocho de la noche, no lo 
hicimos y ahora no sé si es permisible. Si no es permisible, 
entonces no podemos hacer nada; en otra ocasión. 

La señora PRESIDENTA: No es posible. 
Finalizado, por tanto el debate de las proposiciones no 

de ley, vamos a proceder a las votaciones. 
Debo recordar a los portavoces de los distintos Grupos 

que, puesto que vamos a proceder a las votaciones, debe- 
rán facilitar a esta mesa los nombres de las Diputadas o Di- 
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putados que sustituyen, en su caso, a titulares de esta Co- 
misión. (Así se hace por los distintos portavoces.) 

Señorías, comunicadas las sustituciones, vamos a pro- 
ceder a las votaciones. 

Votamos en primer lugar, la primera de las proposicio- 
nes no de ley debatidas en el día de hoy: proposición no de 
ley sobre política sanitaria en relación con la mujer, pre- 
sentada por el Grupo Parlamentario de Izquierda Unida- 
Iniciativa per Catalunya, que va a ser votada en los térmi- 
nos originales, tal como fue presentada, puesto que no ha 
sido aceptada la enmienda del Grupo Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, tres; en contra, 33. 

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada. 
Proposición no de ley por la que se solicita la creación 

de una ponencia que estudie los problemas de los afecta- 
dos por el consumo del aceite tóxico. Esta proposición ha 
sido presentada por el Grupo Parlamentario Popular y se 
somete a votación en los términos resultantes de la acepta- 
ción de la enmienda presentada por el Grupo Federal de Iz- 
quierda Unida. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 17; en contra, 20. 

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada. 
Siguiente proposición no de ley por la que se insta al 

Gobierno a constituir, en el plazo máximo de un mes, un 

comité consultivo del Sistema Nacional de Salud, proposi- 
ción no de ley presentada por el Grupo Parlamentario Fe- 
deral de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 17; en contra, 20. 

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada. 
Proposición no de ley sobre ayudas a niños afectados de 

ceguera en Jaén, presentada por el Grupo Parlamentario 
Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 16; en contra, 20. 

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada. 
Proposición no de ley sobre incorporación a la red pú- 

blica asistencia1 de los recursos sanitarios de la infraes- 
tructura sanitaria dependiente del Ministerio de Defensa, 
proposición presentada por el Grupo Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 16; en contra, 21. 

La señora PRESIDENTA: Queda rechazada. 
Finalizado el orden del día de la Comisión, se levanta la 

sesión. 

Eran las dos y cuarenta y cinco minutos de la tarde. 
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